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Defendemos al Estado
para proteger tus derechos



 

Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

julio de 2022 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Dr. Íñigo Salvador Crespo 

Procurador General del Estado 
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Seiior doctor
Pablo Beltren Ayala,
PRESIDENTE,
CONSEJO DE EDUCACI6N SUPERIOR.
Ciudad. -

De mi consideraci6n:

Me refiero a su oficio No. CES-CES-2022-0409-CO de t 7 dejunio de 2022, ingresado en
elconeo institucional lnico de la Procuraduria Ceneral del Estado el 20 de los mismos mes y afro,
mediante el cual usted formul6 la siguiente consulta:

";Es obligatorio o no que los institutos superiores ptiblicos present€n al CES, el informe
de auditoria externa estsblecido en el articulo 161 de l, Ley Org6trica de Educaci6n
Superior (LOES) para garantizar el cumplimiento del car6cter no lucratiyo de las
instituciones de educaci6n superior; considerando que de conformidad al literal a) del
articulo 159 de la LOf,S, los iNtilutos superiores piblicos son institucioncs quc careceD
de autoDomir acad6micr, financiera y org6nicr, y que se encuentran desconcentredas
adscritas a la Secretaria deEducaci6n Superior, Ciencia, Tecnologia e Innovaci6n, drgalo
que forma parte de la Funcidn Ejecutiva, que carece de lines de lucro y que se encuentra
sujeto al control y auditoria de I{ Contraloria Gelerrl del Estado?..

l. Antocedentes. -

l.l. A fin de contar con mayores elementos de an6lisis, antes de atender su consulta, mediante
oficio No. 19183 de 20 de .junio de 2022. este organismo solicit6 a la Secretaria de Educaci6n
Superior, Ciencia, Tecnologia e lnnovaci6n (en adelante SENESCYT), que remia su criterio
juridico institucional sobre la materia objeto de la consulta.

1.2. El requerimiento de este organismo fue aterdido por el Coordinador General de Asesoria
Juridica de la SENESCYT con oficio No. SENESCYT-CCAJ-2022-0|69-CO de 5 de julio de
2022, ingresado en el correo institucional [nico de este organismo al dia siguiente, al cual se
adjuntaron los oficios Nos. SENESCYT-SENESCYT-2022-O!S6-CO y SENESCyT-
SENESCYT-2022-0684-CO de I I de febrero y 27 de mayo del presente affo, respectivamente,
remitidos por esa secretaria al CES, con relaci6n a la materia de la consulta; ademas deloficio No.
121-DNAyS-2022 de 18 de marzo de 2022, suscrito por el Contmlor General del Estado.
subrogantc.
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1.3. El informe juridico del Procurador del Consejo de Educaci6n Superior (en adelante CES),

contenido en memorando No. CES-PRO-2022-01 71 -M de 8 dejunio de 2022, cit6 los articulos 26,

226,352 y 353 de 1^Constituci6n de la Repihlica del Ecuadorr (en adelante CR E); l4 letra b), I 59,

16l, 166, 169, 182 y 183 de la Ley Org6nica de Educaci6n Superioi (en adelante LOES); 40 y la

Disposici6n Gencral Novena del Reglamento a la LOESr (en adelante RLOES); y, articulos 1 y 2

del Reglamento para el Cumplimiento del Carrcter no Lucmtivo de las Instituciones de Educaci6n

Superiora (en adelante Reglamento pam ei Cumplimiento del Caracter no Lucrativo), con

fimdamento en los cuales analiz6 y concluy6 lo siguiente:

"(... ) Del anrlisis al marco legaldescrito, se desprende que los institlltos t6cnicos y tecnol6gicos

pirblicos (ITTS) son IES, que por disposici6n expresa del articulo 159 literal a) de la LOES, y

articulo 40 segundo inciso, y Disposici6n General Novena de su Reglamento Ceneral_ se

encuentran adscritos a la SENESCYT, es decir, que forman parte de esa Secretaria, misma que

ejerce la rectoria sobre los ITTS, y por tanto, es la encargada de gestionar y administrar los

rlcursos econ6micos necesarios para su funcionamiento, recursos que provienen del

Presupuesto General del Estado, y son asignados dentro de su presupuesto institucional, y pot

tanto se encuentran suietos al control de la Contmloria General del Estado.

(...)

4. Colrclusiones

. Los ITTS adscritos a Ia SENESCYT, no gozan de autonomia acad6mica,

administativa, financiem y org6nica; puesto que, los recursos econ6micos necesarios

para su operatividad y funcionamiento, son Sestionados y administrados por la

secretaria de Educaci6n Superior, Ciencia, Tecnologia e Innovaci6n SENESCYT

. La administraci6n de los ITTS adscritos a la SENESCYT, es realizada a trav6s de la

irt.""*r*i" de lnstituciones de Educaci6n Superiol y a nivel nacional, pbr las

Coordinaciones Zonales de Educaci6n Superior, Ciencia, Tecnologia e lnnovaci6n, en

el teffitorio de su competencia.

. La presentaci6n al CES de los informes de auditoria extema por parie de los ITTS

piblicos adscritos a la SENESCYT, determinado en el articulo 16l de la LOES, s€ria

inaplicable porno responder a la realidad en el manejo y funcionamiento de estos ITTS'

. Para la elaboraci6n de los informes de auditoria externa' la empresa auditora debe

examinar el registro del patrimonio. los ingresos obtenidos a la contabilidad de la

instituci6n. los actos, contratos, inversiones u otras operaciones de indole financiero

t (:RE, ptbticada d ll R.sisto oftial Na.119le 20& @tuhP d.2008
I o, : p,bhcado ?r el \@l.n?nto d"l R' shn . t 'rti \o a,1? I: d?rrtohP'lP:0-10

, RaLoiS. pfitrada er ei S/q,r"uonro a"l n"suri, Ol,na 
^o 

5tJ Je a dc tu.r de 20 t a, d*nsrJo wdante DnPdribn DemEatoria .!et

- 
.Dec,eto Et;a@n Lo. 194 de't 4 dr Nha .te 2D2 neiiank el .tu] R erykle el nrew Reslatu"la a la I.! otgtnica de E ln a.inn Superiot
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que hayan ejecutado las IES; pafticularidad que tampoco aplica a Ios ITTS piblicos
adscrilos a la SINESCYT

. La contrataci6n de una empresa aud itora extema segin Io d ispuesto en e l a iculo I61
de la LOES, es una obligaci6n dirigida a las tES, y mris no, para el 6rgano rector de la
politica piblica de educaci6n superior.,,

1.4. Por su parte, el infome juridico de la SENESCYT refiri6 como antecedente el oficio No.
SENESCYT-SENESCYT-2022-0I 56-CO de lt de f'ebrero de 2022, medianre el cual atendi6 el
requerimiento del CES sobre la solicitud de presentaci6n de informes de auditoria extema a los
Institutos Superiores Ticnicos y Tecnol6gicos (en adelante ITTS) adscritos a dicha secretaria.; asi
como el oficio No. SENESCYT-SENESCYT-2022-0684-CO de 27 de mayo de 2022, a trav6s del
cual se remiti6 al CES el anAlisis del oficio No. l2l-DNAyS-2022 de Ia Contraloria General del
Estado (en adelante CcE).

El mencionado informe juridico cit6 los articulos ll5, numeral 2 de la LOES; la
Disposici6n General Quinra del Estatuto Orgdnico de Cesti6n Organizacional por procesos de la
SENESCYT5 (en adelante Estatuto de Gesti6n por procesos de laiENESCyTi y, la Disposici6n
Transitoria Primera del "Modelo rle Gestiitt de Recursos Generados por Institutos Sipetiores
Piblicos, bajo la rectoria de la Secretaria de Educaci|n Supe or, Ciencia, Teciologia e
lnnovaci6n'6 (en adelante Modelo de Cesti6n); y concluy6:

"(...) Ia Coordinaci6n General de Asesoria Juridica en relaci6n a la consulta formulada, emite
su pronunciamiento juridico y se ratifica en el contenido de los Oficios Nros. SENESCYT-
SENESCYT-2022-0156-CO de I I de febrero de 2022 y SENESCYT-SENESCYT_2022-0684_
CO de 27 de mayo de 2022 emitidos por esta Cartera de Estado, indicando que uo es factible,
ni vieble que los institutos tecnicos y teclol6gicos ptiblicos adscritos al6rgano rector de la
politicr €n materia de educaci6n superior, ciencia, tectologia e itrnovaci6n, preserten al
CES, el infor&e de auditoria externa determiDado en el articulo 161 de liLOES, por
cuanto dichas itrstituciones de educaci6n superior, no gozan de autoDomia acad6mica.
administrativa, fitranciera y orginica; puesto que, los recursos econ6micos necesarios para
su operatividad y funcionamiento, sor gestionados y administrados por la SENESCYT dentro
de su presupuesto institucional; es decir que la Secretaria de Educaci6n Superior, Cienci4
Tecnologia e Innovaci6n es la encargada de administrar los recursos econ6micos de los ITTS
adscritos a ella; sin embargo, no es posible que esta Cartera de Estado contrate a la empresa
auditom extema para la elaboraci6n del informe. p[esto que seglin el articulo 161 de la LOES.
estaobligaci6n es tnicamente para las IES, y mis no, para el6rgano recror de la politica piblica
de educaci6n superior por no ser de su competencia,' (el resaltado me corresponde).

1.5. De lo expuesto se observa que la entidad consultante y la SENESCYT coinciden en precisar
que los ITTS plblicos adscritos a dicha secretaria no gozan de autonomia acaddmica.

\ Lidtub de n^ttun pN Ptu?r,r J1 /, SENESa r/ phh.ado .h el Reeisho Oljoat No 309 d! lt .t octubtr & 2020_
'vodtrvdetie:rh.onteakroenerAcker.ro"''sE,\Escvrr2at9407a,ptbh;adaehraEdai,Esp..iuldelReds/.oolcolrio.rau)ae
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administrativa, financiera y organica, puesto que los recursos econ6micos neceMrios para su

operatividad y funcionamiento son gestionados y administados por la SENESCYT'

Agrega la SENESCYT que la administraci6n de los ISTT adscritos a ella, es rcalizada a

travds de la Subsecretaria de Instituciones de Educaci6n Superior, y a nivel nacional por las

Coordinaciones Zonales de Educaci6n Superior, Ciencia, Tecnologia e Innovaci6n, en el territorio

de su competencia. raz6n por la cual,la obligaci6n de contrataci6n de unaempresa auditora extema,

segirn Io dispuesto en el articulo l6l de la LOES, estri dirigida a las IES y no al 6rgano rector de la

politica piblica de educacion superior.

2. Anilisis. -
Para facilitar el estudio de la consulta p,anteada, el an6lisis abordari los siguientes puntos:

y' obligaci6n de las Institucioles de Educaci6n Superior de presentar al cES el informe anual de

auditoiia extema para garanlizar su carecter no lucrativo; y, i, natumleza de los l'tTS pirblicos y

consecuencias de su adscripci6n a la SENESCYT respecto a la obligaci6n de presentar el informe

anual de auditoria extema para garantizar su cardcter no lucmtivo'

2.1. Obligaci6n de las InstitucioDes de Educaci6n SuPerior de presentar al Cf,S el irforme
anual de auditoria extema para garaDtizar su carrcter no lucrativo' -

De conformidad con lo establecido en el articulo 352 de la CRE, el sistema de educaci6n

supeliorseencuentraintegradoporuniversidadesyescuelaspolit6cnicas;ITTS;yconservatorios
de mirsica y artes, debidamente acreditados y evaluados' Agega el citado articulo que estas

instituciones, " sean piblicas o particulares, 4o tendrill.lines de lucro " '

En armonia con lo mencionado, el articulo 14 de Ia I,OES especifica cu6les son las

instituciones del sistema de Educaci6n Superior, cuya letra b) incluye a"Los institutos superiores

tic/ticos, tecnol,gicos, pedag6gicos y de afies, tanlo ptiblicos como pafliculares debidamente

eraluados y dcreditados, conJbrme la presente Ley".

En este contexto. el articulo 25 de la LOES determina que las instituciones del Sistema de

Educaci6n Superior debet n "fendir cuenlas de tos fondos ptiblicos rccibidos en relacidn con sus

fines, medianie el mecanismo que establezca la contr( ofia General del Estado, en coordinaci6n
"conel6rgdnorectordelap<lliticapiblicadeeducaciinsuperior,'.Agregaelincisolinaldel

articulo 2; ibidem que en ei caso de establecimientos de educaci6n priblicos "se sujetardn o lo

establecido por la tontraloria General del Estttdo, que orga izard w1 sistema de control y
a*litoria acinle a las caracterltticas de los establecimientos de educaci,tl suryriot" (el resaltado

me conesponde).

Por su parte, el primer inciso del adiculo 161 de la LOES, materia de su consulta, prev6

que las instituciones de iducaci6n superior (en adelante IES) "no tendrAn fines de lucro " segLin lo

dispuesto en la cRE, principio que sere garantizado por cl CES con la coordinaci6n del Servicio

@e Rentut lnternas. Ai efecto, el mismo afiiculo dispone que las IES presentaran anualmente al
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CES "un Informe de audiloria 4tter a, que setui cohlrutado por las instituciones de ufia listo de
empresas auditorus previamente calificada por el Consejo de Educaci'n Supeior" (el resaltado
me corresponde).

Sobre la aplicaci6n delarticulo 16l de la LOES, mediante pronunciamiento contenido en
oficio No. 15809 de 28 de septiembre de 2021. ratificado en oficio No. 16787 de 2 de diciembre
del mismo aflo, esta procuraduria analiz6 y concluy6 lo siguiente:

"(...) rlr7 de acuerdo con la LOES, corresponde al CES garantizar que las IES, priblicas o
privadas, no tengan fines de lucro, para lo cual, deber6n presentar anualmente un informe de
auditoria extema, que serd conrratado por las IES de una Iista de empresas auditoras
previamente calificada por dicho consejo; y il la atribuci6n del CES, en calidad de organismo
ptblico de regulaci6n del SES. para contolar y nomar el cumplimiento de la prohibici6n de
lucro €n las IES y sancionara quienes violen o atenten contra la misma, opera mientras la LOES
asi lo disponga, sin perjuicio de las atribuciones y competencias de otros organismos del Estado
como Ia CCF.

3. Pronutrciamiento. -
En atenci6n a los t6rminos de su consulta se concluye que, mientras el articulo 161 de la Ley
Org6nica de Educaci6n Superior conserve su vigencia, en concordancia con los articulos 5 y I 1

de su Reglamento Ceneral, las Iflstituciones de Educaci6n Superior, ptblicas o privadas, deben
contratar una empresa privada de auditoria extema de las calificadas por el Consejo de
Educaci6n Superior, para la presentaci6n del informe anual que garantice el cumplimiento del
principio de que las Instituciones de Educaci6n Superior no tienen fines de lucro, en armonia
con lo previsto en el articulo 2 del Reglamento para elCumplimiento delCar6cterno Lucrativo
de las Instituciones de Educaci6n Superior, sin perjuicio de la competencia de la Contraloria
General del Estado para efectuar auditorias gubemamentales a lin de examinar, verificar y
evaluar el cumplimiento de la visi6n, misi6n y objetivos de las instituciones del Estado y de las
entidades privadas que dispongan de recursos priblicos, segtn los articulos 6, l8 y 28 de la l-ey
Org6nica de la Contraloria General del Estado"-

Concordante con lo analizado, el inciso quinto del articulo 5 del RLOES dispone que Ias
IES remitiran anualmente al CES los informes de auditoria extema independiente, ilnico 6rgano
competente para verificar el cumplimiento de su carecter no lucmtivo. De igual manera, el inciso
primero del articulo l0 ibidem establece que. con el prop6sito de verificar el cumplimiento del
canlcter no lucrativo de las IES, de conformidad con Io dispuesto en el articulo 16l de la LOES,
laslES "conlratanin un seryicio de euditoria exterha independiente que deberd e itit un informe
en el que conste que los excedentes hah sido incorporddos al patrimonio de la instituciin", y
agrega que el informe sere presentado al CES hasta el 30 de junio del afio fiscal posterior. lgual
previsi6n consta en la letra d) del adiculo 4 del Reglamento para el Cumplimiento del Carecter no
Lucrativo.

De lo manifestado se desprende que: r) las IES no tienen fines de lucro y deben rendir
cuentas de los fondos priblicos recibidos en relaci6n con sus fines; y, i, las lES, en general, tienen
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la obligaci6n de presentar aflualmente al CES un informe de auditoria externa, que ser, contratado

por las instituciones de una lista de empresas auditoras previamente calificada por el CES.

2.2. Naturaleza de los ITTS ptiblicos y consecuencias de su adscripci6d a la SENESCYT
respecto a Ia obligaci6n de presentar el informe anual de auditoria etterna para garantizar
su caricter no lucrativo. -

El articulo 159 de la LOES establece que las IES "soz comunidades acadimicos con

personeria juritlica propia, esencialmente pluralistas y dbiertas a todas las corie tes yformas del

pensamiento unirersal expuestttt de manera cientifica", y les reco oce autonomia acaddmica,

administrativa, financicray orgdnica, exceptuando de dicha autonomia "a) Los inrtilulos tictticos

)' lec oltigicos piblicos que serdn instiluciot es desconcenlradas adscritas al;tgano reclot de la
politica en fialeria de educaciifi superior, ciencia, tecnologia e inhoraci4n" (el resaltado me

conesponde).

En este orden de ideas. elaniculo 1 15.2 de la LOES reitcra que los ITTS "son institucio es

de educLtci1n superior, descon(p/tlradas, dedica&x a la;formaci6n ptofesional en discipli as

ftcnicas y techol(rgicas", qne "Podrdn tener k1 condici6n de supetior universila o, previo el
cumplimienlo de los requisilos estableci.los en el reglame to a Kla ley y la normativa que para el
efecto expida el Consejo de Educaci4n Superior".

Respecto a los ITTS, el inciso primero del articulo 5 del RLOES sefiala qrre "no terulrin

Jines de lucro, por lo que en ningin caso repartird ercedentes, utilidades o dividendos ". El inciso

segundo del articulo 10 ibidem, al referirse al informe anual de auditoria extema' cuyo fin es

verificar el cumplimiento del caricter no lucrativo de las [ES, dispone que- "Se exceplia de esla

disposiciin a los inslitutos y conservatorios superiores piblicos 4(kcritos al dtgano rcclor de Ia
potilica piblica", mientas no hayan alcanzado la autonomia o se encuentren adscritos a una

universidad o escuela politdcnica (el resaltado me corresponde).

Al efecto, el inciso primero del afticulo 40 del RLOES establece que el 6rgano rector de la

politica pfblica de educaci6n superior realizard 'prccesos de supervis in a los inslilutos
iuperiotes piblieos adscritos a iste, con la Jin.tlidatl de garanlizal una adecuada gesti6n y
operacilrn de los mismos" (el resaltado me corresponde).

Finalmente, la Disposici6n T.ansitoria Primera del Modelo de Gesti6n prev6 que la
SENESCYT "ma tendrd la rectorio, acadimicd,lnanciera y administrativa sobrc los institutos y
conservatorios superiores publicos que ko lengan como promotor a uta uni\tersidad p blica hasla

que alca cen su aulofiomia".

De lo expuesto se observa que: I los ITTS piblicos son instituciones desconcentradas y

adscritas al 6rgano rector de la politica en materia de educaci6n supe or' ciencia' tecnologia e

innovaci6n; li) los ITTS superiores piiblicos no tienen fines de lucro y estan exPresamente

I
L

'Bv

exceptuados de presentar el informe anual de auditoria, mientras no hayan alcanzado la autonomia

- 
=fl:o 

t encu"ntren adscritos a una universidad o escuela polit6cnica; y, il, la SENESCY I' eierce la
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rectoria en materia financiera y administmtiva sobre los ITTS que no tengan como promotor a una
universidad piblica hasta que alcancen su autonomia.

Ef articulo 159 de la LOES establece quc las IES "son comunidades ocadiuicas con personeria
juridica propia, esencialmente pl*ralist. y abiertas a todas las corrientes y formas del
W safiiento univelsal expuestas de manera cientilicd', y les reconoce autonomia acaddmic4
administrativa, financiem y org,inica, exceptuando de dicha autonofiia, "a) Los institutos ticnicos
y tecnologicos piblicos que serin institllciones desconcentrad.ts adscritas al 6rga1o rector de la
politica en materia de educaci'a superior, ciencia, tecnologia e iwbraci'n,.

3. Pronunciamiento. -

En atenci6n a los terminos de su consulta se concluye que, de confomidad con la leha a)
del articulo 159 de la Ley Org6nica de Educaci6n Superior y lo previsto en el articulo l0 de su
Reglamento, expedido con posterioridad a la formulaci6n de su consulta, por ser instituciones
desconcentmdas, los institutos superiores plblicos est6n exceptuados de presentar el infome de
auditoria extema establecido en el articulo 16l de esa ley, mientras no hayan alcanzado la
autonomia o se encuertren adscritos a una universidad o escuela politdcnica-

El presente pronunciamiento se limita a la inteligencia y aplicaci6n general de normas
juridicas, siendo de exclusiva responsabilidad de Ia entidad consultante, su aplicaci6n a casos
institucionales especifi cos.

Atentamente,

Dr. Diego Regalado Almeida
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGAI\TE

C.C: Msc. Andrea Alejandra Montaho Chedraui,
Secretrria d€ f,ducaci6n Superior, Ciencia, Tecnologir c Innovaci6n.
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Oficio Nº 19617 

Quito, D.M., 28 de julio de 2022 

Señora doctora 

Sofía Margarita Hernández Naranjo, 

SUPERINTENDENTE DE ECONOMÍA POPULAR Y SOLIDARIA (SEPS). 

Ciudad. - 

De mi consideración: 

Me refiero a su oficio No. SEPS-SGD-2022-13766-OF de 9 de mayo de 2022, ingresado 

en la Procuraduría General del Estado el mismo día, mediante el cual usted formuló las 

siguientes consultas: 

“Pregunta 1.- ¿La Superintendencia de Economía Popular y Solidaria deberá aplicar en 

sus gestiones la norma jerárquica superior prevista en los artículos 274 del Libro I del 

Código Orgánico Monetario y Financiero y 172 de la Ley Orgánica de Economía Popular 

y Solidaria; es decir, presentar la denuncia correspondiente ante la Fiscalía General del 

Estado para que actúe en el ámbito de sus competencias, a pesar de lo que establece el 

artículo 10 del Decreto Ejecutivo 395? 

Pregunta 2.- ¿Conforme lo disponen el numeral 5 del artículo 62 y el primer inciso del 

artículo 275 del Libro I del Código Orgánico Monetario y Financiero, le corresponde a la 

Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, única y exclusivamente la inspección 

y sanción respecto de las entidades y organizaciones de la economía popular y solidaria 

que sean presuntas infractoras de la prohibición general determinada en el artículo 254 

ibídem?”. 

1. Antecedentes. -

1.1. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender sus consultas, mediante 

oficios Nos. 18668, 18669, 18670 y 18671 de 11 de mayo de 2022, y 18721 de 16 de los mismos 

mes y año, este organismo solicitó los criterios jurídicos institucionales a los siguientes 

organismos: Secretaría General Jurídica de la Presidencia de la República (en adelante SP), 

Fiscalía General del Estado (en adelante FGE), Superintendencia de Bancos (en adelante SB), 

Junta de Política y Regulación Financiera (en adelante JPRF); y, a la Superintendencia de 

Compañías, Valores y Seguros (en adelante SCVS), respectivamente. Con oficios Nos. 18911 

y 18912 de 1 de junio de 2022 se insistió en dichos requerimientos a la SCVS y a la SP. 

1.2. Los requerimientos de la Procuraduría General del Estado fueron atendidos mediante 

comunicaciones recibidas en el correo institucional único de este organismo, en su orden: i) por 

la señora Fiscal General del Estado con oficio No. FGE-DSP-2022-003535-O de 19 de mayo 

de 2022, ingresado el mismo día; ii) por el Intendente Nacional Jurídico de la SB mediante 

oficio No. SB-INJ-2022-0066-O de 20 de mayo de 2022 recibido el 26 de los mismos mes y 

año; iii ) por la Presidenta de la JPRF con oficio No. JPRF-JPRF-2022-0132-O de 26 de mayo 
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de 2022, al cual se adjuntó el informe jurídico No. JPRF-CJ-2022-0025, suscrito por el 

Coordinador Jurídico de ese organismo, ingresado al día siguiente; y, iv) por el Secretario 

General Jurídico de la Presidencia de la República, el informe jurídico sin número de 6 de junio 

de 2022, recibido el mismo día. En tanto que, hasta esta fecha, no se ha recibido respuesta por 

parte de la SCVS. 

1.3. El informe jurídico de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria (en adelante 

SEPS), contenido en memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2022-1168 de 5 de mayo de 2022, 

suscrito por el Intendente General Jurídico, subrogante citó los artículos 213, 225, 226, 237, y 

425 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante CRE); 62 numeral 5, 74, 254, 

274, 275, 276, y 444 del Libro I del Código Orgánico Monetario y Financiero2 (en adelante 

COMF); 3,14,18, 22, 25, 28 del Código Orgánico Administrativo3 (en adelante COA); 323 del 

Código Orgánico Integral Penal4 (en adelante COIP); 146 y 172 de la Ley Orgánica de la 

Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario5 (en adelante 

LOEPS); y, 10 del Decreto Ejecutivo No. 3956, que contiene el “Reglamento de Aplicación de 

los artículos 62, numeral 5, y artículos 254, 275 y 276 del Código Orgánico Monetario y 

Financiero” (en adelante Decreto 395). El mencionado informe jurídico concluyó lo siguiente: 

“IV.- CRITERIO JURÍDICO INSTITUCIONAL: 

(…) respecto del artículo 274 del Libro I del Código Orgánico Monetario y Financiero, versus 

el artículo 10 del Decreto 395; (sic) y toda vez que, el ordenamiento jurídico es un conjunto 

sistematizado de normas que no se encuentran aisladas unas de otras, sino vinculadas entre sí y 

que existen bajo una jerarquía (…) se considera que la Superintendencia de Economía Popular 

y Solidaria debe proceder bajo el respeto de los principios de legalidad y jerarquía consagrados 

en los artículos 226 y 425 de la Constitución. 

(…) la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, enmarcada en los antedichos 

principios, deberá proceder conforme a la norma jerárquica superior, es decir cumplir 1o que 

ordena el artículo 274 del COMyF, concordante con el inciso final del artículo 172 de la Ley 

Orgánica de Economía Popular y Solidaria; consecuentemente, presentar la denuncia 

correspondiente ante la Fiscalía General del Estado, a fin de que dicha institución actúe en 

el ámbito de sus competencias. De esta manera se observan, además, los principios de 

interdicción de la arbitrariedad, seguridad jurídica y confianza legítima, establecidos en los 

artículos 18 y 22 del Código Orgánico Administrativo. Teniendo en cuenta, asimismo, que a 

través de normativa de jerarquía inferior no se puede innovar la ley. 

En lo atinente a la delimitación de funciones de las Superintendencias, se considera que lo 

establecido en el artículo 62, numeral 5), del Código Orgánico Monetario y Financiero, Libro I, 

expresa de manera taxativa que la Superintendencia de Bancos es el Órgano encargado de 

proceder con las actividades necesarias para la regulación del sistema financiero nacional, entre 

1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COMF, publicado en el Registro Oficial No. 403 de 23 de noviembre de 2006. 
3 COA, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 7 de julio de 2017. 
4 COIP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 180 de 2 de octubre de 2014. 
5 LOEPS, publicada en el Registro Oficial No. 444 de 10 de mayo de 2011. 
6 Decreto No. 395, publicado en el Registro Oficial el 06 de abril de 2022. 
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las cuales constan las labores de inspección, y posible sanción, de aquellas entidades que 

incurran en la prohibición antes descrita; exceptuando únicamente, a las que forman parte del 

sector de la economía popular y solidaria. 

 

Sobre la base de la competencia contenida en el numeral 5) del artículo 62, del Código y Libro 

invocados, además la Superintendencia de Bancos generó la respectiva norma de control 

prevista en la Resolución Nro. SB-2021-01295, de 05 de julio de 2021[3], con lo cual dicho 

Órgano aplica lo determinado en el Código Orgánico Monetario y Financiero. 

 

Así también, se debe considerar lo dispuesto en el artículo 275 del Código que antes se invoca, 

mismo que establece que la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, específicamente 

respecto de las entidades de la economía popular y solidaria que sean presuntos infractores de 

la prohibición general determinada en el artículo 254, tendrá las mismas facultades de 

inspección que ostenta hacia las entidades del sector financiero popular y solidario. 

 

Por lo tanto, es criterio de esta Intendencia que al tenor de lo señalado, la Superintendencia de 

Economía Popular y Solidaria no podría ejecutar acciones de inspección y sanción a las 

demás entidades o personas naturales del sector financiero nacional, sino solamente a las 

que se encuentran dentro de la esfera de la economía popular y solidaria, que es su ámbito 

de control, pues esto sería una acción contra legem” (el resaltado me corresponde). 

 

1.4. El criterio jurídico de la FGE, además de las normas invocadas por la consultante, citó los 

artículos 422 del COIP; y, 3 y 4 del Decreto 395; y 422 del COIP, sobre cuya base analizó y 

concluyó que: 
 

“(…) dentro del universo de cuerpos y disposiciones normativas, existen un sinnúmero de 

facultades atribuidas a los diferentes estamentos públicos, así como a sus funcionarios. Uno de 

estos preceptos, aterriza en lo determinado en el artículo 422 del Código Orgánico Integral 

Penal, que contempla el deber de denunciar que poseen todos quienes por mandato legal estén 

obligados a hacerlo. 

 

Así, conforme las normas citadas en párrafos anteriores, resulta indiscutible que las 

autoridades de los organismos de control del Sistema Financiero Nacional, se encuentran 

exigidos, por mandato legal, a denunciar los presuntos actos ilícitos que llegaren a tener 

conocimiento en el desempeño de sus funciones de control (…) (el resaltado me corresponde). 

 

(…) a criterio de la Fiscalía General del Estado, no existen dicotomías entre todos estos 

preceptos, pues en el Decreto referido, el artículo 3 establece con claridad que el ejercicio de la 

acción penal por la comisión de delitos relacionados con las actividades financieras, por 

personas naturales o jurídicas no autorizadas por los organismos de control, corresponde a la 

justicia ordinaria a través de las autoridades competentes y será independiente de las sanciones 

administrativas a las que hubiere lugar, las cuales son competencia de los organismos de 

control, planteando así, desde un inicio la diferenciación entre las funciones administrativas de 

las Superintendencias con las competentes para los órganos de justicia penal ordinaria. 

 

De hecho, seguidamente, el artículo 4 despeja cualquier oscuridad que pueda tener el Decreto 

frente a las Leyes referidas, al contemplar que las Superintendencias, una vez que determinen 
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la presunción de que se ha incurrido en la prohibición dispuesta en el artículo 254 del Código 

Orgánico Monetario y Financiero, deberán comunicar a la Fiscalía General del Estado. 

 

En conclusión, al analizar desde una perspectiva general la normativa del Decreto Ejecutivo N° 

395, es claro que el archivo al que se refiere el artículo 10, hace referencia al trámite 

administrativo de las competencias de supervisión y control de la Superintendencia, sin que 

dicho trámite se contraponga en la obligación de informar a esta institución la comisión de 

presuntos actos delictivos a los que hayan podido tener conocimiento” (lo resaltado corresponde 

al texto citado). 

 

1.5. Por su parte, el criterio jurídico de la SB, además de las normas invocadas por la SEPS, 

citó los artículos 308 de la CRE; y, 356 y 387 del Libro I del COMF, luego de lo cual analizó 

y concluyó que: 
 

“6. El Decreto Nro. 395, cuyo sustento legal está, entre otros, en los artículos 62, numeral 5) y 

artículo (sic) 254, 275 y 276 del Código Orgánico Monetario y Financiero tiene por objeto 

reglamentar dichos artículos de la ley, para facilitar su aplicación por parte de la 

Superintendencia de Bancos y de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. Para el 

efecto, el Decreto se refiere a la obligación de las Superintendencias de realizar 

procedimientos de inspección, en el ámbito de sus competencias administrativas en los 

casos de actividades no autorizadas. Además, reitera la obligación de las mismas, para que 

una vez determinada la presunción de haberse incurrido en la prohibición del artículo 254 

del Código Orgánico Monetario y Financiero, se proceda a comunicar a la Fiscalía General 

del Estado, para que actúe en el ámbito de su competencia. Así mismo, están facultadas a 

coordinar acciones con esa entidad y con la Policía Nacional, todo ello en el afán de 

proteger los intereses del público. De igual forma hace referencia a la obligación de comunicar 

a la Fiscalía General del Estado, y a la obligación de efectuar campañas comunicacionales por 

distintos medios y de alertar a la ciudadanía acerca de las personas naturales o jurídicas que se 

encuentran incursas en la prohibición del artículo 254 del Código Orgánico Monetario y 

Financiero. Lo anterior sin perjuicio de dirigirse a otros organismos de control, para que tomen 

otras acciones. 

 

7. (…) las actividades no autorizadas se realizan de modo encubierto y no siempre se presentan 

denuncias ante los organismos de control (…). La situación descrita no solo limita la facultad 

de la Superintendencia de Bancos de disponer las acciones de control sobre la (sic) personas y 

entes que realizan actividades financieras sin autorización, previstas en el artículo 275 del 

Código Orgánico Monetario y Financiero, sino también la de aplicar sanciones pecuniarias en 

el ámbito administrativo las cuales, por aplicación del debido proceso, deben notificarse al 

presunto infractor y sujetarse al procedimiento administrativo previsto en el artículo 263.1 del 

Código Orgánico Monetario y Financiero. Ante dichas circunstancias, el Decreto Nro. 395 ha 

previsto en su artículo 10 el procedimiento a seguir, en el caso en que no sea posible 

identificar al infractor, por lo que, previo el informe que corresponde, el equipo inspector 

puede solicitar motivadamente al superior el archivo del expediente, pues como queda expuesto 

la falta de identificación del supuesto infractor impide el inicio del proceso sancionador 

administrativo, el cual es independiente a cualquier acción en el ámbito penal. 

 

En todo caso, el archivo del expediente administrativo no exime a los organismos de 

control de enviar alertas al público a fin de precautelar sus intereses. Sin embargo, la 
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disposición del Decreto antes indicada, no debería contravenir, de ningún modo, la obligación 

que tienen las Superintendencias, de notificar a la Fiscalía General del Estado, en los supuestos 

establecidos en los artículos 274, 275, 356 y 387 del Código Orgánico Monetario y Financiero. 

 

(…) la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, está obligada a comunicar a la 

Fiscalía General del Estado en los casos señalados en los artículos 274, 275, 356 y 387 del 

Código Orgánico Monetario y Financiero. Además, dicho organismo de control, en 

aplicación de lo dispuesto en el primer inciso del artículo 275 del Código Orgánico Monetario 

y Financiero es competente para efectuar inspecciones e imponer sanciones respecto de las 

entidades de la economía popular y solidaria que sean presuntos infractores de la 

prohibición general determinada en el artículo 254 (sic) del Código Orgánico Monetario y 

Financiero” (el resaltado me corresponde). 

 

1.6. Por su parte, el criterio jurídico de la JPRF, además de las normas ya mencionadas, citó los 

artículos 13 del COMF; y 277, 409 y 410 del COIP, sobre cuya base concluyó: 
 

“4.1. Respecto a la Pregunta Nro. 1 

 

Conforme lo prescrito en el artículo 425 de la Constitución de la República, correspondería 

que la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria presente la respectiva denuncia 

ante la Fiscalía General del Estado, en aplicación de la norma jerárquica superior prevista en 

los artículos 274 del Libro I del Código Orgánico Monetario y Financiero y 172 de la Ley 

Orgánica de Economía Popular y Solidaria; sin perjuicio de que, en los procesos de 

inspección, no se haya podido determinar el supuesto infractor y se proceda al archivo del 

expediente administrativo en los términos previstos en el aludido Decreto Ejecutivo. 

 

4.2. Respecto a la Pregunta Nro. 2 

 

Conforme lo disponen el numeral 5 del artículo 62, el artículo 74 y el primer inciso del artículo 
275 del Libro I del Código Orgánico Monetario y Financiero, le correspondería a la 

Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, única y exclusivamente la inspección 

y sanción respecto de las entidades y organizaciones de la economía popular y solidaria 

que sean presuntas infractoras de la prohibición general determinada en el artículo 254 del 

precitado Código” (el resaltado me corresponde). 

 

1.7. Finalmente, el criterio jurídico de la SP, además de las normas que invoca la SEPS, citó el 

artículo 2 del Decreto 395. El mencionado criterio jurídico manifiesta y concluye lo siguiente: 
 

“Sobre la Pregunta No.1 
 

(…) 

 

2.8 La disposición del artículo 10, responde al ejercicio de la potestad sancionadora 

contemplada dentro de un ‘procedimiento administrativo sancionador’, lo cual difiere a 

todas luces con el proceso penal. La Fiscalía General del Estado es titular de la acción penal 

contemplada en los artículos 274 y 275 del COMF, mientras que entes administrativos como las 

Superintendencias, sustancian las sanciones administrativas contempladas en los artículos 62.5, 

275 y 276 del COMF y 172 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria. 
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2.9 (…) en caso de que, como lo prevé el artículo 10 del Decreto Ejecutivo No. 395, no se pueda 

identificar al presunto infractor de la prohibición establecida en el artículo 254 del COMF, 

corresponde que el mismo ente sancionador ordene su archivo previo a la verificación 

motivada de dicha imposibilidad. En consecuencia, el artículo cuestionado en realidad no 

hace otra cosa sino aplicar el COMF. 

 

(…) 

 

Sobre la Pregunta No.2 
 

(…) 

 

2.15 (…) conforme lo disponen el numeral 5 del artículo 62 y el primer inciso del artículo 275 

COMF, disposiciones que forman parte integral del Decreto Ejecutivo No. 395, le corresponde 

a la SEPS, la inspección y sanción respecto de las entidades y organizaciones de la 

economía popular y solidaria que sean presuntas infractoras de la prohibición general 

determinada en el artículo 254 ibídem. 

 

(…) 

 

3 CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES. – 

 

3.1 La disposición del artículo 10 del Decreto Ejecutivo No. 395 no es contraria a la contenida 

en el artículo 274 y 275 del COMF ni al 172 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria 

por cuanto: (i) el archivo del proceso administrativo sancionador, no impide la iniciación 

de otro procedimiento -mientras no opere la prescripción-, esto implica que no menoscaba 

el ejercicio de otras acciones que pueden iniciarse, sean éstas civiles o penales; y, (ii) la acción 

administrativa es independiente a la acción penal. Por lo tanto, la aplicación del artículo 10 

no es ‘a pesar’ de lo contenido en las normas legales citadas. 

 

3.2 Conforme se ha indicado, el Decreto Ejecutivo en cuestión, no contraviene el orden 

jerárquico de aplicación de las normas establecido en el artículo 425 de la Constitución. Por 

tanto, las competencias atribuidas en el COMF y en la Ley Orgánica de Economía Popular 

y Solidaria (numeral 5 del artículo 62 y el primer inciso del artículo 275 del Libro I del Código 

Orgánico Monetario y Financiero), le son plenamente aplicables a la SEPS como organismo 

de control” (el resaltado me corresponde). 

 

1.8. De lo expuesto se desprende que, respecto de la primera pregunta, los criterios jurídicos de 

la SEPS, FGE, SB, SP y JPRF son coincidentes en que las superintendencias, para el presente 

caso la SEPS, ante la comisión de presuntos delitos relacionados con actividades financieras no 

autorizadas tienen el deber de presentar la denuncia a la FGE. Al efecto, la entidad consultante 

y la JPRF expresan que corresponde proceder de conformidad con la norma jerárquica superior, 

esto es los artículos 274 del Libro I del COMF y 172 de la LOEPS. La FGE, SB y SP coinciden 

en señalar que lo previsto en el Decreto No. 395 no contraviene el orden jerárquico de las 

normas, en virtud de que es claro que el proceso administrativo sancionador es independiente 

de la acción penal y no son excluyentes entre sí. 
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Respecto de la segunda consulta, el criterio jurídico de la consultante y el expresado por 

las demás entidades coincide en que la SEPS ejecutará acciones dentro de la esfera de sus 

competencias, es decir en el ámbito de la economía popular y solidaria y de acuerdo a lo que 

determinan los artículos 275 y 276 del Libro I del COMF. La FGE no se pronunció sobre esta 

pregunta. 
 

2. Análisis. - 

 

Para facilitar el estudio de las consultas planteadas, que serán atendidas de manera 

conjunta, el análisis se referirá a los siguientes puntos: i) las actividades financieras están 

reservadas a las entidades del sistema financiero nacional; ii) la SEPS y su ámbito de 

competencia según la LOEPS y el COMF; iii) el procedimiento administrativo sancionador de 

la SEPS; iv) rol de la SEPS ante el cometimiento de presuntos delitos relacionados a actividades 

financieras no autorizadas y la aplicación del artículo 10 del Decreto Ejecutivo No. 395. 
 

2.1. Las actividades financieras. - 

 

Según el inciso primero del artículo 308 de la CRE, las actividades financieras son un 

servicio de orden público y podrán ejercerse previa autorización del Estado, de acuerdo con la 

ley, y “tendrán la finalidad fundamental de preservar los depósitos y atender los 

requerimientos de financiamiento para la consecución de los objetivos de desarrollo del país”. 

El artículo 143 del Libro I del COMF reitera que “Las actividades financieras son un servicio 

de orden público, reguladas y controladas por el Estado”, que requieren autorización de los 

respectivos organismos del Estado responsables de su control. 
 

El artículo 309 de la CRE prescribe que el sistema financiero nacional se compone de 

los sectores “público, privado, y del popular y solidario, que intermedian recursos del 

público”. 
 

En relación a las actividades financieras, el mencionado artículo 143 del Libro I del 

COMF las define como aquellas “operaciones y servicios que están vinculados con flujos o 

riesgos financieros; y que, se realiza de forma habitual, por las entidades que conforman el 

sistema financiero, de valores y de seguros”. Así también, esa norma prevé que las actividades 

financieras implican el uso, a cualquier título, de recursos de terceros para operaciones de 

crédito, inversión en valores de renta fija o renta variable, así como para otras operaciones que 

defina la JPRF (el resaltado me corresponde). 
 

Sobre el ejercicio de las actividades financieras, el artículo 144 ibídem prevé que la SB 

y la SEPS, en el ámbito de sus competencias, “autorizarán a las entidades del sistema 

financiero nacional el ejercicio de actividades financieras”, y señala que, en la autorización 

constarán “las operaciones activas, pasivas, contingentes y de servicios financieros que podrán 

ejercer las entidades”; además de la autorización se requiere el permiso de funcionamiento 

antes del inicio de operaciones. 
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En el mismo sentido, el artículo 194 del COMF detalla las operaciones que las entidades 

financieras pueden realizar “de conformidad con la autorización que le otorgue el respectivo 

organismo de control” (el resaltado me corresponde). 

 

Al respecto es oportuno considerar la prohibición general que establece el artículo 254 

ibídem, que se dirige a quien no forme parte del sistema financiero nacional e impide efectuar 

la captación de recursos, así como realizar actividades financieras; dicha norma establece: 

 
“Art. 254.- Prohibición general. Se prohíbe a las personas naturales o jurídicas que no forman 

parte del sistema financiero nacional captar recursos de terceros o realizar, en forma habitual, 

las actividades financieras definidas en el artículo 143 reservadas para las entidades que 

integran dicho sistema. 

 
Tampoco podrán hacer publicidad o uso de avisos, carteles, recibos, membretes, títulos o 

cualquier otro medio que sugiera que el negocio de las personas mencionadas es de naturaleza 

financiera. 

 
Las violaciones a lo preceptuado en este artículo serán sancionadas de acuerdo a lo que dispone 

este Código”. 

 

Es preciso advertir que el artículo 255 del COMF establece prohibiciones generales para 

las instituciones del sistema financiero nacional, entre ellas, según su numeral 1, la de “Efectuar 

actividades financieras que no estén autorizadas por los organismos de control, o que no 

cuenten con la autorización de la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera (…)” 

(el resaltado me corresponde). 

 

En tal contexto se observa que, el artículo 3 de la Ley de Compañías7 expresamente 

prohíbe “la formación y funcionamiento de sociedades mercantiles contrarias a la Constitución 

y la ley; de las que no tengan un objeto real y de lícita negociación; y, de las que no tengan 

esencia económica”, y en su segundo inciso, respecto de objeto social de una compañía prevé 

que “podrá, de manera general, comprender una o varias actividades económicas lícitas, salvo 

aquellas que la Constitución o la ley prohíban o reserven para otro tipo de entidades” (el 

resaltado me corresponde). 

 

En este orden de ideas, el COIP en el Capítulo Quinto “Delitos contra la 

Responsabilidad Ciudadana”, Sección Octava “Delitos Económicos”, parágrafo segundo 

“Delitos contra el Sistema Financiero”, tipifica y sanciona la captación ilegal de dinero en su 

artículo 323 en los siguientes términos: 

 
“Art. 323.- Captación ilegal de dinero.- La persona que organice, desarrolle y promocione de 

forma pública o clandestina, actividades de intermediación financiera sin autorización legal, 

destinadas a captar ilegalmente dinero del público en forma habitual y masiva, será sancionada 

con pena privativa de libertad de cinco a siete años. 
 
 

7 Ley de Compañías, publicada en el Registro Oficial No. 312 de 5 de noviembre de 1999. 
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La persona que realice operaciones cambiarias o monetarias en forma habitual y masiva, sin 

autorización de la autoridad competente, será sancionada con pena privativa de libertad de tres 

a cinco años”. 

 

De lo expuesto se observa que: i) las actividades financieras son un servicio de orden 

público que se realizan exclusivamente por las entidades del sistema financiero nacional, previa 

autorización y permiso de funcionamiento de los organismos de control; ii) la SB y la SEPS, en 

el ámbito de sus competencias, confieren la respectiva autorización y permiso de 

funcionamiento a las entidades del sistema financiero nacional para el ejercicio de las 

operaciones activas, pasivas, contingentes y de servicios; iii) las actividades financieras están 

sujetas a supervisión y control con el propósito de proteger los intereses de las personas, esto 

es de los usuarios del sistema financiero nacional; iv) las entidades del sistema financiero 

nacional tienen prohibición expresa de efectuar actividades financieras que no cuenten con la 

autorización del respectivo organismo de control; v) no forman parte del sector financiero las 

entidades o sociedades mercantiles, cuyo objeto social no puede incluir actividades financieras. 

En tal virtud la SCVS debe controlar que el objeto social de sus controlados no incluya 

actividades financieras; vi) el COMF prohíbe a personas naturales o jurídicas que no formen 

parte del sistema financiero nacional, captar recursos de terceros o realizar, en forma habitual, 

las actividades financieras que prevé el artículo 143 de dicho código; y, vii) el COIP tipifica y 

sanciona la captación ilegal de dinero. 
 

2.2. La SEPS y su ámbito de competencia según la LOEPS y el COMF. 

 

El primer inciso del artículo 213 de la CRE prescribe que las superintendencias son 

“organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y control de las actividades 

económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que prestan las entidades públicas y 

privadas”, cuyo propósito es que dichas actividades y servicios “se sujeten al ordenamiento 

jurídico y atiendan al interés general”. Respecto a la economía popular y solidaria, el inciso 

final del artículo 283 de la misma norma constitucional determina que “se regulará de acuerdo 

con la ley e incluirá a los sectores cooperativistas, asociativos y comunitarios”. 
 

Por su parte, el artículo 146 de la LOEPS expresa que, el control de la economía popular 

y solidaria y del sector financiero popular y solidario estará a cargo de la SEPS, a la que asigna 

la facultad de “expedir normas de carácter general en las materias propias de su competencia, 

sin que puedan alterar o innovar las disposiciones legales”. 
 

Entre las atribuciones de la SEPS, según las letras a) y g) del artículo 147 ibídem 

constan, en su orden, las de “Ejercer el control de las actividades económicas de las personas 

y organizaciones sujetas a esta Ley”, y la de “imponer sanciones”. 

 

En este contexto, el último inciso del artículo 74 del Libro I del COMF señala que la 

SEPS, además de las atribuciones que le asigna la LOEPS, “tendrá las funciones determinadas 

en los artículos 71 y 62 [de este Código] excepto los numerales 19 y 28, y el numeral 10 se 

aplicará reconociendo que las entidades de la economía popular y solidaria tienen capital 

ilimitado”; y, agrega que los actos expedidos en ejercicio de dichas atribuciones, en este caso 
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por la SEPS, “gozarán de la presunción de legalidad y se sujetarán a lo preceptuado en la 

normativa legal vigente, respecto de su impugnación, reforma o extinción” (el resaltado me 

corresponde). 

 

Entre las funciones de las superintendencias consta en el numeral 5 del artículo 62 del 

Libro I del COMF la de “Inspeccionar y sancionar a las personas naturales o jurídicas” 

aplicable al caso de la SEPS, respecto de aquellas que forman parte de la economía popular y 

solidaria y que ejerzan, contra lo dispuesto en este código “actividades financieras reservadas 

a las entidades del Sistema Financiero Nacional, especialmente la captación de recursos de 

terceros. Para el efecto, actuará por iniciativa propia o por denuncia”. 

 

De su parte, el artículo 275 del COMF que se refiere a la sanción por actividades no 

autorizadas, en relación a las facultades de la SEPS expresa que “respecto de las entidades de 

la economía popular y solidaria que sean presuntos infractores de la prohibición general 

determinada en el artículo 254, tendrá las mismas facultades de inspección que este Código 

le confiere respecto de las entidades del sector financiero popular y solidario” (el resaltado 

me corresponde). 
 

En tanto que el artículo 276 ibídem confiere a las superintendencias competencia para 

sancionar, en el ámbito de sus funciones, las infracciones de sus respectivos controlados; 

respecto a la SEPS, el segundo inciso del artículo en cita le asigna “la competencia para 

sancionar las infracciones de las entidades del sector financiero popular y solidario” (el 

resaltado me corresponde). 
 

De lo expuesto se desprende que la SEPS: i) es un organismo técnico de vigilancia, 

auditoría, intervención y control de la economía popular y solidaria y del sector financiero 

popular y solidario; ii) tiene la facultad de expedir normas de carácter general en las materias 

propias de su competencia e imponer sanciones; y, iii) podrá inspeccionar a personas naturales 

o jurídicas que no forman parte del sistema financiero nacional, en cuanto realicen captación 

de recursos de terceros y correspondan al sector financiero popular y solidario. 
 

2.3 El procedimiento administrativo sancionador de la SEPS. - 

 

El artículo 173 de la LOEPS prescribe que “la potestad sancionadora de la 

Superintendencia [de Economía Popular y Solidaria] establecida en esta Ley, se cumplirá 

observando las garantías al debido proceso determinadas en la Constitución de la República”. 
 

Por su parte, el artículo 2 del Libro I del COMF define su ámbito de aplicación y 

determina que es el marco de “políticas, regulaciones, supervisión, control y rendición de 

cuentas que rige los sistemas monetario y financiero, así como los regímenes de valores y 

seguros, el ejercicio de sus actividades y la relación con sus usuarios”. 
 

Sobre el procedimiento administrativo sancionador establecido por el COMF en el 

capítulo 3 "Disposiciones comunes para el sistema financiero nacional”, sección 11 "De las 
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infracciones y sanciones”, según su artículo 261.1 dicho procedimiento es aplicable por las 

superintendencias, entre ellas la SEPS, para sancionar a las entidades financieras, así como a 

los administradores, funcionarios o empleados de las mismas, y señala los términos para la 

sustanciación de dicho procedimiento, incluida la prueba, y los informes técnicos que el 

organismo de control requiere8. 
 

Respecto a la sustanciación del procedimiento, según el artículo 263.1 del Libro I del 

COMF y la imposición de sanciones por parte de la SEPS, en pronunciamiento contenido en 

oficio No. 18770 de 19 de mayo de 2022 este organismo concluyó: 
 

“(…) a la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria le corresponde sustanciar el 

procedimiento administrativo sancionador de acuerdo a lo que establece el artículo 263.1 del 

Código Orgánico Monetario y Financiero- Libro l, que es la norma específica en esta materia y 

sólo en lo no previsto en dicho cuerpo normativo sería aplicable el Código Orgánico 

Administrativo, según el numera 8 de su artículo 42”. 

 

De lo examinado se determina que: i) a la SEPS corresponde ejercer la potestad 

sancionadora de infracciones administrativas en que incurran las entidades del sector financiero 

popular y solidario sujetas a su control; y, ii) el procedimiento administrativo sancionador debe 

observar las garantías al debido proceso. 

 

2.4. La SEPS ante el cometimiento de presuntos delitos relacionados a actividades 

financieras no autorizadas y su competencia en sede administrativa respecto de la 

aplicación del artículo 10 del Decreto Ejecutivo No. 395. 

 

El deber de las superintendencias de poner en conocimiento de la FGE los indicios sobre 

el cometimiento de infracciones penales consta establecido por el último inciso del artículo 172 

de la LOEPS que dispone: “La Superintendencia y demás organismos públicos señalados en 

esta Ley en caso de encontrar indicios sobre el cometimiento de infracciones penales, deberán 

poner en conocimiento de la Fiscalía General del Estado.” Concordante, el artículo 274 del 

Libro I del COMF dispone: 

 
“En cualquier momento, cuando los organismos de control del Sistema Financiero Nacional, 

en el ejercicio de sus funciones de control, tengan conocimiento de la perpetración de un delito 

relacionado con las actividades financieras, incluido el lavado de activos y financiamiento de 
 

8 COMF, “Art. 263.1.- Procedimiento administrativo sancionador. Las superintendencias y el Banco Central del Ecuador en el ámbito de sus 
competencias, sancionarán observando el siguiente procedimiento: 

1. Identificación de la infracción; 
2. Notificación de la infracción en el término de hasta diez (10) días desde su identificación, con lo cual se da inicio al procedimiento 

administrativo sancionador; 
3. Una vez notificado, el presunto infractor en el término de diez (10) días, podrá presentar todas las pruebas legales de las que se crea 

asistido. Este término podrá prorrogarse por una sola vez y a pedido de parte, por el término de cinco (5) días adicionales; 

4. Las pruebas presentadas serán procesadas por el organismo de control, quien las apreciará en conjunto de acuerdo con las reglas de la 
sana crítica, dejando a salvo las solemnidades prescritas en la ley para la existencia o validez de ciertos actos dentro del término de veinte 

(20) días, pudiendo requerir dentro de este término los informes técnicos y jurídicos que considere necesarios. Este término podrá ser ampliado 

por una sola vez, por el término quince (15) días adicionales; 

5. Concluido el término indicado en el numeral precedente, el organismo de control, en forma motivada dictará la resolución que corresponda; 

6. La resolución será notificada por el organismo de control en el término de tres (3) días desde la fecha de su expedición; y, 
7. Durante la sustanciación del procedimiento administrativo sancionador, las partes podrán acceder al expediente sin restricción alguna”. 
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delitos como el terrorismo, estarán obligados a denunciar de estos hechos a la Fiscalía 

General del Estado (…). 

 

El ejercicio de la acción penal será independiente de las sanciones civiles y 

administrativas” (el resaltado me corresponde). 

 

Se observa que, de acuerdo con el tenor del segundo inciso del artículo 274 del Libro I 

del COMF, el ejercicio de la acción penal es independiente respecto de las demás sanciones de 

naturaleza distinta, entre ellas las administrativas. 

 

De su lado, el artículo 275 ibídem determina las sanciones aplicables por la SEPS 

exclusivamente en lo que se refiere a actividades no autorizadas “respecto de las entidades de 

la economía popular y solidaria”, esto es con relación a una presunta infracción a la prohibición 

general que prescribe el artículo 254 ibídem, que impide captar recursos de terceros o realizar 

actividades financieras habituales a quienes no formen parte del sistema financiero nacional, 

según se examinó en el acápite 2.1. del presente. 

 

Adicionalmente, para el caso de infracción a la prohibición que establece el mencionado 

artículo 254 del COMF, el inciso final del artículo 275 confiere a las superintendencias 

atribución para disponer la suspensión inmediata de las actividades no autorizadas, el cierre de 

oficinas, y el deber de notificar “a la Fiscalía General del Estado y dispondrá cualquier otra 

medida precautelatoria tendiente a proteger los intereses de las personas”, y agrega que estas 

transgresiones serán sancionadas administrativamente con “una multa entre quinientos y dos 

mil quinientos salarios básicos unificados, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal” 

(el resaltado me corresponde). 

 

En concordancia, el artículo 356 del COMF reitera la obligación de los organismos de 

control de denunciar ante la FGE los indicios de perpetración de un delito relacionado con 

actividades financieras; y, en la misma línea, el tercer inciso del artículo 387 ibídem dispone 

que “En el caso de que el organismo de control presuma el cometimiento de un delito de acción 

penal pública, denunciará los antecedentes al Fiscal General del Estado”. 

 

Ahora bien, el Decreto No. 395 regula el procedimiento que deberán seguir las 

superintendencias, entre ellas la SEPS, frente a los casos en los que se detecte el ejercicio de 

actividades financieras no autorizadas por parte de personas naturales o jurídicas que no forman 

parte del Sistema Financiero Nacional o del Sector Financiero Popular y Solidario. 

 

El artículo 2 del Decreto No. 395 determina que las superintendencias realizarán los 

procedimientos que les permitan identificar a las personas naturales o jurídicas que se 

encuentren realizando las actividades financieras prohibidas por el artículo 254 del COMF y 

agrega que “Para el efecto, podrán establecer los procedimientos de inspección en el ámbito 

de su competencia en sede administrativa”, esto, de acuerdo con las características de las 

actividades no autorizadas y según las atribuciones establecidas en el segundo inciso del 

artículo 275 ibídem (el resaltado me corresponde). 
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De su parte, el artículo 3 ibídem se refiere a que la acción penal por delitos relacionados 

con actividades financieras ejecutadas por personas naturales o jurídicas no autorizadas por los 

organismos de control “será independiente de las sanciones administrativas a las que hubiere 

lugar las cuales son competencia de los organismos de control” (el resaltado me corresponde), 

lo que reitera las previsiones que en igual sentido constan en el COMF. 

 

En este sentido, el artículo 4 del Decreto 395 prescribe que una vez que las 

superintendencias determinen la presunción de que “se ha incurrido en la prohibición 

dispuesta en el artículo 254 del Código Orgánico Monetario y Financiero, deberán 

comunicar a la Fiscalía General del Estado para que de acuerdo a sus competencias 

conferidas constitucional y legalmente, realicen (sic) las acciones que corresponda” (lo 

resaltado me corresponde). 

 

En este orden de ideas y específicamente en relación a la facultad de ejercer la potestad 

sancionadora de acuerdo con el respectivo procedimiento administrativo sancionador, el 

artículo 10 del Decreto 395 prescribe: 

 
“En los casos en que no se pueda identificar al presunto infractor de la prohibición establecida 

en el artículo 254 del Código Orgánico Monetario y Financiero, debido a la naturaleza de la 

actividad desarrollada, el equipo supervisor dejará constancia del particular en el informe de 

inspección que suscriba para ese efecto y solicitará motivadamente al titular de la unidad 

administrativa del órgano de control, disponer el archivo del expediente”. 

 

De la norma transcrita se aprecia que, a pesar de las acciones desplegadas por el 

respectivo organismo de control para ejercer sus competencias de supervisión, control y de ser 

el caso sanción administrativa, no fuere posible identificar al presunto infractor de la 

prohibición general que prevé el artículo 254 del COMF, corresponde al equipo supervisor dejar 

la respectiva constancia y mediante informe motivado solicitar “al titular de la unidad 

administrativa del órgano de control, disponer el archivo del expediente”; por tanto, es claro 

que el archivo al que alude el artículo 10 del Decreto 395 se relaciona al expediente 

administrativo que contiene las acciones de supervisión y control realizadas por el respectivo 

organismos de control, lo cual es independiente de la acción penal. 

 

Del análisis jurídico efectuado en el presente se concluye que: i) las actividades 

financieras son un servicio de orden público cuya realización se reserva a las entidades del 

sistema financiero nacional, que para operar requieren autorización y permiso de 

funcionamiento por parte de la SB y la SEPS, en el ámbito de sus competencias; ii) las 

actividades financieras están sujetas a supervisión y control del Estado con el propósito de 

proteger los intereses de las personas; iii) el COMF prohíbe a personas naturales o jurídicas que 

no formen parte del sistema financiero nacional, captar recursos de terceros o realizar, en forma 

habitual, las actividades financieras que prevé el artículo 143 de dicho código; iv) el COIP 

tipifica y sanciona la captación ilegal de dinero; v) compete a la SCVS controlar que el objeto 

social de las sociedades sujetas a su vigilancia no incluya actividades financieras; vi) la SEPS 

es el organismo técnico de control del sector financiero popular y solidario y tiene competencia 

para investigar e imponer sanciones administrativas a sus controlados, con sujeción a las 



SUPERINTENDENCIA DE ECONOMÍA POPULAR Y SOLIDARIA 

001457-2022 

Página. 14 

garantías al debido proceso; igual competencia corresponde a la SB respecto de sus entidades 

controladas; vii) el COMF y el Decreto No. 395 son concordantes al prever el deber de los 

organismos de control, en el ámbito de sus competencias, de denunciar ante la FGE cuando 

conozcan sobre el presunto cometimiento de un delito relacionado con la realización de 

actividades financieras ilegales; y, viii) el archivo del expediente administrativo es 

independiente de la acción penal y no se contrapone al mencionado deber de las 

superintendencias de informar a la FGE de los indicios de delitos de captación ilegal de dinero. 

3. Pronunciamiento. -

En atención a los términos de su primera consulta se concluye que, de conformidad con 

los artículos 274 del Libro I del Código Orgánico Monetario y Financiero, 172 de la Ley 

Orgánica de Economía Popular y Solidaria y 4 del Decreto Ejecutivo No. 395, las 

superintendencias, entre ellas la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, tienen el 

deber legal de presentar denuncia ante la Fiscalía General del Estado de todo indicio del que, 

en el ámbito de sus competencias, lleguen a conocer sobre el delito relacionado con la captación 

ilegal de dinero. 

Con relación a su segunda consulta se concluye que, respecto de las infracciones a la 

prohibición general que impide a quienes no forman parte del sistema financiero nacional captar 

recursos de terceros o realizar en forma habitual actividades financieras, prevista en el artículo 

254 del Libro I del Código Orgánico Monetario y Financiero, y de conformidad con los artículos 

74, 275 y 276 de ese código le corresponde a la Superintendencia de Economía Popular la 

supervisión, control y sanción administrativa de las entidades de la economía popular y solidaria 

sujetas a su control. 

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de la 

entidad consultante, su aplicación a casos institucionales específicos. 

Atentamente, 
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ALBERTO 

Firmado digitalmente por 

IÑIGO FRANCISCO ALBERTO 

SALVADOR CRESPO 

SALVADOR CRESPO Fecha: 2022.07.28 13:08:35

Dr. Íñigo Salvador Crespo 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

C.C. Dra. Diana Salazar Méndez, 

Fiscal General del Estado 

Ing. Raúl Agustín González Carrión, 

Superintendente de Bancos 

Ab. Fabián Pozo Neira 

Secretario General Jurídico de la Presidencia de la República 

Msc. María Paulina Vela Zambrano, 

Presidenta de la Junta de Política y Regulación Financiera 

Msc. Marco Giovanni López Narváez, 

Superintendente de Compañías, Valores y Seguros 

-05'00'

Ir
 a

 Ín
di

ce





Oficio Nº 19615 

Quito. D.M., 28 de julio de 2022 

Señor 

Virgilio Andrango Cuascota, 

ALCALDE, 

GADM PEDRO MONCAYO. 

Tabacundo. - 

De mi consideración: 

Me refiero a su oficio No. 14-A-GADMPM-2022 de 15 de febrero de 2022, 

ingresado en la Procuraduría General del Estado el 17 de los mismos mes y año, mediante 

el cual usted formuló las siguientes consultas: 

“De conformidad con el artículo 58.1 (sic) la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública, el avalúo a tomarse en cuenta para la declaratoria de utilidad 

pública es el avalúo municipal del año anterior, no existe disposición alguna de 

excluir los valores correspondientes al avalúo de quebradas, taludes y franjas de 

protección. 

Tomando en cuenta que el artículo 417 literal d) del Código Orgánico de 

Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, señala que las quebradas, 

taludes y franjas de protección son bienes de uso público, ¿para iniciar un proceso 

de expropiación se debe deducir del avalúo municipal el avalúo correspondiente a 

quebradas, taludes y franjas de protección; es decir, que el avalúo que se ha de tomar 

en cuenta en los procesos de expropiación solo ha de comprender el área útil de 

predio a ser expropiado?”. 

1. Antecedentes. -

1.1. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender sus consultas, 

mediante oficios Nos. 17841 y 17842 de 24 de febrero de 2022, este organismo solicitó 

al Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda (en adelante MIDUVI) y a la Asociación 

de Municipalidades Ecuatorianas (en adelante AME), respectivamente, que remitan sus 

criterios jurídicos institucionales sobre la materia objeto de las consultas. Con oficios 

Nos. 18050 y 18051 de 15 de marzo de 2022 se insistió en dichos requerimientos, sin 

que la AME haya respondido hasta la presente fecha. 

1.2. El requerimiento de este organismo fue atendido por el Ministro del MIDUVI con 

oficio No. MIDUVI-MIDUVI-2022-0207-O de 16 de marzo de 2022, recibido en el 

correo institucional único de la Procuraduría General del Estado el 18 de los mismos mes 

y año; y, por el Director Nacional de Asesoría Jurídica, encargado, de la AME mediante 

oficio No. AME-DNAJ-2022-042 de 3 de junio de 2022, ingresado en este organismo el 

6 de los mismos mes y año. 
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1.3. El informe jurídico No. GADMPM-PS-2022-25-I de 15 de febrero de 2022, suscrito 

por la Procuradora Síndica del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del 

Cantón Pedro Moncayo (en adelante GADM Pedro Moncayo), citó los artículos 226, 240, 

264 numeral 9, 321 y 323 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante 

CRE); 55 letras a), b) e i), 139, 415, 416, 417 letra d), 419, 423, 432, 446, 494, 495 y 496 

del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización2 (en 

adelante COOTAD); 58.8 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública3 (en adelante LOSNCP); 7, 18, 599, 603, 604, 605, 612, 622, 686, 688, 702 y 

1749 del Código Civil4 (en adelante CC); 67 y 100 de la Ley Orgánica de Ordenamiento 

Territorial, Uso y Gestión de Suelo5 (en adelante LOOTUGS); 3 del Decreto Ejecutivo 

No. 3516, que establece la vigencia y aplicabilidad del Texto Unificado de Legislación 

Secundaria de Medio Ambiente6 (en adelante Decreto Ejecutivo No. 3516); 252 letra b) 

de la derogada Ley Orgánica de Régimen Municipal7; 37 letra e) del Acuerdo Ministerial 

No. 017-20, emitido por el Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, que contiene la 

Norma Técnica para la Formación, Actualización y Mantenimiento del Catastro Urbano 

y Rural y su Valoración8 (en adelante Norma Técnica para la Formación del Catastro); 

las sentencias de la Corte Constitucional Nos. 60-11-CN/209, 081-17-SEP-CC10 y 045- 

15-SEP-CC11, que desarrollan el concepto de seguridad jurídica; y, los pronunciamientos 

del Procurador General del Estado contenidos en oficios Nos. 04007 y 14904 de 7 de 

octubre de 2008 y 28 de julio de 2021, con fundamento en los cuales analizó y concluyó: 
 

“En aplicación del artículo 7 del Código Civil, aquellos títulos de propiedad de naturaleza 

privada que incluyan las franjas de protección de quebrada obtenidos al amparo de la Ley 

de Régimen Municipal, mantendrán dicha titularidad sobre el suelo sin que ello implique 

inobservancia a la afectación realizada que limita el derecho de construcción del 

propietario. En caso de modificaciones del título de propiedad producto de 

fraccionamientos, rectificación de linderos o excedentes deberá estar a lo previsto en el 

artículo 417 letra d) del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 

Descentralización. 

 

Los bordes superiores de las quebradas, depresiones y taludes incluida la franja de 

protección, serán determinados y certificados por el organismo administrativo 

responsable del catastro metropolitano o municipal, con base al análisis fotogramétrico y 

de la cartografía disponible en sus archivos, en la cual constan graficadas las respectivas 

curvas de nivel. Deberán ser incluidos en el catastro municipal observando las directrices 

técnicas emitidas por el ente recto (sic), que a la fecha se encuentran contenidas en el 

Acuerdo Ministerial No. 017-20. 
 

 
 

1 CRE, publicada en el Registro Oficial 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COOTAD, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 303 de 19 de octubre de 2010. 
3 LOSNCP, publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 395 de 4 de agosto de 2008. 
4 CC, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 46 de 24 de junio de 2005. 
5 LOTUGS, publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 790 de 5 de julio de 2016. 
6 Decreto Ejecutivo No. 3516, publicado en el Registro Oficial Edición Especial No. 2 de 31 de marzo de 2003. 
7 LORM, publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 331 de 15 de octubre de 1971. 
8 Norma Técnica para la Formación del Catastro, publicado en el Registro Oficial Edición Especial No. 764 de 10 de julio de 2020. 
9 Sentencia, publicado en el Registro Oficial 60 martes 4 de agosto de 2020. 
10 Sentencia, publicado en la Edición Constitucional No. 6 de 3 de julio de 2017. 
11 Sentencia, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 472 de 2 de abril de 2015. 
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Al amparo de lo dispuesto en el inciso final del artículo 58.8 de la Ley Orgánica de 

Contratación Pública, los bienes de uso público no estarán sujetos a procesos 

expropiatorios, en consecuencia las quebradas incluidas sus taludes y franjas de 

protección al ser bienes de uso público es procedente y aplicable el citado artículo, con la 

salvedad establecida en el análisis de la segunda consulta. 

Conforme el inciso segundo del artículo 58.1 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública, establece que el precio de expropiación es el avalúo municipal 

sobre el cual se pagó el impuesto predial del año anterior al anuncio del proyecto más el 

10%; y señala como deducibles la plusvalía proveniente de obras públicas y de otras obras 

ajenas a la acción del propietario. 

De esto se deducen (sic) que las quebradas, taludes y franjas de protección, cuando se 

encuentran dentro de un predio a ser expropiado, los valores correspondientes a los 

mismos no serán deducibles del avalúo total del inmueble a ser expropiado”. 

1.4. De su parte, el criterio jurídico del MIDUVI, además de las normas invocadas por la 

entidad consultante, citó los artículos 430 del COOTAD; 11 numeral 3 y 90 de la 

LOOTUGS; y, 41 letra e) (sic) del Acuerdo Ministerial No. 017-20, en base a los cuales 

concluyó: 

“1. El Código Orgánico de Ordenamiento Territorial Autonomía y Descentralización, 

determina: 

 Las quebradas con sus taludes y franjas de protección constituyen bienes de uso

público.

 Es obligación de los Gobiernos Autónomos Descentralizados municipales llevar un

levantamiento actualizado del Catastro de su jurisdicción.

2. La Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública establece que: ‘(…) los

bienes de uso público no estarán sujetos a procesos expropiatorios; (…)’; en

consecuencia, al ser las quebradas, sus taludes y franjas de protección bienes de uso

público, no están sujetas a procesos expropiatorios y por tal no procede cálculo de

indemnización alguna.

3. La Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, dispone que el precio

de expropiación es el avalúo municipal sobre el cual se pagó el impuesto predial del año

anterior al anuncio del proyecto más el 10%; y señala como deducibles la plusvalía

proveniente de obras públicas y de otras obras ajenas a la acción del propietario.

En este contexto, los bordes superiores de las quebradas, depresiones y taludes incluida 

la franja de protección, serán determinados y certificados por el organismo administrativo 

responsable del catastro metropolitano o municipal, con base al análisis fotogramétrico y 

de la cartografía disponible en sus archivos, en la cual constan graficadas las respectivas 

curvas de nivel. 

En conclusión, el avalúo correspondiente a quebradas, taludes y franjas de protección no 

está sujeto a procesos expropiatorios por constituir bienes de uso público”. 
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1.5. Por su parte, el criterio jurídico de la AME, a más de las normas señaladas por la 

entidad consultante, citó jurisprudencia12 de la Corte Constitucional en la que se examinó 

el proceso de expropiación, con fundamento en los cuales manifestó y concluyó: 

 
“La disposición citada [letra d) del artículo 417 del COOTAD] refiere dos aspectos 

fundamentales en relación a la titularidad de las quebradas, taludes, franjas de protección, 

la primera, que éstas son de propiedad privada; y, segundo que son de propiedad del 

Estado, esta última opera cuando no se encuentren dentro de la propiedad privada y 

siempre que se acredite la propiedad privada del inmueble por parte del privado, es decir, 

esta verificación la realiza el departamento de avalúos y catastros, y que por mandato 

legal, solo se catastran propiedades. 

 

En conclusión, las quebradas, taludes, franjas de protección, para el caso materia de la 

consulta que nos ocupa, son de propiedad privada, en las que al municipio le está vedado 

disponer como de su propiedad; lo que si debemos aclarar es que, el privado debe cumplir 

inexorablemente las restricciones que tanto las leyes como las ordenanzas establecen 

sobre dichos sitios, como por el (sic) ejemplo, el no permitir las construcciones; por otro 

lado, el municipio está en su plena facultad para que a través de las resoluciones del 

concejo municipal o de sus ordenanzas dispongan afectaciones sobre las quebradas, 

taludes, franjas de protección, lo que se reflejará en el Plan de Desarrollo y Ordenamiento 

Territorial. 

 

(…) 

 

Criterio Institucional 

 

(…) El avalúo en referencia permitirá obtener el justo precio del bien en mención; sin que 

se entre a considerar el tema relacionado a los taludes, quebradas y demás, porque la 

norma del COOTAD que faculta el avalúo de los predios no hace una remisión expresa a 

los mismos. Sin embargo, cabe resaltar que, de las normas analizadas, nada dice en 

relación al área útil del terreno para expropiar. 

 

El motivo de la declaratoria de utilidad pública específicamente en terrenos que en su 

propiedad mantienen suelos con características no útiles, esto significa la existen de talud, 

riveras de ríos, quebradas, etc., sin embargo, estos suelos son parte de la propiedad, por 

las características propias de área no útil y que por este motivo el GADM plantea el 

requerimiento de expropiación, en el objetivo de intervenir de manera directa en la 

protección de esos suelos. Puede proponerse la intervención en la declaración de utilidad 

pública de carácter parcial, en el objetivo de ocupación del suelo no útil, desde lo legal 

no existe figura alguna para cambiar el valor metro cuadrado vigente del catastro, 

únicamente la declaratoria determinaría la cantidad de superficie de suelo requerido, en 

cuanto al valor metro cuadrado de la expropiación es el que dispone la ley”. 

 

1.6. De lo expuesto se observa que el informe jurídico de la entidad consultante y el 

criterio jurídico del MIDUVI coinciden en que las quebradas, incluidos sus taludes y 

franjas de protección, de conformidad con el COOTAD son bienes de uso público, que 

por su naturaleza no están sujetos a procesos de expropiación ni al cálculo de 
 

12 Sentencias Nos. 143-14-SEP-CC y 146-14-SEP-CC 
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indemnización por tal concepto, los cuales son determinados y certificados por el 

organismo administrativo responsable del catastro metropolitano o municipal, con base 

al análisis fotogramétrico y de la cartografía disponible en sus archivos, en la cual constan 

graficadas las respectivas curvas de nivel. Por el contrario, la AME considera que, si las 

quebradas o taludes están dentro de predios de propiedad privada, tienen ese mismo 

carácter, siempre que se acredite tal condición por parte del privado y sin perjuicio de que 

puedan estar sujetas a restricciones o prohibiciones en el uso del suelo. 

 

Precisa el GADM Pedro Moncayo que el valor de los bienes señalados en el 

párrafo anterior, cuando se encuentren dentro de un predio a ser expropiado, no será 

deducible del avalúo total del inmueble y figurará en el activo del balance de los 

Gobiernos Autónomos Descentralizados (en adelante GAD) debiendo ser incluido en el 

catastro municipal observando las directrices constantes en el Acuerdo Ministerial No. 

017-20. 

 

Finalmente, agrega la municipalidad consultante que, las quebradas y franjas de 

protección obtenidas al amparo de la derogada Ley de Régimen Municipal mantienen la 

titularidad privada, sin perjuicio de la aplicación del COOTAD en caso de modificaciones 

del título de estos bienes. 

 

2. Análisis 

 

Para facilitar el estudio del tema materia de sus consultas, el análisis se referirá a 

los siguientes puntos: i) declaratoria de utilidad pública de bienes inmuebles de propiedad 

privada; y, ii) avalúo del bien raíz declarado de utilidad pública. 

 

2.1. Declaratoria de utilidad pública de bienes inmuebles de propiedad privada. - 

 

Respecto a la expropiación de bienes inmuebles, el artículo 323 de la CRE 

establece que, con el objeto de ejecutar planes de desarrollo social, manejo sustentable 

del ambiente y de bienestar colectivo, “las instituciones del Estado, por razones de 

utilidad pública o interés social y nacional, podrán declarar la expropiación de bienes, 

previa justa valoración, indemnización y pago de conformidad con la ley” (el resaltado 

me corresponde). 
 

En este contexto, de acuerdo con el artículo 1 de la LOSNCP dicha ley tiene por 

objeto establecer el Sistema Nacional de Contratación Pública y determinar los principios 

y “normas para regular los procedimientos de contratación para la adquisición o 

arrendamiento de bienes, ejecución de obras y prestación de servicios, incluidos los de 

consultoría, que realicen”, entre otros, las entidades que integran el Régimen Seccional 

Autónomo (el resaltado me corresponde). 

 

Al efecto, el primer inciso del artículo 58 de la LOSNCP prevé que: “Cuando la 

máxima autoridad de la institución pública haya resuelto adquirir un determinado bien 

inmueble, necesario para la satisfacción de las necesidades públicas, procederá a la 
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declaratoria de utilidad pública y de interés social de acuerdo con la Ley”. En el mismo 

sentido, el inciso primero del artículo 62 del Reglamento General de la LOSNCP13 (en 

adelante RGLOSNCP) determina que: “la declaratoria de utilidad pública o de interés 

social sobre bienes de propiedad privada será resuelta por la máxima autoridad de la 

entidad pública, con facultad legal para hacerlo, mediante acto motivado (…)” (el 

resaltado me corresponde). 

 

Respecto a la adquisición de bienes públicos, el segundo inciso del artículo 58.8 

de la LOSNCP especifica que los mismos “no estarán sujetos a procesos 

expropiatorios” y agrega que, “se podrá transferir la propiedad, de mutuo acuerdo, entre 

instituciones públicas siempre que no se afecte la finalidad al uso o servicio público del 

bien”. En este sentido, de acuerdo con la letra d) del artículo 417 del COOTAD 

constituyen bienes de uso público: “Las quebradas con sus taludes y franjas de 

protección; los esteros y los ríos con sus lechos y sus zonas de remanso y protección, 

siempre que no sean de propiedad privada, de conformidad con la ley y las 

ordenanzas”. De acuerdo con el segundo inciso de esa norma del COOTAD, los bienes 

de uso público, por hallarse fuera del mercado, no figurarán contablemente en el activo 

del balance del GAD, pero llevarán un registro general de dichos bienes para fines de 

administración (el resaltado me corresponde). 

 

En relación a las quebradas, sus taludes y franjas de protección como bienes de 

uso público, en pronunciamiento contenido en oficio No. 16325 de 8 de noviembre de 

2021 este organismo atendió una consulta formulada por usted, en la que se concluyó: 
 

“(…) de conformidad con el artículo 417 del Código Orgánico de Organización 

Territorial, Autonomía y Descentralización, las quebradas, sus taludes y franjas de 

protección son bienes de uso público, que no requieren ser catastrados, por 

hallarse fuera del mercado y no figurar contablemente en el activo del balance 

de los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales y Metropolitanos. No 

obstante, corresponde a las municipalidades llevar un registro general de esos 

bienes con fines administrativos, pues de acuerdo a las facultades normativas 

establecidas en los artículos 5, 7 y 57 letra a) del citado Código, las municipalidades 

podrán formular ordenanzas para regular, autorizar y controlar el uso de las 

quebradas, independientemente de que se encuentren ubicadas en predios privados, 

cuya propiedad no haya sido trasladada a dichos gobiernos autónomos” ( el resaltado 

me corresponde). 
 

Para realizar el proceso de expropiación, el inciso primero del artículo 447 del 

COOTAD dispone que las máximas autoridades administrativas de los GAD “resolverán 

la declaratoria de utilidad pública, mediante acto debidamente motivado en el que 

constará en forma obligatoria la individualización del bien o bienes requeridos y los fines 

a los que se destinará”. Para la referida declaratoria se adjuntará el informe de la 

autoridad correspondiente de que no existe oposición con la planificación del 

ordenamiento territorial establecido, el certificado del registrador de la propiedad, el 

 

13 RGLOSNCP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 588 de 12 de mayo del 2009. 
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informe de valoración del bien y la certificación presupuestaria de la existencia y 

disponibilidad de los recursos para la expropiación, en armonía con el artículo 115 del 

Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas14 (en adelante COPFP), el cual 

dispone que “Ninguna entidad u organismo público podrán contraer compromisos, 

celebrar contratos, ni autorizar o contraer obligaciones, sin la emisión de la respectiva 

certificación presupuestaria”. 

 

La Norma Técnica para la Formación, Actualización y Mantenimiento del 

Catastro Urbano y Rural y su Valoración, cuyo ámbito de aplicación, según el artículo 2 

es obligatoria para los GAD en el marco de sus competencias, prescribe en sus artículos 

37 y 40 que para la valoración individual del suelo o individualización del predio, urbano 

o rural, respectivamente, se debe partir “del valor base del suelo de la zona homogénea del 

sector y aplicar factores de corrección” que, en el caso de los predios urbanos, implica tomar en 

cuenta las características topográficas, geométricas y de accesibilidad a determinados servicios 

municipales; y los deméritos: borde de quebrada, ubicación de riesgo geológico, volcánico, entre 

otros. En el caso de predios rurales son factores de corrección: accesibilidad al riego, acceso a 

vías de comunicación, calidad del suelo, agua potable, alcantarillado y otros elementos 

semejantes; y, son deméritos por afectaciones: torres de tendido eléctrico de alta tensión, 

gasoductos, oleoductos y otros; en ambos casos se definen por el GAD. 

 

Adicionalmente y solo con fines explicativos, se observa que la Norma Técnica 

de Valoración de Inmuebles del Sector Público15, cuyo ámbito de aplicación se refiere a 

la administración pública central, también incluye entre los “casos especiales” el del suelo 

con relleno de quebradas o la afectación por franjas de protección, y prevé que para 

valorarlo se debe establecer un factor de corrección y un demérito, conforme a esa norma, 

siendo necesario realizar un análisis técnico y específico del predio. 

 

De lo expuesto se observa que: i) las instituciones del Estado, por razones de 

utilidad pública o interés social pueden declarar la expropiación de bienes inmuebles de 

dominio privado, previa justa valoración, indemnización y pago de conformidad con la 

ley; ii) de conformidad con la LOSNCP y su Reglamento General, la declaratoria de 

utilidad pública o de interés social sobre bienes de propiedad privada debe ser resuelta 

por la máxima autoridad de la entidad pública, con facultad legal para hacerlo, mediante 

acto motivado; iii) las quebradas, sus taludes y franjas de protección son bienes de 

dominio público, y no están sujetos a procesos expropiatorios, salvo que consten 

catastrados como bienes de dominio privado y siempre que se acredite tal condición por 

parte del privado; y, iv) los casos especiales, como el de suelo con quebradas requieren 
 
 

14 COPLAFIP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 306 del 22 de octubre 2010. 
15 Norma Técnica, publicada en el Registro Oficial No.50 de 30 de septiembre de 2019. “34.- CASOS ESPECIALES 34.1.- 
Generalidades. Cuando se requiera valorar un bien inmueble considerado como caso especial (bien intangible, construcciones 

históricas, simbólicas, suelo con relleno de quebradas, afectaciones por acueductos, oleoductos, red de alta tensión, canales de riego, 
entre otros), se realizará un análisis técnico específico y si es necesario se solicitará el apoyo de profesionales especialistas en el 

tema, producto del cual se establecerá un factor de corrección adicional a los establecidos en los capítulos 3 y 4 de la presente 

Norma Técnica, tanto para el terreno como para la construcción. 

36.- AFECTACIONES 
Cuando un terreno se encuentra afectado por franjas de protección al área afectada se valorará con el valor del m2 corregido por 

los factores establecidos en la presente norma. Y se aplicará un demérito del 70%, como se indica en la TABLA 20” (el resaltado me 

corresponde). 
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un análisis técnico y específico, así como la aplicación de factores de corrección y 

deméritos para su eventual valoración y expropiación. 

 

2.2. Avalúo del bien raíz declarado de utilidad pública. - 

 

Respecto al avalúo de los predios declarados de utilidad pública, el artículo 495 

del COOTAD establece que: “El valor de la propiedad se establecerá mediante la suma 

del valor del suelo y, de haberlas, el de las construcciones que se hayan edificado sobre 

el mismo”; ese valor sirve de base para la determinación de impuestos y otros efectos 

tributarios y no tributarios. Agrega el inciso final de la citada norma que: “Los avalúos 

municipales o metropolitanos se determinarán de conformidad con la metodología que 

dicte el órgano rector del catastro nacional georreferenciado, en base a lo dispuesto por 

este artículo” (el resaltado me corresponde). 

 

En relación a la negociación y al precio del bien a ser declarado en utilidad 

pública, el segundo inciso del artículo 58.1 de la LOSNCP dispone que “El precio que se 

convenga no podrá exceder del diez por ciento (10%) sobre el valor del avalúo registrado 

en el catastro municipal y sobre el cual se pagó el impuesto predial del año anterior al 

anuncio del proyecto en el caso de construcción de obras, o de la declaratoria de utilidad 

pública y de interés social (…)”, y agrega en su tercer inciso que los GAD tendrán el 

plazo de un mes para entregar “el avalúo registrado en el catastro municipal y sobre el 

cual se pagó el impuesto predial del año anterior al anuncio del proyecto en el caso de 

construcción de obras, o de la declaratoria de utilidad pública y de interés social para 

otras adquisiciones” (el resaltado me corresponde). 

 

De acuerdo a la forma de calcular el precio que se debe pagar por el bien raíz 

declarado de utilidad pública, en pronunciamiento contenido en oficio No. 12249 de 26 

de septiembre de 2017, este organismo concluyó: 

 
“(…) a partir de las reformas realizadas por la Ley Orgánica para la Eficiencia en la 

Contratación Pública, de conformidad con el inciso segundo del artículo 58.1 de la 

LOSNCP, en las expropiaciones requeridas por el sector público, el precio que se 

convenga no podrá exceder del diez por ciento sobre el valor del avalúo registrado 

en el catastro municipal y sobre el cual se pagó el impuesto predial del año anterior al 

anuncio del proyecto para el caso de construcción de obras, o de la declaratoria de utilidad 

pública y de interés social para otras adquisiciones, debiendo en ambos casos deducir del 

precio la plusvalía proveniente de las obras públicas y de otras ajenas a la acción del 

propietario” ( el resaltado me corresponde). 

 

Según el inciso primero del artículo 139 del COOTAD, la formación y 

administración de los catastros inmobiliarios urbanos y rurales corresponde a los GAD 

municipales, los que con la finalidad de unificar la metodología de manejo y acceso a la 

información deberán seguir los lineamientos y parámetros metodológicos que establezca 

la ley. Agrega el referido artículo que: “Es obligación de dichos gobiernos actualizar 

cada dos años los catastros y la valoración de la propiedad urbana y rural” (el resaltado 

me corresponde). 
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La Codificación de la Ley Orgánica de Régimen Municipal, derogada por la 

Disposición Reformatoria y Derogatoria Primera del COOTAD, disponía en el segundo 

inciso de su artículo 252 que los bienes de uso público “por hallarse fuera del mercado, 

no figurarán contablemente en el activo del balance municipal; pero la municipalidad 

llevará un registro general de dichos bienes para fines de administración”. Dentro de la 

clasificación de dichos bienes la letra d) de la citada norma legal  incluía a: “Las 

quebradas con sus taludes y los ríos con sus lechos y plazas en la parte que pasa por las 

zonas urbanas o sus reservas”, y en su inciso final establecía que: “Aunque se 

encuentren en urbanizaciones particulares y no exista documento de transferencia de 

tales bienes al municipio, por parte de los propietarios, los bienes citados en este 

artículo, se considerarán de uso público”, en armonía con lo determinado en la letra d) 

del artículo 417 del COOTAD (el resaltado me corresponde). 

Finalmente, el Código Orgánico del Ambiente16 (en adelante COAM) en su 

artículo 157C señala que la “Infraestructura Verde” está conformada por la matriz 

interconectada de ecosistemas y áreas agroforestales existentes en espacios públicos y 

privados en diferentes escalas sobre el territorio de los GAD municipales o 

metropolitanos. De acuerdo con dicha norma, la matriz incluye, entre otros, las quebradas, 

que se encuentran circundando las zonas urbanas de los GAD. 

De lo manifestado se desprende que: i) el valor de la propiedad declarada de 

utilidad pública se establece mediante la suma del valor del suelo y, de haberlas, el de las 

construcciones que se hayan edificado sobre el mismo; ii) el precio que se convenga no 

podrá exceder del diez por ciento (10%) sobre el valor del avalúo registrado en el catastro 

municipal y sobre el cual se pagó el impuesto predial del año anterior al anuncio del 

proyecto; iii) es obligación de los GAD actualizar cada dos años los catastros y la 

valoración de la propiedad urbana y rural; iv) las quebradas, sus taludes y franjas de 

protección son bienes de uso público según el COOTAD y forman parte de la 

Infraestructura Verde, salvo que consten catastrados como bienes de dominio privado y 

su propiedad hubiere sido adquirida por los títulos y modos que permite la ley, 

considerando que según el COOTAD el valor de la propiedad sirve de base para la 

determinación de impuestos y otros efectos tributarios y no tributarios; y, v) los casos 

especiales requieren un análisis técnico y la aplicación de factores de corrección y 

deméritos para su valoración y eventual expropiación. 

3. Pronunciamiento. -

En atención a los términos de su primera consulta se concluye que, de 

conformidad con los artículos 417 letra d) del Código Orgánico de Organización 

Territorial, Autonomía y Descentralización, 58.8 de la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública y 157C del Código Orgánico del Ambiente, las 

quebradas, incluidos sus taludes y franjas de protección, son bienes de uso público que 

16 COAM, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 983 de 12 de abril de 2017. 
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forman parte de la Infraestructura Verde, que están excluidos de los procesos de 

expropiación por hallarse fuera del mercado, por lo que no corresponde incluirlos en el 

avalúo para la declaratoria de utilidad pública, salvo que consten catastrados como bienes 

de dominio privado y su adquisición se hubiere realizado mediante los títulos y modos 

permitidos por la ley, lo que corresponde verificar a la entidad que los declare de utilidad 

pública, bajo su exclusiva responsabilidad. 

Por consiguiente, respecto de su segunda consulta, según el artículo 58.1 de la Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, en los procesos de expropiación 

el precio del bien inmueble tendrá como base el valor del avalúo registrado en el catastro 

municipal sobre el cual se pagó el impuesto predial del año anterior al anuncio del 

proyecto o de la declaratoria de utilidad pública y de interés social. De ser el caso, tal 

avalúo puede incluir el suelo con quebradas, sus taludes y franjas de protección, o suelo 

con relleno de quebrada, siempre que ellos consten catastrados como propiedad privada. 

Considerando que, según los artículos 139 y 495 del referido código, cada Gobierno 

Autónomo Descentralizado debe actualizar los catastros a efectos tributarios y no 

tributarios, dicha valoración deberá considerar los factores de corrección y deméritos, de 

conformidad con la Norma Técnica para la Formación del Catastro. 

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad 

de la entidad consultante, su aplicación a los casos institucionales específicos. 

Atentamente, 

IÑIGO FRANCISCO 

ALBERTO 
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Oficio Nº 19531 

Quito D.M., 22 de julio de 2022 

Señor máster 

Juan Sebastián Palacios Muñoz, 

MINISTRO DEL DEPORTE. 

Ciudad. - 

De mi consideración: 

Me refiero a su oficio No. MD-DM-2022-0322-OF de 04 de mayo de 2022, ingresado 

en el correo institucional único de la Procuraduría General del Estado el mismo día, mediante 

el cual usted formuló la siguiente consulta: 

“¿Si el artículo 133 de la Ley del Deporte, Educación Física y Recreación, publicado 

(sic) en el Suplemento del Registro Oficial Nro. 255 de 11 de Agosto 2010, establece 

expresamente que el destino de los recursos públicos para los organismos deportivos 

privados es únicamente para a) La promoción del deporte, educación física y 

recreación, b) La construcción y mantenimiento de la infraestructura y las 

necesidades complementarias para su adecuado desarrollo, cabe que el Ministerio 

del Deporte destine a otros fines diferentes, como el financiamiento para la 

jubilación patronal, obligaciones laborales que dichos organismos deportivos 

privados tienen con sus trabajadores?”. 

1. Antecedentes. –

1.1. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender su consulta, mediante 

oficios Nos. 18626, 18627, 18628 de 06 de mayo de 2022 y 18935 de 2 de junio de 2022 este 

organismo solicitó a la Secretaría Nacional de Planificación (en adelante SNP); al Ministerio 

del Trabajo (en adelante MDT); a la Contraloría General del Estado (en adelante CGE); y, al 

Ministerio de Economía y Finanzas (en adelante MEF), respectivamente, que remitan sus 

criterios jurídicos institucionales sobre la materia objeto de consulta. Con oficio No. 19212 

de 23 de junio de 2022 se insistió en dicho requerimiento al MEF. 

1.2. Los requerimientos de la Procuraduría General del Estado fueron atendidos mediante 

comunicaciones recibidas en el correo institucional único de este organismo, en su orden, por 

el Director Nacional Jurídico de la CGE, a través de oficio No. 209-DNJ-GAJ-2022 de 16 

mayo de 2022, ingresado el mismo día; por el Secretario Nacional de Panificación, con oficio 

No. SNP-SNP-2022-0421-OF de 17 de mayo de 2022, ingresado el mismo día, al cual se 

adjuntó el memorando No. SNP-CGAJ-2022-0231-M de 15 de mayo de 2022; y, por la 

Subsecretaria Interinstitucional de Servicio Público, Trabajo y Empleo del MDT, mediante 
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oficio No. MDT-SISPTE-2022-0397-O de 6 de junio de 2022, ingresado el 9 de los mismos 

mes y año. Del MEF no se recibió respuesta. 

1.3. Sobre el tema materia de consulta, mediante oficio s/n de 27 de mayo de 2022, ingresado 

en la Procuraduría General del Estado el mismo día, el Presidente del Frente Unitario de 

Trabajadores (en adelante F.U.T.) y de la Confederación Ecuatoriana de Organizaciones 

Sindicales Libres (en adelante CEOSL) remitió una comunicación en la que expuso: 

“a) Las y los trabajadores y ex trabajadores de las Federaciones Deportivas Provinciales 

son parte indispensable de la promoción del deporte, educación física y recreación, en los 

términos del artículo 133 de la Ley del Deporte, Educación Física y Recreación. Por lo 

tanto, el Ministerio del Deporte tiene la obligación de aprobar el presupuesto para el 

cumplimiento de las obligaciones laborales contraídas por los organismos deportivos. 

b) El Ministerio del Deporte aprobó y asignó recursos para derechos laborales entre ellos

jubilaciones patronales y contratos colectivos de las Federaciones Deportivas

Provinciales; y, posteriormente, sin que medie reforma legal alguna, dejó de asignar estos

recursos. Estas acciones vulneran el principio de confianza legítima, el derecho a la

seguridad jurídica y el respeto a los actos propios de la administración pública. Por lo

tanto, (sic).

c) Las y los trabajadores y ex trabajadores de las Federaciones Deportivas Provinciales

esperan que la absolución de consulta confirme que el Ministerio del Deporte debe actuar

en el mismo sentido de sus actuaciones previas, por lo tanto, está en la obligación de

aprobar en los Presupuestos Operativos Anuales los ítems de jubilaciones patronales y

contratos colectivos.

d) De considerarlo pertinente, previo a emitir respuesta a la consulta realizada por el

Ministerio del Deporte, la Procuraduría tiene la potestad y la obligación requerir la

información necesaria para resolver con absoluto conocimiento de los hechos aquí

expuestos”.

1.4. El informe jurídico No. MD-DAJ-INFJC-AN-2022-001 de 30 de abril de 2022, aprobado 

por la Directora de Asesoría Jurídica del Ministerio del Deporte (en adelante MD), citó los 

artículos 226, 227, 340, 381 y 382 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en 

adelante CRE); 5, 74 numeral 19, 104 y 178 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas 

Públicas2 (en adelante COPLAFIP); 9, 10, 216, 220 reformado3 y 224 reformado4 del Código 

del Trabajo (en adelante CT); y, 133 letra a) de la Ley del Deporte, Educación Física y 

Recreación5 (en adelante LDEFR). 

1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COPLAFIP, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 306 de 22 de octubre de 2010. 
3 Reformado por el Art. 36 de la Ley s/n, publicado en el Registro Oficial No 483-3S, 20 de abril del 2015. 
4 Reforma introducida por el artículo 59 de la Ley Orgánica de Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el 

Hogar, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 483 de 20 de abril de 2015. 
5 LDEDR, publicada en el Registro Oficial 255 del 11 de agosto de 2010 
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En el acápite II, el mencionado informe jurídico del MD refirió como antecedente la 

comunicación dirigida al MDT en la que el MEF informó que su competencia para la emisión 

de dictamen presupuestario para la celebración de contratos colectivos se limita únicamente 

a las entidades del sector público. En el informe jurídico del consultante consta lo siguiente: 
 

“Al respecto, en una consulta específica sobre la suscripción del Primer Contrato 

Colectivo a celebrarse entre el Comité Central Único de Trabajadores de la Federación 

Provincial Deportiva de Loja y su empleador. Con (sic) Oficio Nro. MEF-SP-2021-0893 

de 09 de noviembre de 2021 el Ministerio de Economía y Finanzas, dirigido al Ministerio 

del Trabajo, estableció lo siguiente: ‘2.- Respuestas: Revisada la base legal relacionada 

con la suscripción del Primer Contrato Colectivo a celebrarse entre el Comité Central 

Único de Trabajadores de la Federación Provincial Deportiva de Loja y su empleador, 

me permito manifestar que esta Secretaría de Estado tiene únicamente competencia 

para la emisión de dictámenes presupuestarios para las entidades del sector público y 

al ser dicha federación un organismo autónomo, no se tiene injerencia en las 

obligaciones que adquiera respecto a su personal, tal como lo manifiesta el Ministerio 

del Deporte a través de Memorando Nro. MDCGAF-2021-0507-MEM de 19 de octubre 

de 2021, sin embargo es importante señalar que las obligaciones que adquiera la 

Federación serán bajo su responsabilidad y tanto el Ministerio del Deporte como el 

Ministerio de Economía y Finanzas, no responderán por ellas” (el resaltado y subrayado 

corresponde al texto original). 
 

Sobre dicha base, el informe jurídico del MD concluyó que: 
 

“(…) no existe ninguna relación laboral entre el Ministerio del Deporte con los 

trabajadores de los diferentes organismos deportivos, que son entidades de derecho 

privado sin fines de lucro, esta Cartera de Estado, no debe destinar las asignaciones 

que constan en el Presupuesto General del Estado para jubilaciones patronales a 

sabiendas que los valores que se aprueban en virtud de una planificación constante 

en el POA y estos están destinados a la promoción del deporte, educación física y 

recreación por lo tanto son fondos públicos sujetos a supervisión de las autoridades 

de control, con las correspondientes responsabilidades administrativas, civiles y 

penales, conforme lo dispone el artículo 233 de la Constitución de la República del 

Ecuador” (el resaltado me corresponde). 
 

1.5. El criterio jurídico de la CGE, además de las normas invocadas por la entidad consultante, 

citó los artículos 1, 2, 15 primer inciso, 130 segundo inciso, 70 y siguientes del Código 

Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas6 (en adelante COPLAFIP), con base en los 

cuales expuso un criterio abstentivo en los siguientes términos: 
 

“(…) en cumplimiento del principio de legalidad establecido en la Constitución de la 

República del Ecuador, cabe señalar que dentro de las facultades que le fueron atribuidas 

por la Constitución y la Ley a este Organismo Técnico de Control, no se encuentra el 
 

 

 

6 COPLAFIP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 306 de 22 de octubre de 2010. 
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establecer la distribución de los recursos públicos que el Ministerio del Deporte asigne a 

organismos deportivos privados”. 

1.6. El criterio jurídico de la Coordinación de Asesoría Jurídica de la SNP, además de las 

disposiciones señaladas por la entidad consultante, citó el artículo 71 del Estatuto del 

Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva7 (en adelante ERJAFE) y concluyó: 

“Por lo expuesto y atendiendo los términos de su consulta, es pertinente señalar que 

corresponde a las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras 

o servidores públicos y las personas ejercer únicamente las competencias y facultades

que les sean atribuidas en la Constitución y la ley; por lo cual y en aplicación de la letra

a) del artículo 133 de la Ley del Deporte, Educación Física y Recreación, únicamente

puede ser destinadas para la promoción del deporte, educación física y recreación, así

como para la construcción y mantenimiento de la infraestructura y las necesidades

complementarias para su adecuado desarrollo”.

1.7. Por su parte, el MDT citó el artículo 2 del Acuerdo Ministerial No. MDT-2017-0102, 

que contiene el Instructivo sobre el Procedimiento para la Absolución de Consultas Formales 

de dicha cartera de Estado, luego de lo cual se abstuvo de expresar criterio jurídico sobre el 

tema materia de consulta del MD, sugirió que es al MEF al que correspondería hacerlo, y 

manifestó: 

“3.- CONCLUSIÓN. - 

(…) este ministerio se abstiene de emitir criterio sobre su petición, puesto que le 

corresponde al Ministerio de Economía y Finanzas normar temas de orden presupuestario, 

por ser el ente rector en tal materia de conformidad al artículo 71 del Código Orgánico de 

Planificación y Finanzas Públicas; y toda vez que el ordenamiento jurídico constituye una 

unidad en la que todas sus partes deben guardar armonía, corresponde a cada institución 

la aplicación y cumplimiento de las normas legales y reglamentarias, así como de las 

directrices impartidas por las entidades en el ámbito de sus competencias”. 

1.8. Adicionalmente, mediante oficio No. 18936 de 2 de junio de 2022 esta procuraduría 

solicitó a la CGE informe si ha realizado acciones de control sobre la asignación de recursos 

públicos por parte del MD a organismos deportivos privados, para el fomento deportivo. 

Sobre dicho requerimiento, mediante oficio No. 01475-DNPyEI-PSyEI-2022 de 22 

de junio de 2022, ingresado en la Procuraduría General del Estado el 27 de los mismos mes 

y año, el Secretario General de la CGE remitió un listado que describe la gestión de control 

que ese organismo realizó y realiza a diferentes Federaciones Deportivas, así como al MD. 

Las acciones que la CGE se encuentra ejecutando son las siguientes: 

7 ERJAFE, publicado en el Registro Oficial No. 536 del 18 de marzo de 2002 
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Entidad Examinada Descripción Examen Fecha Desde Fecha Hasta 

MINISTERIO DEL 

DEPORTE 

a los recursos públicos 

transferidos a la Federación 

Ecuatoriana de Deportes 

Ecuestres y a la Liga 

Deportiva Cantonal de 

Mejía, por la Secretaría del 

Deporte, actual Ministerio 

del Deporte y entidades 

relacionadas 

2017-01-01 2021-12-31 

FEDERACIÓN 

ECUATORIANA DE 

DEPORTES PARA 

PERSONAS  CON 

DISCAPACIDAD 

VISUAL 

a los ingresos y gastos 

efectuados con los recursos 

transferidos desde el 

Ministerio del Deporte 

2018-01-02 2022-05-31 

 

 

1.9. De lo expuesto se observa que la entidad consultante y la SNP coinciden en precisar que 

las asignaciones de fondos públicos que el MD entrega a los diferentes organismos 

deportivos, que son entidades de derecho privado sin fines de lucro, deben ser destinados 

únicamente a la promoción del deporte, educación física y recreación, así como para la 

construcción y mantenimiento de la infraestructura y las necesidades complementarias para 

su adecuado desarrollo. 
 

Por su parte, la CGE y el MDT se abstuvieron de emitir criterio respecto a la materia 

de consulta, por considerar que no están facultados para establecer la forma en que se deben 

distribuir los recursos públicos que el MD asigna a los organismos deportivos privados. El 

MDT aclaró que los temas de orden presupuestario son de competencia del MEF. 
 

Si bien el MEF no atendió el requerimiento de esta procuraduría, del informe jurídico 

del MD consta que el MEF ha expresado que únicamente tiene competencia para la emisión 

de dictámenes presupuestarios para las entidades del sector público y que son de 

responsabilidad de las federaciones deportivas las obligaciones laborales que adquieran. 
 

2. Análisis. - 
 

Para facilitar el estudio de su consulta, el análisis se referirá a los siguientes puntos: 

i) jubilación patronal y obligación de los empleadores de efectuar las provisiones para su 

pago; ii) forma en que se integra el sector público, sus servidores, su presupuesto y el carácter 

público de sus recursos; y, iii) recursos públicos destinados al fomento del deporte. 
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2.1. Jubilación Patronal y obligación de los empleadores de efectuar las provisiones para 

su pago. - 

 

El primer inciso del artículo 216 del CT establece la jubilación patronal como un 

derecho de los trabajadores, y precisa que está a cargo de sus empleadores, en los siguientes 

términos: “Los trabajadores que por veinticinco años o más hubieren prestado servicios, 

continuada o interrumpidamente, tendrán derecho a ser jubilados por sus empleadores (…)” 

(el resaltado me corresponde). 

 

Sobre la materia, en pronunciamiento contenido en oficio No. 02471 de 27 de agosto 

de 2015, esta procuraduría analizó y concluyó: 

 
“(…) de conformidad con el artículo 216 del Código del Trabajo, la jubilación patronal 

es un derecho de los trabajadores que por veinticinco años o más hubieren prestado 

servicios, continuada o interrumpidamente al mismo empleador, aplicable a los 

empleadores privados y públicos, según se concluyó en el pronunciamiento contenido 

en oficio No. 11004 de 11 de diciembre de 2012; que se debe pagar cualquiera que sea la 

forma de terminación del contrato de trabajo, en forma independiente de la jubilación que 

le corresponde asumir al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social; y, consiste en una 

renta mensual vitalicia, calculada en la forma prevista en esa norma, que tiene por 

finalidad que el trabajador que cesa y deja de percibir su remuneración, cuente a futuro 

con un ingreso mensual que le permita satisfacer sus necesidades (el resaltado me 

corresponde). 

 

(…) 

 

Por lo expuesto y en atención a los términos de su consulta se concluye que, (…) La 

jubilación patronal se debe cancelar al personal de trabajadores de las empresas públicas 

que cumpla los requisitos previstos en el artículo 216 del Código del Trabajo (…)”. 

 

El pronunciamiento contenido en oficio No. 11004 de 11 de diciembre de 2012, al 

que se refiere el citado en el párrafo anterior, la Procuraduría General del Estado se refirió a 

la obligación de los empleadores públicos de efectuar las provisiones para el pago de la 

jubilación patronal de sus obreros. Dicho pronunciamiento concluyó: 

 
(..) las empresas públicas deben efectuar la provisión de la jubilación patronal y 

desahucio de sus empleados y obreros amparados por el Código del Trabajo, 

conforme a los artículos 216, 184 y 185 del Código del Trabajo, sin que ello 

contravenga la prohibición establecida por el artículo 22 de la Ley Orgánica de Empresas 

Públicas, referida al aporte de recursos públicos destinados a financiar fondos privados 

de jubilación o cesantía” (el resaltado me corresponde) 

 

De lo expuesto se observa que: i) la jubilación patronal es un derecho de los 

trabajadores que por veinticinco años o más hubieren prestado servicios, de forma continua 

o interrumpida, al mismo empleador; y ii) la jubilación patronal es una obligación del 
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empleador, por lo que a él corresponde realizar la provisión de los recursos necesarios para 

efectuar su pago. 

 

2.2. Forma en que se integra el sector público, sus servidores, su presupuesto y el 

carácter público de sus recursos. - 

 

2.2.1. Sector público y servidores públicos. - 

 

La forma en que se integra el sector público es la prevista por el artículo 225 de la 

CRE, según el cual comprende: 

 

“1. Los organismos y dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial, 

Electoral y de Transparencia y Control Social. 

2. Las entidades que integran el régimen autónomo descentralizado. 

3. Los organismos y entidades creados por la Constitución o la ley para el ejercicio de la 

potestad estatal, para la prestación de servicios públicos o para desarrollar actividades 

económicas asumidas por el Estado. 

4. Las personas jurídicas creadas por acto normativo de los gobiernos autónomos 

descentralizados para la prestación de servicios públicos”. 

 

Concordante, el primer inciso del artículo 229 de la CRE, define a los servidores 

públicos como “todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, 

presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector público”. En 

idéntico sentido consta en el artículo 4 de la Ley Orgánica del Servicio Público8 (en adelante 

LOSEP). Adicionalmente, el tercer inciso de la mencionada norma constitucional reserva la 

aplicación del CT en el sector público para los obreros. 

 
En dicho contexto, el penúltimo inciso del artículo 3 de la LOSEP, que trata sobre su 

ámbito de aplicación, al referirse al personal de los organismos establecidos en la LDEFR 

señala que: “se observará lo previsto en la misma y esta ley en lo que fuere aplicable”. 

 

2.2.2. Presupuesto General del Estado y recursos públicos. - 

 

Respecto al Presupuesto General del Estado, el artículo 292 de la CRE dispone que 

es el instrumento para la “determinación y gestión de los ingresos y egresos del Estado, e 

incluye todos los ingresos y egresos del sector público” (el resaltado me corresponde). 

 

Las fases del presupuesto y los principios a los que se sujeta constan regulados por el 

COPLAFIP, cuyo artículo 5 en su numeral 1 se refiere a la sujeción del presupuesto a la 

planificación. Así, dicha norma prevé que la programación, formulación, aprobación, 

asignación, “ejecución, seguimiento y evaluación del Presupuesto General del Estado, los 

demás presupuestos de las entidades públicas y todos los recursos públicos, se sujetarán a 
 

 

8 LOSEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 2010. 
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los lineamientos de la planificación del desarrollo” de todos los niveles de gobierno (el 

resaltado me corresponde). 

 

Adicionalmente, el artículo 70 del COPLAFIP define al Sistema Nacional de 

Finanzas Públicas (en adelante SINFIP) como “el conjunto de normas, políticas, 

instrumentos, procesos, actividades, registros y operaciones que las entidades y organismos 

del Sector Público, deben realizar con el objeto de gestionar en forma programada los 

ingresos, gastos y financiamiento públicos”, cuya rectoría corresponde al Presidente de la 

República, quien la ejercerá a través del MEF, de acuerdo con el artículo 71 ibídem (el 

resaltado me corresponde). 

 

El artículo 74 del COPLAFIP incluye entre las atribuciones y deberes del MEF, como 

ente rector del SINFIP9, la siguiente: 

 
“13. Requerir a las entidades, instituciones, organismos y personas de derecho 

público y/o privado, la información sobre la utilización de los recursos públicos; en 

coordinación con el ente rector de la planificación nacional; (el resaltado me 

corresponde). 

 

Agrega el inciso final del artículo 87 reformado del Reglamento General del 

COPLAFIP10 (en adelante RCOPLAFIP) que: “En los presupuestos de las entidades 

públicas se deberán prever las asignaciones para el cumplimiento de sus obligaciones 

legales tanto las convencionales como las contractuales, incluyendo las obligaciones de 

ejercicios anteriores (…)” (el resaltado me corresponde). 

 

En relación a la definición de “recursos públicos”, el inciso primero del artículo 3 de 

la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado11 (en adelante LOCGE) establece que 

se entenderán por aquellos a “todos los bienes, fondos, títulos, acciones, participaciones, 

activos, rentas, utilidades, excedentes, subvenciones y todos los derechos que pertenecen al 

Estado y a sus instituciones”, sea cual fuere la fuente de la que procedan, inclusive los 

provenientes de préstamos, donaciones y entregas que, a cualquier otro título, realicen a favor 

del Estado o de sus instituciones, personas naturales o jurídicas u organismos nacionales o 

internacionales (el resaltado me corresponde). 

 

El inciso primero del artículo 4 de la LOCGE, sobre el régimen de control de las 

personas jurídicas con participación estatal, establece que están sometidas al control de la 

 

9 COPLAFIP, “Art. 70.- Sistema Nacional de Finanzas Públicas (SINFIP). - El SINFIP comprende el conjunto de 

normas, políticas, instrumentos, procesos, actividades, registros y operaciones que las entidades y organismos del 

Sector Público, deben realizar con el objeto de gestionar en forma programada los ingresos, gastos y financiamiento 

públicos, con sujeción al Plan Nacional de Desarrollo y a las políticas públicas establecidas en esta Ley. 

Todas las entidades, instituciones y organismos comprendidos en los artículos 225, 297 y 315 de la Constitución de la 

República se sujetarán al SINFIP, en los términos previstos en este código, sin perjuicio de la facultad de gestión 

autónoma de orden administrativo, económico, financiero, presupuestario y organizativo que la Constitución o las 

leyes establecen para determinadas entidades”. 
10 RCOPLAFIP, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 383 de 26 de noviembre de 2014. 
11 LOCGE, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 595 de 12 de junio de 2022. 
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CGE “exclusivamente sobre los bienes, rentas u otras subvenciones de carácter público de 

que dispongan, cualquiera sea su monto”, de conformidad con lo dispuesto en el inciso 

segundo del artículo 211 de la CRE. 

 

De lo manifestado se desprende que: i) son servidores públicos quienes realicen 

actividades en las entidades que integran el sector público definido por la CRE; ii) en los 

presupuestos de las entidades públicas se deben prever las asignaciones para el cumplimiento 

de sus obligaciones; y, iii) las personas jurídicas privadas, que por previsión de la ley pueden 

recibir recursos públicos, están sometidas al control de la CGE respecto de los bienes, rentas 

u otras subvenciones de carácter público de que dispongan. 

 

2.3. Recursos públicos destinados al fomento del deporte. - 

 

De acuerdo con los artículos 82 y 226 de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica 

se garantiza a través de la existencia de normas previas, claras y públicas, aplicadas por las 

autoridades competentes, considerando para el efecto que las instituciones del Estado, sus 

organismos, dependencias, los servidores públicos y las personas que actúan en virtud de una 

potestad estatal deben ejercer solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas 

en la CRE y la ley, evitando así la discrecionalidad. 

 

El artículo 381 de la CRE, que trata sobre la cultura física y el tiempo libre, confiere 

al Estado el deber de promover el deporte, garantizar el acceso a él, auspiciar la preparación 

de deportistas y garantizar los recursos e infraestructura para el efecto y su distribución 

equitativa, según se aprecia de su tenor que dispone: 

 
“El Estado protegerá, promoverá y coordinará la cultura física que comprende el deporte, 

la educación física y la recreación, como actividades que contribuyen a la salud, 

formación y desarrollo integral de las personas; impulsará el acceso masivo al deporte y 

a las actividades deportivas a nivel formativo, barrial y parroquial; auspiciará la 

preparación y participación de los deportistas en competencias nacionales e 

internacionales, que incluyen los Juegos Olímpicos y Paraolímpicos; y fomentará la 

participación de las personas con discapacidad. 

 

El Estado garantizará los recursos y la infraestructura necesaria para estas 

actividades. Los recursos se sujetarán al control estatal, rendición de cuentas y 

deberán distribuirse de forma equitativa” (el resaltado me corresponde). 

 

Por otro lado, el artículo 2 de la LDEFR, al referirse a su objeto, determina que sus 

disposiciones son de orden público e interés social y regulan “el deporte, educación física y 

recreación”; además de establecer “las normas a las que deben sujetarse estas actividades 

para mejorar la condición física de toda la población, contribuyendo así, a la consecución 

del Buen Vivir”. 



MINISTERIO DEL DEPORTE 

01474- 2022 

Página. 10 

 

 

El artículo 6 de la LDEFR, sobre la autonomía de las organizaciones deportivas, su 

sujeción a la planificación nacional y control respecto de los fondos públicos que reciban o 

administren, establece que: 

“Se reconoce la autonomía de las organizaciones deportivas y la administración de los 

escenarios deportivos y demás instalaciones destinadas a la práctica del deporte, la 

educación física y recreación, en lo que concierne al libre ejercicio de sus funciones. 

Las organizaciones que manteniendo su autonomía, reciban fondos públicos o 

administren infraestructura deportiva de propiedad del Estado deberán 

enmarcarse en la Planificación Nacional y Sectorial, sometiéndose además a las 

regulaciones legales y reglamentarias, así como a la evaluación de su gestión y 

rendición de cuentas. Las organizaciones deportivas que reciban fondos públicos 

responderán sobre los recursos y los resultados logrados a la ciudadanía, el gobierno 

autónomo descentralizado competente y el Ministerio Sectorial” (el resaltado me 

corresponde) 

El carácter privado de las organizaciones deportivas y sus federaciones consta 

expresamente establecido por los artículos 15 primer inciso y 35 de la LDEFR, que en su 

orden señalan: 

“Art. 15.- De las organizaciones deportivas.- Las organizaciones que contemple esta 

Ley son entidades de derecho privado sin fines de lucro con finalidad social y 

pública, tienen como propósito, la plena consecución de los objetivos que ésta contempla 

en los ámbitos de la planificación, regulación, ejecución y control de las actividades 

correspondientes, de acuerdo con las políticas, planes y directrices que establezca el 

Ministerio Sectorial” (el resaltado me corresponde). 

“Art. 35.- Las Federaciones Deportivas Provinciales son organizaciones deportivas 

sin fines de lucro que se rigen por un régimen especial denominado Régimen de 

Democratización y Participación para cumplir con el fin social que les compete así como 

para recibir recursos económicos del Estado” (el resaltado me corresponde). 

En tal contexto, es pertinente considerar que el artículo 33 de la LDEFR define a las 

Federaciones Deportivas Provinciales como “las organizaciones que planifican, fomentan, 

controlan y coordinan las actividades de las asociaciones deportivas provinciales y ligas 

deportivas cantonales, quienes conforman su Asamblea General”, las cuales tienen entre 

otros deberes el “Administrar y mantener las instalaciones deportivas bajo su 

responsabilidad, así como facilitar el uso de las mismas de manera eficiente y solidaria”, 

según lo previsto en la letra a) del artículo 34 ibídem (el resaltado me corresponde). 

Concordante, el artículo 19 de la LDEFR contempla la obligación de las 

organizaciones deportivas que reciban recursos públicos de “presentar toda la información 

pertinente a su gestión financiera, técnica y administrativa al Ministerio Sectorial en el plazo 

que el reglamento determine”. 
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Adicionalmente, el artículo 23 de la LDEFR se refiere a la autogestión que 

corresponde realizar a las organizaciones deportivas para obtener recursos propios, y dispone 

que podrán implementar mecanismos para la obtención de recursos propios “los mismos que 

deberán ser obligatoriamente reinvertidos en el deporte, educación física y/o recreación, así 

como también, en la construcción y mantenimiento de infraestructura”. 

 

El inciso primero del artículo 13 de la LDEFR determina que el Ministerio Sectorial 

es el órgano rector y planificador del deporte, educación física y recreación, a quien le 

corresponde “establecer, ejercer, garantizar y aplicar las políticas, directrices y planes 

aplicables en las áreas correspondientes para el desarrollo del sector” (el resaltado me 

corresponde), según lo dispuesto en la CRE, las leyes, instrumentos internacionales y 

reglamentos aplicables; y, su artículo 14 establece las atribuciones del referido ministerio, 

entre las que constan: 

 
“c) Supervisar y evaluar a las organizaciones deportivas en el cumplimiento de esta 

Ley y en el correcto uso y destino de los recursos públicos que reciban del Estado, 

debiendo notificar a la Controlaría General del Estado en el ámbito de sus competencias; 

 

(…) 

 

f) Elaborar el presupuesto anual de los recursos públicos que provengan del 

Presupuesto General del Estado; para el deporte, educación física, recreación y 

distribuirlos. Así como definir la utilización de los recursos públicos entregados a 

las organizaciones deportivas, a través de los planes operativos anuales presentados por 

las mismas y aprobados por el Ministerio Sectorial de conformidad con la política del 

deporte, educación física y recreación; 

 

(…) 

 

k) Coordinar las obras de infraestructura pública para el deporte, la educación física 

y la recreación, así como mantener adecuadamente la infraestructura a su cargo, para lo 

cual podrá adoptar las medidas administrativas, técnicas y económicas necesarias, en 

coordinación con los gobiernos autónomos descentralizados” (el resaltado me 

corresponde). 

En este contexto, el artículo 130 de la LDEFR se refiere a las asignaciones de los 

fondos públicos por el MD a las organizaciones deportivas, su relación con la planificación 

nacional y la política definida por ese ministerio, y los criterios que se deben aplicar al efecto, 

y establece: 

“Art. 130.- Asignaciones. - (...) La distribución de los fondos públicos a las 

organizaciones deportivas estará a cargo del Ministerio Sectorial y se realizará de 

acuerdo a su política, su presupuesto, la planificación anual aprobada enmarcada en 

el Plan Nacional del Buen Vivir y la Constitución. 

Para la asignación presupuestaria desde el deporte formativo hasta de alto 

rendimiento, se considerarán los siguientes criterios: calidad de gestión sustentada en 



MINISTERIO DEL DEPORTE 

01474- 2022 

Página. 12 

 

 

una matriz de evaluación, que incluya resultados deportivos, impacto social del deporte 

y su potencial desarrollo, así como la naturaleza de cada organización. Para el caso de 

la provincia de Galápagos se considerará los costos por su ubicación geográfica (el 

resaltado me corresponde). 

Para la asignación presupuestaria a la educación física y recreación, se considerarán los 

siguientes criterios: de igualdad, número de beneficiarios potenciales, el índice de 

sedentarismo de la localidad y su nivel socioeconómico, así como la naturaleza de cada 

organización y la infraestructura no desarrollada. 

En todos los casos prevalecerá lo dispuesto en el artículo 4 de esta Ley y su Reglamento.” 

El destino de las rentas y de las asignaciones del Presupuesto General del Estado para 

el deporte consta regulado expresamente por el artículo 133 de la LDEFR, materia de su 

consulta, que dispone: 

“Constituyen rentas del deporte ecuatoriano: 

a) Las asignaciones que consten en el Presupuesto General del Estado para el 

Ministerio Sectorial que serán administradas por esta entidad, con excepción del gasto 

corriente de la institución, deberán ser destinadas para la promoción del deporte, 

educación física y recreación, así como para la construcción y mantenimiento de la 

infraestructura y las necesidades complementarias para su adecuado desarrollo; 

b) El monto de las multas que se causen por incumplimiento a esta Ley, de conformidad 

con el Reglamento que sobre este particular expida el Ministerio Sectorial, será 

transferido de forma inmediata al mismo, quién lo invertirá de conformidad con su 

política; 

c) Los recursos provenientes de convenios y acuerdos de asistencia técnica y financiera, 

suscritos con países, organismos, empresas o personas naturales o jurídicas nacionales o 

extranjeras; así como los legados y donaciones aceptados con beneficio de inventario; y, 

d) Otros ingresos que se establezcan en las leyes u otras normas jurídicas (el resaltado me 

corresponde). 

Según el tenor de la norma previamente transcrita, las asignaciones que consten en el 

Presupuesto General del Estado para promover el deporte están destinadas únicamente a: i) 

la promoción del deporte, educación física y recreación; y, ii) la construcción y 

mantenimiento de la infraestructura y las necesidades complementarias para su adecuado 

desarrollo. 

Si bien la LDEFR y su reglamento no definen lo que debe entenderse por promoción 

del deporte ni establecen su alcance y limitaciones, confieren al MD el carácter de órgano 

rector en la materia y le asignan atribuciones para definir políticas y efectuar la respectiva 

planificación a la que quedan sujetos los organismos que reciben fondos públicos o 

administran infraestructura deportiva del Estado. 
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Así, el artículo 1 del Reglamento Sustitutivo al Reglamento General de la LDEFR12 

(en adelante RLDEFR) señala que tiene por objeto el desarrollo y aplicación de la ley, “siendo 

de observancia obligatoria para las entidades y personas previstas en ella”. El artículo 2 

ibídem agrega que las entidades que reciben fondos públicos o administren infraestructura 

deportiva de propiedad del Estado o que su mantenimiento o pago de servicios básicos con 

cargo a dichos bienes se realice con recursos estatales, “deberán enmarcarse en la 

planificación emitida por el órgano rector deportivo, así como a la evaluación de su gestión 

y rendición de cuentas” (el resaltado me corresponde). 

Adicionalmente, el artículo 54 del RLDEFR contempla que cuando el organismo 

deportivo haya solicitado recursos públicos para aplicarlos en la preparación de deportistas 

en competencias nacionales o internaciones, así como temas administrativos o de 

mantenimiento, tendrá la obligación de remitir a la Entidad Rectora del Deporte la 

información generada respecto a la aplicación de dichos recursos, en la forma y tiempo que 

Finalmente, se observa que el artículo 22 del Código Orgánico Administrativo13 

(en adelante COA), respecto a los principios de seguridad jurídica y confianza legítima 

establece que las administraciones públicas actuarán bajo los criterios de certeza y 

previsibilidad, precisando que: 

 

“la actuación administrativa será respetuosa con las expectativas que 

razonablemente haya generado la propia administración pública en el pasado. La 

aplicación del principio de confianza legítima no impide que las admiraciones 

puedan cambiar, de forma motivada, la política o el criterio que emplearan 

en el futuro” (el resaltado me corresponde) 

 
De lo expuesto se desprende que: i) las organizaciones deportivas y sus federaciones, 

según la LDEFR, son entidades de derecho privado sin fines de lucro que no integran el sector 

público, ni su personal tiene el carácter de servidores u obreros públicos; ii) las organizaciones 

deportivas y federaciones tienen el carácter de empleadoras respecto de su personal, y por lo 

tanto, tienen la obligación de efectuar oportunamente las provisiones y el pago de las 

jubilaciones patronales de sus trabajadores; iii) el MD es el órgano rector y planificador del 

Estado en materia de deporte, educación física y recreación, al que compete definir las 

políticas sobre el tema, considerando que el artículo 133 de la LDEFR establece expresamente 

el destino de los recursos públicos en materia de deporte; iv) las políticas públicas en materia 

de deporte deben definir expresamente el alcance y limitaciones de aquello que se debe 

entender por promoción del deporte; v) el COA permite a las administraciones públicas 

cambiar motivadamente la política pública a futuro; y, vi) corresponde a la CGE controlar 

que los recursos públicos observen el destino previsto por la ley, y al MDT precautelar el 

efectivo goce de los derechos de los trabajadores. 
 

 

 
 

12 RLDEFR, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 268 de 17 de agosto de 2020. 
13 COA, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 7 de julio de 2017. 
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3. Pronunciamiento. -

Del análisis jurídico efectuado, respecto a su consulta se concluye que, de acuerdo 

con el tenor de la letra a) del artículo 133 de la Ley del Deporte, Educación Física y 

Recreación, las asignaciones de recursos públicos del Presupuesto General del Estado en 

materia de deporte únicamente se pueden destinar a los fines previstos en esa norma, que son 

la promoción del deporte, educación física y recreación, y la construcción y mantenimiento 

de la infraestructura y las necesidades complementarias para su adecuado desarrollo. En tal 

virtud, no compete al Ministerio del Deporte planificar la asignación de recursos públicos 

para financiar o asumir obligaciones laborales de aquellos trabajadores respecto de los cuales 

no tenga la calidad de empleador, como es el caso de las obligaciones patronales de 

organizaciones y federaciones deportivas privadas. De ser el caso, y conforme prevé el 

artículo 22 del Código Orgánico Administrativo, ese ministerio deberá adecuar sus políticas 

públicas a la ley. 

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de 

la entidad consultante, su aplicación a los casos institucionales específicos. 

Atentamente, 

IÑIGO FRANCISCO 

ALBERTO 
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IÑIGO FRANCISCO ALBERTO 
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Oficio Nº 19532 
 

 

Quito, DM., 22 de julio de 2022 

 

Señor doctor 

Santiago Mauricio Guarderas Izquierdo, 

ALCALDE METROPOLITANO, 

MUNICIPIO DEL DISTRITO METROPOLITANO DE QUITO. 

Ciudad. - 

 

De mi consideración: 

 

Me refiero a su oficio No. GADDMQ-AM-2022-0833-OF de 18 de mayo de 2022, 

ingresado en el correo institucional único de la Procuraduría General del Estado al día 

siguiente, mediante el cual usted formuló la siguiente consulta: 

 

“¿La competencia para examinar, evaluar, auditar y controlar la asignación de uso 

del suelo, forma de ocupación, edificabilidad y aprovechamiento del suelo, de los 

planes parciales, planes especiales, PAUES (sic), PUA y coeficientes en Plan de Uso 

y Ocupación del Suelo (PUOS); a las resoluciones administrativas e informes para 

las transformaciones de uso, forma de ocupación, edificabilidad y aprovechamiento 

del suelo; planificación urbanística, y a sus respectivas ordenanzas, corresponde a 

la Contraloría General del Estado o a la Superintendencia de Ordenamiento 

Territorial, Uso y Gestión del Suelo?”. 

1. Antecedentes. - 

 

1.1. Mediante oficio No. 18856 de 27 de mayo de 2022, este organismo solicitó a usted se 

sirva disponer que el Procurador Metropolitano del Municipio del Distrito Metropolitano de 

Quito (en adelante GADM Quito) amplíe el informe jurídico que se acompañó a la consulta, 

lo que fue atendido con oficio No. GADDMQ-AM-2022-0916-OF de 6 de junio de 2022, 

recibido al día siguiente, al que se adjuntó el oficio No. GADDMQ-PM-2022-2127-O de 06 

de junio de 2022. 

 

1.2. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender su consulta, mediante 

oficios Nos. 19005, 19006, 19007 y 19008 de 07 de junio de 2022, este organismo solicitó 

los criterios jurídicos institucionales sobre la materia de la consulta a la Contraloría General 

del Estado (en adelante CGE), la Secretaría Nacional de Planificación (en adelante SNP), la 

Superintendencia de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo (en adelante SOT) y 

la Asociación de Municipalidades Ecuatorianas (en adelante AME), respectivamente. Con 

oficios Nos. 19192, 19193 y 19194 de 21 de junio de 2022, se insistió en dichos 

requerimientos a la SNP, a la CGE y a la AME. 

 

1.3. Los requerimientos de este organismo fueron atendidos mediante comunicaciones 

recibidas en el correo institucional único de esta entidad, en su orden, por el Superintendente 

de la SOT, con oficio No. SOT-DS-0039-2022-O de 14 de junio de 2022, recibido al día 
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siguiente; por el Secretario Nacional de Planificación, a través de oficio No. SNP-SNP-2022- 

0515-OF de 22 de junio de 2022, ingresado el 24 de los mismos mes y año, al que se adjuntó 

el memorando No. SNP-CGAJ-2022-0311-M de 21 de junio de 2022 suscrito por la 

Coordinadora General de Asesoría Jurídica; y, por el Director Nacional Jurídico de la CGE, 

mediante oficio No. 275-DNJ-2022 de 22 de junio de 2022, recibido el 24 de los mismos mes 

y año. Por su parte, la AME no remitió su criterio jurídico sobre la materia de la consulta, 

pese a la insistencia cursada por esta Procuraduría. 

 

1.4. El informe jurídico inicial del GADM Quito, contenido en oficio No. GADDMQ-PM- 

2022-1885-O de 17 de mayo de 2022, citó los artículos 212, 213, 240, 264, 266 y 425 de la 

Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante CRE); 1, 8, 18, 19 y 89 letra b) de la 

Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado2 (en adelante LOCGE); 95, 96, 97, 98 y 

99 letra c) de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo3 (en 

adelante LOOTUGS); 6 letras a), j) y k), 7, 55 letras a), b), c) y g), 85, 86 y 87 del Código 

Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización4 (en adelante 

COOTAD); 2 y 11 de la Ley Orgánica de Régimen para el Distrito Metropolitano de Quito5 

(en adelante LORDMQ); y, 20, 89, 122, 123 y 124 del Código Orgánico Administrativo6 (en 

adelante COA). 

 

El mencionado informe jurídico GADM Quito, en el subnumeral 2.1 de su acápite 2 

“Antecedentes” se refirió a la orden de trabajo No. 0012-DNA5-GAD-2021 de 29 de 

septiembre de 2021, a través de la cual, la CGE inició un examen especial a la asignación de 

uso del suelo, forma de ocupación, edificabilidad y aprovechamiento del suelo, de los planes 

parciales, planes especiales, PUAES, PUA y coeficientes en Plan de Uso y Ocupación del 

Suelo (PUOS); a las resoluciones administrativas e informes para las transformaciones de 

uso, forma de ocupación, edificabilidad y aprovechamiento del suelo; al cálculo y pago de la 

contribución y/o concesión onerosa producida por la planificación urbanística; y a sus 

respectivas ordenanzas, en el GADM Quito, por el periodo comprendido entre el 1 de enero 

de 2016 y el 31 de agosto de 2021. Adicionalmente, en el subnumeral 2.2.2 del acápite “2.2. 

Informes técnicos”, citó el oficio No. SOT-DS-0018-2022-O de 22 de marzo de 2022 del 

Superintendente de la SOT, que contiene una exposición general sobre las competencias de 

ese organismo, en respuesta a las consultas realizadas por el Secretario de Territorio, Hábitat 

y Vivienda del GADM Quito (en adelante STHV). Con tales antecedentes, el informe jurídico 

concluyó: 

 
“6. Criterio Jurídico 

Sobre la base de la documentación e informes remitidos a esta procuraduría y analizados; 

y, en función a la estricta aplicación de la normativa invocada, es criterio de la 

Procuraduría Metropolitana que el control y vigilancia de las actuaciones sometidas a un 

examen especial por parte de la Contraloría General del Estado sobre la asignación de 

uso del suelo, forma de ocupación, edificabilidad y aprovechamiento del suelo, de los 

 

1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOCGE, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 595 de 12 de junio de 2002. 
3 LOOTUGS, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No.790 de 05 de julio de 2016. 
4 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010. 
5 LORDMQ, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 345 de 27 de diciembre de 1993. 
6 COA, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 07 de julio de 2017. 
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Planes Parciales, Planes Especiales, PUAES, PUA y coeficientes en Plan de Uso y 

Ocupación del Suelo (PUOS); a las resoluciones administrativas e informes para las 

transformaciones de uso, forma de ocupación, edificabilidad y aprovechamiento del 

suelo; al cálculos y pago de la contribución y/o concesión onerosa producida por la 

planificación urbanística; y a sus respectivas ordenanzas, en el municipio del distrito 

metropolitano de quito, por el periodo comprendido entre el 1 de enero de 2016 al 31 de 

agosto de 2021’, le corresponden exclusivamente a la Superintendencia de Ordenamiento 

Territorial, Uso y Gestión del Suelo, de acuerdo con las facultades otorgadas en la Ley 

Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo, y no a la Contraloría 

General del Estado, en aplicación del artículo 425 de la Constitución de la República por 

aplicación del principio de competencia, y al pronunciamiento emitido por el 

Superintendente de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo constante en el 

oficio SOT-DS-0018-2022-O de 22 de marzo de 2022”. 

 

Al ampliar su informe jurídico, el Procurador Metropolitano del GADM Quito citó, 

adicionalmente, los artículos 1, 226, 375 y 376 de la CRE; 92 de la LOCGE; 92 numeral 3 de 

la LOOTUGS; y, 13 de la Resolución del Concejo Metropolitano C0747 (en adelante 

Resolución 074), con fundamento en los cuales refirió el criterio de la STHV y analizó lo 

siguiente: 

 

“(…) Es preciso contextualizar lo afirmado por la STHV, cuyo Secretario en términos 

generales afirma que toda la información solicitada por el equipo de auditoría se refiere a 

la planificación urbana, a las actuaciones y procesos de ordenamiento territorial del uso y 

la gestión del suelo, de su forma de ocupación, edificabilidad y aprovechamiento del 

suelo, de los instrumentos de planificación complementaria, de las asignaciones de 

edificabilidad e instrumentos de financiamiento urbano, que por ley deben ser vigilados 

y controlados por la Superintendencia de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de 

Suelo. En este sentido, también afirma que la vigilancia y control de todos los aspectos 

auditados y comentados por el equipo de auditoría de la Contraloría General del Estado 

corresponden de manera exclusiva a la Superintendencia de Ordenamiento Territorial, 

Uso y Gestión del Suelo, conforme la base legal transcrita. De esta manera, el máximo 

personero de la STHV analiza que no existen actuaciones, operaciones o actividades 

que involucren la utilización de recursos públicos del Municipio del Distrito 

Metropolitano de Quito y que puedan ser sometidos a un examen especial por parte 

de la Contraloría General del Estado (el resaltado me corresponde). 

 

(…) 

 

Sobre el estado de la acción de control iniciado por la Contraloría General del 

Estado y formulación de recomendaciones 
 

(…) 

 

2. Orden de Trabajo No. 0012-DNA5-GAD-2021 de 29 de septiembre de 2021 
 

 

 
7 Resolución 074, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. C074 de 08 de marzo de 2016. 
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(…) se ha desarrollado la lectura del borrador del informe de este examen especial 

efectuado el 22 de abril de 2022, vía zoom. 

 

Hasta la presente fecha no se ha comunicado ni ha notificado la aprobación del informe, 

tampoco existen recomendaciones en los términos del artículo 92 de la Ley Orgánica de 

la Contraloría General del Estado (…)”. 

 

1.5. El criterio jurídico de la SOT, además de las normas invocadas por el GADM Quito, citó 

los artículos 211 de la CRE; 116 del COOTAD; 2 y 9 de la LOOTUGS y 65, 66 y 71 de su 

reglamento8 (en adelante RLOOTUGS); y, 2 de la LOCGE, luego de lo cual concluyó: 

 
“1. Con la vigencia de la LOOTUGS, corresponde a la Superintendencia de 

Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo la vigilancia y control técnico de 

los procesos de ordenamiento territorial, del uso y gestión del suelo, forma de ocupación, 

edificabilidad y aprovechamiento del suelo, de los instrumentos de planificación 

complementaria, asignaciones de edificabilidad e instrumentos de financiamiento urbano, 

entre ellos ‘la asignación de uso del suelo, forma de ocupación, edificabilidad y 

aprovechamiento del suelo, de los planes parciales, planes especiales, PAUES, PUA 

y coeficientes en Plan de Uso y Ocupación del Suelo (PUOS); a las resoluciones 

administrativas e informes para las transformaciones de uso, forma de ocupación, 

edificabilidad y aprovechamiento del suelo; planificación urbanística, y a sus 

respectivas ordenanzas’. Esta competencia la ejerce a través de acciones no 

programadas y programadas en los planes anuales de control y vigilancia, sobre el 

cumplimiento de los mandatos constitucionales, legales, lineamientos, estrategias, 

normas y demás regulaciones técnicas que emiten las instituciones que forman parte del 

Régimen Institucional (el resaltado me corresponde). 

 

2. La Superintendencia posee facultades sancionatoria, de remediación y ejecución que 

le permiten definir responsabilidades administrativas definidas técnicamente, por los 

regímenes institucionales legales y procesos internos”. 

 

1.6. Por su parte, el criterio jurídico de la SNP citó, además de las normas señaladas por la 

municipalidad consultante, el artículo 26 del COPLAFIP y se abstuvo de expresar criterio 

jurídico, y expuso que no es competente para pronunciarse sobre los ámbitos de control de 

dos entidades públicas “cuyas competencias están expresamente previstas en la Constitución 

de la República, Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado y Ley Orgánica de 

Ordenamiento Territorial, [Uso] y Gestión de Suelo, respectivamente”. 

 

1.7. Finalmente, el criterio jurídico de la CGE manifestó que ese organismo técnico de control 

tiene competencia para realizar la acción de auditoría a la asignación de uso del suelo, forma 

de ocupación, edificabilidad y aprovechamiento del suelo, de los planes parciales, planes 

especiales, PAUES, PUA y coeficientes en Plan de Uso y Ocupación del Suelo (PUOS); a las 

resoluciones administrativas e informes para las transformaciones de uso, forma de 

ocupación, edificabilidad y aprovechamiento del suelo; planificación urbanística, y a sus 

respectivas ordenanzas, “para examinar, verificar y evaluar las actuaciones administrativas 

 
8 RLOOTUGS, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 460 de 03 de abril de 2019. 
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y la correcta utilización de los recursos públicos”. Adicionalmente, el criterio jurídico agrega 

que: 

 
“(…) revisada la base legal citada por el Municipio de Quito, en ésta no existe la facultad 

de la Superintendencia de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de Suelo, de 

ejecutar acciones de auditoría gubernamental sobre el uso y asignación del suelo que 

es indiscutiblemente un recurso público, facultad que sí la tiene la Contraloría General 

del Estado dentro del marco de la normativa Constitucional y Legal anteriormente citada 

(el resaltado me corresponde). 

 

Finalmente, es necesario hacer notar que, como ha sido informado por la unidad 

administrativa correspondiente, la acción de control motivo de la consulta remitida, ha 

sido culminada y sus resultados se encuentran en el Informe No. DNA5-GAD-0044-2022 

aprobado el 13 de junio de 2022”. 

 

1.8. De los criterios jurídicos previamente citados se aprecia que, la entidad consultante y la 

SOT coinciden en que respecto de las municipalidades el control y vigilancia de las 

actuaciones que realicen en materia de asignación de uso del suelo, forma de ocupación, 

edificabilidad y aprovechamiento del suelo, de los Planes Parciales, Planes Especiales, 

PUAES, PUA y coeficientes en Plan de Uso y Ocupación del Suelo (PUOS); las resoluciones 

administrativas e informes para las transformaciones de uso, forma de ocupación, 

edificabilidad y aprovechamiento del suelo; al cálculos y pago de la contribución y/o 

concesión onerosa producida por la planificación urbanística; y a sus respectivas ordenanzas 

le corresponden exclusivamente a esa Superintendencia. 

Precisa la SOT que a partir de la vigencia de la LOOTUGS esa superintendencia 

ejerce sus competencias en las materias reguladas por esa ley, y a través de acciones no 

programadas y programadas en los planes anuales de control y vigilancia con competencia 

para sancionar, remediar y ejecutar, que le permiten definir responsabilidades 

administrativas. 

Por su parte, el criterio jurídico de la CGE difiere de la consultante y expresa que la 

CGE es el organismo técnico de control que tiene competencia para realizar la acción de 

auditoría a la asignación de uso del suelo, forma de ocupación, edificabilidad y 

aprovechamiento del suelo, de los planes parciales, planes especiales, PAUES, PUA y 

coeficientes en Plan de Uso y Ocupación del Suelo (PUOS); a las resoluciones 

administrativas e informes para las transformaciones de uso, forma de ocupación, 

edificabilidad y aprovechamiento del suelo; planificación urbanística, y a sus respectivas 

ordenanzas, a fin de examinar, verificar y evaluar las actuaciones administrativas y la correcta 

utilización de los recursos públicos. Agrega que la SOT no tiene facultad ejecutar acciones 

de auditoría gubernamental sobre el uso y asignación del suelo, al ser un recurso público; y, 

añade que la CGE ha concluido su acción de control a la municipalidad de Quito, cuyos 

resultados y recomendaciones se encuentran en el Informe No. DNA5-GAD-0044-2022 

aprobado el 13 de junio de 2022, cuyo texto consta en la página web de la CGE. 



 

 

MUNICIPIO DE QUITO 

01469 -2022 

Página. 6 

 

Finalmente, la SNP expuso en forma general que no es competente para pronunciarse 

sobre los ámbitos de control de dos entidades públicas. 

 

2.- Análisis. - 

 
Para facilitar el estudio de la consulta planteada el análisis abordará los siguientes 

puntos: i) competencia de los GAD en materia de ordenamiento territorial y aprobación de 

las disposiciones aplicables a la materia; ii) ámbito de control de la CGE previsto en la CRE 

y la LOCGE; iii) ámbito de control de la SOT previsto en la CRE y la LOOTUGS; y, iv) 

aplicación de las reglas de solución de antinomias. 

 
2.1. Competencia de los GAD en materia de ordenamiento territorial y aprobación de 

las disposiciones aplicables a la materia. - 

 
De conformidad con los artículos 238 y 240 de la CRE, los gobiernos autónomos 

descentralizados (en adelante los GAD), entre ellos las municipalidades y distritos 

metropolitanos, gozan de “autonomía política, administrativa y financiera”, y tienen 

“facultades legislativas en el ámbito de sus competencias y jurisdicciones territoriales”, en 

concordancia con lo establecido en los artículos 53 y 83 del COOTAD. 

 
Según el artículo 241 de la CRE: “La planificación garantizará el ordenamiento 

territorial y será obligatoria en todos los gobiernos autónomos descentralizados”. En este 

sentido, entre las competencias exclusivas de los GAD municipales y metropolitanos, los 

numerales 1, 2 y 9 del artículo 264 de la CRE, en armonía con las letras a), b) e i) del artículo 

55 y el artículo 85 del COOTAD incluyen las relacionadas con la planificación y 

ordenamiento territorial cantonal, control del uso de suelo y administración de catastros, en 

los siguientes términos: 

 
“1. Planificar el desarrollo cantonal y formular los correspondientes planes de 

ordenamiento territorial, de manera articulada con la planificación nacional, regional, 

provincial y parroquial, con el fin de regular el uso y la ocupación del suelo urbano y 

rural. 

 

2. Ejercer el control sobre el uso y ocupación del suelo en el cantón. 

(…) 

9. Formar y administrar los catastros inmobiliarios urbanos y rurales”. 

 
Por su parte, el inciso segundo del artículo 5 del COOTAD señala que la autonomía 

política de los GAD “Se expresa en el pleno ejercicio de las facultades normativas y 

ejecutivas sobre las competencias de su responsabilidad”, y en tal contexto, la letra k) del 

artículo 6 ibídem prohíbe a cualquier autoridad o funcionario ajeno “Emitir dictámenes o 

informes respecto de las normativas de los respectivos órganos legislativos”. En este orden 
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de ideas, el inciso primero del artículo 7 ibídem otorga a los concejos metropolitanos y 

municipales la capacidad para dictar ordenanzas, conforme lo previsto por los artículos 29 

letra a) y 53 del COOTAD. 

 
Es necesario precisar que los instrumentos complementarios de planificación 

urbanística, como son los Proyectos Urbanísticos Arquitectónicos Especiales9 (en adelante 

PUAES), los Proyectos Urbanísticos Arquitectónicos (en adelante PUA) y los coeficientes en 

Plan de Uso y Ocupación del Suelo (PUOS) fueron diseñados antes de la promulgación de la 

LOOTUGS. 

 
La LOOTUGS, expedida en 2016, creó la SOT e introdujo diversos instrumentos de 

planificación urbanística y de financiamiento del desarrollo urbano, entre los cuales constan 

la asignación de uso del suelo10 en las categorías de uso principal, complementario, 

restringido y prohibido, conforme con su clasificación urbano y rural determinada en los 

respectivos planes de uso y gestión de suelo (en adelante PUGS); la forma de ocupación del 

suelo, entendida como la distribución del volumen edificable11, la edificabilidad y 

aprovechamiento del suelo, referida a la capacidad de aprovechamiento constructivo atribuida 

al suelo12; los planes parciales, que tienen por objeto la regulación urbanística y de gestión de 

suelo detallada para los polígonos en suelo urbano y rural13; y, los planes especiales14, que 

 
9 El artículo 26 de la Ordenanza Metropolitana No. 432 modificatoria de la Ordenanza Metropolitana No. 172, del Régimen 

Administrativo del Suelo en el Distrito Metropolitano de Quito, sancionada el 20 de septiembre de 2013, define a los proyectos 

urbanísticos arquitectónicos especiales como instrumentos de planificación urbanística arquitectónica de iniciativa pública o privada 

que podrán contar con determinaciones de ocupación y edificabilidad diferentes o las establecidas en el PUOS, siempre que 

constituyan aportes urbanísticos, que mejoren las contribuciones de áreas verdes y espacios públicos, la imagen urbana y el paisaje, 

y contribuyan al mantenimiento de las áreas naturales. 
10 LOOTUGS Art. 21.- Uso. El uso es la destinación asignada al suelo, conforme con su clasificación y subclasificación, previstas en 

esta Ley. Los usos serán determinados en los respectivos planes de uso y gestión de suelo y en sus instrumentos complementarios. 

Art. 22.- Uso general. Uso general es aquel definido por el plan de uso y gestión de suelo que caracteriza un determinado ámbito 

espacial, por ser el dominante y mayoritario. Art. 23.- Usos específicos. Usos específicos son aquellos que detallan y particularizan 

las disposiciones del uso general en un predio concreto, conforme con las categorías de uso principal, complementario, restringido 

y prohibido. En el plan de uso y gestión de suelo el régimen de usos específicos se clasificará en las siguientes categorías: 1. Uso 

principal. Es el uso específico permitido en la totalidad de una zona. 2. Uso complementario. Es aquel que contribuye al adecuado 

funcionamiento del uso principal, permitiéndose en aquellas áreas que se señale de forma específica. 3. Uso restringido. Es aquel 

que no es requerido para el adecuado funcionamiento del uso principal, pero que se permite bajo determinadas condiciones. 4. Uso 

prohibido. Es aquel que no es compatible con el uso principal o complementario, y no es permitido en una determinada zona. Los 

usos que no estén previstos como principales, complementarios o restringidos se encuentran prohibidos. Los usos urbanos 

específicos, que no hayan sido definidos previamente en el plan de uso y gestión de suelo, serán determinados mediante el 

desarrollo del correspondiente plan parcial definido en esta Ley. El régimen de usos previsto para el suelo urbano y rural de 

protección y el rural de aprovechamiento extractivo y de producción tendrán en cuenta lo que para el efecto señale la legislación 

nacional aplicable (el resaltado me corresponde). 
11 LOOTUGS Art. 24.- Ocupación del suelo. La ocupación del suelo es la distribución del volumen edificable en un terreno en 

consideración de criterios como altura, dimensionamiento y localización de volúmenes, forma de edificación, retiros y otras 

determinaciones de tipo morfológicos. La ocupación de suelo será determinada por los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
municipales y metropolitanos mediante su normativa urbanística que comprenderá al menos el lote mínimo, los coeficientes de 

ocupación, aislamientos, volumetrías y alturas, conforme lo establecido en esta Ley (el resaltado me corresponde). 
12 LOOTUGS Art. 25.- Edificabilidad. La edificabilidad es la capacidad de aprovechamiento constructivo atribuida al suelo por el 
Gobierno Autónomo Descentralizado municipal o metropolitano. La capacidad de aprovechamiento constructivo atribuida al suelo 

será regulada mediante la asignación (…) 
13 LOOTUGS Art. 32.- Planes parciales. Los planes parciales tienen por objeto la regulación urbanística y de gestión de suelo 

detallada para los polígonos de intervención territorial en suelo urbano y en suelo rural de expansión urbana. (…). 
14 LOOTUGS Art. 40.1.- De los planes especiales para proyectos nacionales de carácter estratégico. El Gobierno Central podrá 

formular planes especiales para proyectos nacionales de carácter estratégico que tendrán por objeto planificar el territorio de 
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deben ser formulados por el Gobierno Central y tendrán carácter vinculante y de obligatorio 

cumplimiento para la planificación del desarrollo y del ordenamiento territorial de los 

diferentes niveles de gobierno. 

 
Adicionalmente, el artículo 12 de la LOOTUGS estableció tres instrumentos para el 

ordenamiento territorial, que son: “1. Instrumentos de planificación supranacional”; “2. 

Instrumentos del nivel nacional”; y, “3. Instrumentos de los niveles regional, provincial, 

cantonal, parroquial rural y regímenes especiales”, que son los planes de desarrollo y 

ordenamiento territorial y los planes complementarios que aprueban los GAD mediante 

ordenanza. 

 
Respecto a la naturaleza de los instrumentos de ordenamiento territorial, el inciso 

primero del artículo 15 de la LOOTUGS dispone que éstos vinculan a la administración 

pública y son orientativos para los demás sectores, “salvo los planes de uso y gestión de suelo 

y sus planes complementarios, que serán vinculantes y de obligatorio cumplimiento para las 

personas naturales o jurídicas públicas, privadas o mixtas”. Agrega el segundo inciso del 

citado artículo que “son nulos los actos administrativos de aprobación o de autorización de 

planes, proyectos, actividades o usos del suelo que sean contrarios al plan de uso y gestión 

de suelo y a sus planes urbanísticos complementarios”, sin perjuicio de la responsabilidad 

administrativa, civil y penal de los servidores que participaron en su aprobación. 

 
El artículo 30 de la LOOTUGS establece que el plan de uso y gestión de suelo estará 

vigente durante un período de doce años y podrá actualizarse al principio de cada período de 

gestión, para lo cual deberá preservar su completa coherencia con el plan de desarrollo y 

ordenamiento territorial vigente del GAD correspondiente y será “de manera articulada con 

el Plan Nacional de Desarrollo vigente”. 

 
El artículo 47 de la LOOTUGS señala que los instrumentos de gestión del suelo son 

herramientas técnicas y jurídicas que tienen como finalidad viabilizar la adquisición y la 

administración del suelo necesario para el cumplimiento de las determinaciones del 

planeamiento urbanístico y de los objetivos de desarrollo municipal o metropolitano y prevé 

que la gestión del suelo se realizará a través de cinco instrumentos. Precisa el inciso final de 

la referida norma que: “La aplicación de los instrumentos de gestión está sujeta a las 

determinaciones del plan de uso y gestión de suelo y los planes complementarios que los 

desarrollen” (el resaltado me corresponde). 

 
El artículo 38 de la LOOTUGS señala además que los planes urbanísticos 

complementarios serán aprobados por el órgano legislativo del GAD municipal o 

metropolitano, “de conformidad con la ordenanza que se expida para el efecto, la que, al 

menos, garantizará la participación ciudadana y una fase de consultas con otros niveles de 

 

influencia de estos proyectos. Las determinaciones de estos planes tendrán carácter vinculante y serán de obligatorio cumplimiento 

para la planificación del desarrollo y del ordenamiento territorial de los diferentes niveles de gobierno. (…). 
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gobierno”, así mismo, de acuerdo con el artículo 11 del RLOOTUGS, el Plan de Uso y 

Gestión del Suelo de los GAD municipales y metropolitanos, “será aprobado mediante la 

misma ordenanza municipal o Metropolitana que contiene el Plan de Desarrollo y 

Ordenamiento Territorial Cantonal, y mediante los mismos procedimientos participativos y 

técnicos previstos en la ley y definidos por el ente rector correspondiente”. 

 
Finalmente, el artículo 32 de la Norma Técnica del Sistema Nacional de Planificación 

Participativa15 (en adelante Norma Técnica) define a los planes de desarrollo y ordenamiento 

territorial como instrumentos de planificación y ordenamiento territorial que contienen las 

decisiones estratégicas de desarrollo de los GAD “que permiten la gestión concertada y 

articulada del territorio, con los diferentes sectores y actores, en concordancia con el Plan 

Nacional de Desarrollo y su Estrategia Territorial Nacional” (el resaltado me corresponde). 

 
En cuanto al plazo establecido por la LOOTUGS para que los GAD adecúen sus 

planes de desarrollo y ordenamiento territorial y expidan las ordenanzas, en el contexto del 

estado de excepción producido por la crisis sanitaria como consecuencia de la COVID 19, 

mediante pronunciamiento contenido en oficio No. 15407 de 01 de septiembre de 2021, la 

Procuraduría General del Estado concluyó: 

 
“(…) el plazo al que se refiere la Disposición Transitoria Quinta de la Ley Orgánica de 

Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo se debe contabilizar a partir de la 

finalización del estado de excepción declarado por el Decreto Ejecutivo No. 1074 de 15 

de junio de 2020, considerando su renovación efectuada mediante Decreto Ejecutivo No. 

1126, por estar originado en la misma causa y referido a todo el territorio nacional. En 

consecuencia, la emergencia sanitaria que sirvió de base para la declaratoria del estado 

de excepción culminó el 12 de septiembre de 2020, según el artículo 1 del Decreto 

Ejecutivo No. 1126 y por tanto, el plazo para que los Gobiernos Autónomos 

Descentralizados adecúen sus planes de desarrollo y ordenamiento territorial fenece el 13 

de septiembre de 2021”. 

 
De lo expuesto se observa que: i) los GAD municipales y metropolitanos gozan de 

autonomía política, que se expresa en sus facultades legislativas en el ámbito de sus 

competencias y jurisdicciones territoriales; ii) corresponde a los GAD municipales y 

metropolitanos planificar el desarrollo cantonal y formular los correspondientes planes de 

ordenamiento territorial, de manera articulada con la planificación nacional, regional, 

provincial y parroquial, observando el COOTAD y la LOOTUGS; iii) la LOOTUGS rige 

desde 2016, creó la SOT e introdujo diversos instrumentos de planificación urbanística y de 

financiamiento del desarrollo urbano, entre ellos los planes de desarrollo y ordenamiento 

territorial y los planes complementarios, que corresponde aprobar a los GAD mediante 

ordenanza; y, iv) los actos administrativos contrarios a los planes de uso y gestión de suelo y 
 

 
 

15 NTSNPP, publicada en el Registro Oficial No. 91 de 29 de noviembre de 2019. 
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los planes complementarios son nulos, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil 

y penal de los servidores que participaron en su aprobación. 

 
2.2. Ámbito de control de la CGE previsto en la CRE y la LOCGE. - 

El artículo 211 de la CRE prevé que la CGE es un organismo técnico encargado “del 

control de la utilización de los recursos estatales, y la consecución de los objetivos de las 

instituciones del Estado y de las personas jurídicas de derecho privado que dispongan de 

recursos públicos”. De acuerdo con los numerales 1 y 2 del artículo 212 ibídem, la CGE 

tiene, entre otras, las siguientes funciones: 

 
“1. Dirigir el sistema de control administrativo que se compone de auditoría interna, 

auditoría externa y del control interno de las entidades del sector público y de las 

entidades privadas que dispongan de recursos públicos. 

 
2. Determinar responsabilidades administrativas y civiles culposas e indicios de 

responsabilidad penal, relacionadas con los aspectos y gestiones sujetas a su control, 

sin perjuicio de las funciones que en esta materia sean propias de la Fiscalía General del 

Estado” (el resaltado me corresponde). 

 
Por su parte, la LOCGE promulgada en 2002, a priori a la CRE, el COOTAD, el 

COPLAFIP y la LOOTUGS, prevé en su artículo 1 que su objeto es establecer y mantener 

bajo la dirección de la CGE “el sistema de control, fiscalización y auditoría del Estado, y 

regular su funcionamiento”, con el fin de “examinar, verificar y evaluar el cumplimiento de 

la visión, misión y objetivos de las instituciones del Estado y la utilización de recursos, 

administración y custodia de bienes públicos”16. 

De conformidad con el artículo 6 de la LOCGE, la ejecución del sistema de control, 

fiscalización y auditoría del Estado se realiza por medio del control interno y el control 

externo17, y tiene como objeto examinar, verificar y evaluar las gestiones “administrativa, 

financiera, operativa; y cuando corresponda gestión medio ambiental de las instituciones del 

Estado y la actuación de sus servidores”, según el artículo 8 ibídem. 

El artículo 18 de la LOCGE señala que el control externo que realiza la CGE lo 

ejercerá mediante la auditoría gubernamental y el examen especial, “utilizando normas 

nacionales e internacionales y técnicas de auditoría”. El mismo artículo define a la auditoría 

gubernamental como “un sistema integrado de asesoría, asistencia y prevención de riesgos 
 
 

16 La definición de recursos públicos consta en el artículo 3 de la LOCGE, cuyo inciso primero señala: “Art. 3.- Recursos Públicos.- 

Para efecto de esta Ley se entenderán por recursos públicos, todos los bienes, fondos, títulos, acciones, participaciones, activos, 
rentas, utilidades, excedentes, subvenciones y todos los derechos que pertenecen al Estado y a sus instituciones, sea cual fuere la 

fuente de la que procedan, inclusive los provenientes de préstamos, donaciones y entregas que, a cualquier otro título realicen a favor 

del Estado o de sus instituciones, personas naturales o jurídicas u organismos nacionales o internacionales”. 
17 LOCGE, Art. 6.- “Componentes del Sistema. -La ejecución del sistema de control, fiscalización y auditoría del Estado se realizará 

por medio de: 1.- El control interno, que es de responsabilidad administrativa de cada una de las instituciones del Estado a las que 

se refiere el artículo 2 de esta Ley; y, 2.- El control externo que comprende: a. El que compete a la Contraloría General del Estado; 
y, b. El que ejerzan otras instituciones de control del Estado en el ámbito de sus competencias”. 
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que incluye el examen y evaluación críticos de las acciones y obras de los administradores 

de los recursos públicos”, la que no podrá modificar las resoluciones adoptadas por los 

funcionarios públicos en el ejercicio de sus atribuciones, facultades o competencias, cuando 

éstas hubieran definido la situación o puesto término a los reclamos de los particulares, “pero 

podrá examinar la actuación administrativa del servidor, de conformidad con la ley”. 

Entre las funciones y atribuciones de la CGE, el artículo 31 de la LOCGE cita las 

siguientes: 

“1. Practicar auditoría externa, en cualquiera de sus clases o modalidades, por si o 

mediante la utilización de compañías privadas de auditoría, a todas las instituciones del 

Estado, corporaciones, fundaciones, sociedades civiles, compañías mercantiles, cuyo 

capital social, patrimonio, fondo o participación tributaria esté integrado, con recursos 

públicos; a las empresas adscritas a una institución del Estado, o que se hubieren 

constituido mediante ley, ordenanza o decreto, así como, en el ámbito de su competencia, 

al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS), al Instituto de Seguridad Social de 

las Fuerzas Armadas (ISSFA), y al Instituto de Seguridad Social de la Policía Nacional 

(ISSPOL). 

(…) 3. Examinar los gastos, inversiones, utilización, administración y custodia de 

recursos públicos; 

4. Examinar y evaluar en términos de costo y tiempo, la legalidad, economía, 

efectividad, eficacia y transparencia, de la gestión pública; 

(…) 12. Exigir el cumplimiento de las recomendaciones establecidas en los informes de 

auditoría, exámenes especiales y la aplicación de responsabilidades administrativas y 

civiles culposas; 

(…) 34. Establecer responsabilidades individuales administrativas, por 

quebrantamiento de las disposiciones legales, reglamentarias y de las normas de que 

trata esta Ley; responsabilidades civiles culposas, por el perjuicio económico sufrido por 

la entidad u organismo respectivo, a causa de la acción u omisión de sus servidores, e 

indicios de responsabilidad penal, mediante la determinación de hechos incriminados por 

la ley” (el resaltado me corresponde). 

Agrega el artículo 39 de la LOCGE en función de los resultados de la auditoría 

gubernamental, contenidos en actas o informes, que la CGE “tendrá potestad exclusiva para 

determinar responsabilidades” individuales administrativas y civiles culposas e indicios de 

responsabilidad penal. 

De lo manifestado se desprende que: i) la CGE es el organismo técnico encargado del 

control de la utilización de los recursos estatales, y la consecución de los objetivos de las 

instituciones del Estado y de las personas jurídicas de derecho privado que dispongan de 

recursos públicos; ii) a la CGE le corresponde dirigir el sistema de control administrativo y, 

según su ley, tiene potestad exclusiva para determinar responsabilidades administrativas y 

civiles culposas e indicios de responsabilidad penal relacionadas, entre otros, con la 
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utilización, administración y custodia de recursos públicos y la legalidad, economía, 

efectividad, eficacia y transparencia de la gestión pública; y, iii) a consecuencia del control 

efectuado por la CGE, le compete a ese organismo exigir el cumplimiento de las 

recomendaciones establecidas en los informes de auditoría y exámenes especiales. 

 
2.3. Ámbito de control de la SOT previsto en la CRE y la LOOTUGS. - 

 
El primer inciso del artículo 213 de la CRE determina, de forma general, que las 

superintendencias son “organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y control 

de las actividades económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que prestan las 

entidades públicas y privadas”, con el propósito de que estas actividades y servicios se 

sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés general. Agrega el mencionado artículo 

que, las superintendencias “actuarán de oficio o por requerimiento ciudadano” y sus 

facultades específicas y las áreas de control, auditoría y vigilancia de cada una “se 

determinarán de acuerdo con la ley” (el resaltado me corresponde). 

 
En este contexto, la LOOTUGS, expedida con posterioridad a la LOCGE, en su 

artículo 2, al referirse a su ámbito de aplicación prevé que sus disposiciones serán aplicables 

a “todo ejercicio de planificación del desarrollo, ordenamiento territorial, planeamiento y 

actuación urbanística, obras, instalaciones y actividades que ocupen el territorio o incidan 

significativamente sobre él”, realizadas por el Gobierno Central, los GAD y otras personas 

jurídicas públicas o mixtas en el marco de sus competencias, así como por personas naturales 

o jurídicas privadas (el resaltado me corresponde). 

 
Al efecto, el inciso primero del artículo 95 de la LOOTUGS creó la SOT para la 

“vigilancia y control de los procesos de ordenamiento territorial de todos los niveles de 

gobierno, y del uso y gestión del suelo, hábitat, asentamientos humanos y desarrollo 

urbano”, que realizan los GAD municipales y metropolitanos dentro del marco de sus 

competencias. Agrega el segundo inciso del mencionado artículo que la SOT es una “entidad 

técnica de vigilancia y control, con capacidad sancionatoria, personería jurídica de derecho 

público y patrimonio propio”, que goza de autonomía administrativa, económica y financiera 

y es dirigida, organizada y representada por el Superintendente (el resaltado me corresponde). 

 
Entre las atribuciones de la SOT, el artículo 96 de la LOOTUGS incluye las 

siguientes: 

“1. Vigilar y controlar el cumplimiento de las disposiciones legales y normativas 

relativas a los procesos e instrumentos de ordenamiento territorial en todos los 

niveles de gobierno y la aplicación de los planes de desarrollo y ordenamiento 

territorial en su componente de ordenamiento territorial. 

2. Vigilar y controlar el cumplimiento de las disposiciones legales y normativas 

relativas al planeamiento urbanístico, el uso y la gestión del suelo urbano y rural. 
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3. Controlar la aplicación de la planificación nacional, sectorial y local, en 

concordancia con los instrumentos de uso y gestión del suelo, definidos en esta Ley. 

4. Vigilar que los instrumentos de uso y gestión del suelo se articulen con la 

planificación nacional y sectorial. 

(…) 6. Imponer las sanciones que corresponda por incumplimiento de las 

disposiciones contenidas en la presente Ley, demás normativa vigente que regule el 

ordenamiento territorial, el uso y la gestión del suelo, el hábitat y la vivienda (el 

resaltado me corresponde). 

El artículo 105 de la LOOTUGS prescribe que la SOT establecerá la responsabilidad 

administrativa del Gobierno Central y los GAD que incurran en el cometimiento de las 

infracciones leves y graves establecidas en esa Ley, con respeto al debido proceso y la 

garantía del derecho a la defensa. 

 
En concordancia con lo expuesto, el inciso primero del artículo 65 del RLOOTUGS, 

dispone que: “La facultad de vigilancia, control y potestad sancionatoria sobre el 

ordenamiento territorial, uso y gestión del suelo; y, de la correcta y oportuna aplicación de 

los instrumentos, mecanismos y herramientas” previstas en la LOOTUGS, ese reglamento, 

en las regulaciones nacionales emitidas por el Consejo Técnico y normativa local emitidas 

por los GAD será ejecutada por la SOT. El segundo inciso del artículo ibídem determina 

además que la SOT “instaurará los procesos de vigilancia y control y los sancionatorios 

por infracciones administrativas previstas en la Ley”, cometidas por todos los niveles de 

gobierno responsables del ordenamiento territorial y por los GAD municipales y 

metropolitanos responsables del uso y gestión del suelo, hábitat, asentamientos humanos y 

desarrollo urbano (el resaltado me corresponde). 

 
El artículo 69 del RLOOTUGS reitera que la SOT ejercerá la vigilancia y control de 

“los procesos de ordenamiento territorial de todos los niveles de gobierno y de los procesos 

de gestión y uso del suelo” y señala que lo hará a través de acciones programadas, que aprueba 

en forma anual el superintendente, y acciones no programadas que la SOT ejecutará en 

cualquier momento, de oficio y a petición de parte. 

 
El artículo 71 del RLOOTUGS indica que la SOT podrá aplicar uno o varios de los 

siguientes mecanismos para el ejercicio de la facultada de control: “a) Inspección, b) Examen 

Especial, c) Otros que establezca la Superintendencia”. 

 
De lo señalado se observa que: i) la SOT, creada en 2016 por la LOOTUGS, es un 

organismo técnico de vigilancia, auditoría, intervención y control de los procesos de 

ordenamiento territorial de todos los niveles de gobierno, y del uso y gestión del suelo 

realizadas; ii) la SOT tiene competencia para instaurar procesos de vigilancia y control a los 

GAD, entre los cuales consta el examen especial; y, iii) la SOT puede imponer sanciones por 
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infracciones administrativas relacionadas con el ordenamiento territorial, uso y gestión del 

suelo y la correcta y oportuna aplicación de los instrumentos. 

 
2.4. Aplicación de las reglas de solución de antinomias. – 

El artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional18 (en adelante LOGJCC) establece los métodos y reglas de interpretación 

jurídica constitucional y ordinaria, cuyo numeral 1 contiene las reglas de solución de 

antinomias, que incluyen la aplicación de la norma “competente, la jerárquicamente 

superior, la especial, o la posterior”. El numeral 4 de la misma norma se refiere a la 

interpretación evolutiva o dinámica, según la cual las “normas se entenderán a partir de las 

cambiantes situaciones que ellas regulan, con el objeto de no hacerlas inoperantes o 

ineficientes o de tornarlas contrarias a otras reglas o principios constitucionales”. 

Al respecto, cabe destacar que, en materia de control del ordenamiento territorial, uso 

y gestión del suelo urbano y rural, la LOOTUGS constituye la norma especial, que creó la 

SOT y le asignó las atribuciones de vigilancia y control en esa materia. Adicionalmente, dicha 

ley, por ser posterior, prevalece en caso de conflicto respecto de la LOCGE. 

Es oportuno considerar el principio de legalidad establecido en el artículo 226 de la 

CRE, según el cual las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, los servidores 

públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal “ejercerán solamente las 

competencias y facultades que les sean atribuidas en la constitución y la ley”, y tienen el 

deber de “coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y 

ejercicio de los derechos reconocidos en la constitución”. 

Finalmente, es necesario precisar que, el pronunciamiento del Procurador General del 

Estado trata sobre la aplicación general de la ley y por tanto rige para las situaciones jurídicas 

que se configuren con posterioridad a su expedición. 

 
3. Pronunciamiento. - 

 

En atención a los términos de su consulta se concluye que, según lo previsto en los 

artículos 95, 96 numerales 1, 2, 3, 4 y 6 y 105 de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, 

Uso y Gestión de Suelo, artículos 65, 69 y 71 del Reglamento a dicha Ley, con concordancia 

con los artículos 6, 18, 31 y 39 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, la 

competencia para examinar, evaluar y controlar la asignación de uso del suelo, forma de 

ocupación, edificabilidad y aprovechamiento del suelo, de los planes parciales, planes 

especiales, PUES, PUAES y coeficientes en Plan de Uso y Ocupación del Suelo (PUOS); a 

las resoluciones administrativas e informes para las transformaciones de uso, forma de 

ocupación, edificabilidad y aprovechamiento del suelo; planificación urbanística; y, a sus 

respectivas ordenanzas, es ejercida de modo concurrente por la Superintendencia de 

Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo y por la Contraloría General del Estado, 
 

18 LOGJCC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009. 



MUNICIPIO DE QUITO 

01469 -2022 

Página. 15 

con sujeción a las respectivas atribuciones y ámbitos de acción establecidos en dicho cuerpos 

legales para cada una de dichas entidades públicas. En tal virtud, ambos organismos de 

control deberán actuar coordinadamente o, en forma subsidiaria, a falta de acción de una de 

ellas. Sin embargo, en caso de conflicto entre prescripciones de ambos cuerpos normativos 

en lo relativo al control del ordenamiento territorial, uso y gestión del suelo urbano y rural, 

la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de Suelo, en cuanto constituye 

norma especial, prevalece sobre la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado. 

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de 

la entidad consultante, su aplicación a casos institucionales específicos. 

Atentamente, 

IÑIGO FRANCISCO 

ALBERTO 
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IÑIGO FRANCISCO

ALBERTO SALVADOR 
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Ing. Pablo Ramiro Iglesias Paladines, 

Superintendente de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo 

Msc. Jairon Merchán Haz, 

Secretario Nacional de Planificación 
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Oficio Nº 19401 
 

 

Quito, DM, 11 de julio de 2022 

 

Señor 

Jervis Franklin Arboleda Sanabria, 

ALCALDE, 

GADM SANTA CLARA. 

Ciudad. - 

 
 

De mi consideración: 

 

Me refiero a su oficio No. 150-A-GADMSC-2022 de 30 de marzo de 2022, 

ingresado en el correo institucional único de la Procuraduría General del Estado el mismo 

día, mediante el cual usted formuló la siguiente consulta: 

 
“¿La letra a) del numeral 4 del artículo 105 del Reglamento General a la Ley 

Orgánica del Servicio Público y el artículo 3 de la NORMA QUE REGULA EL 

ENCARGO DE LOS REGISTRADORES DE LA PROPIEDAD, REGISTRADORES 

DE LA PROPIEDAD CON FUNCIONES Y FACULTADES DE REGISTRO 

MERCANTIL Y REGISTRADORES MERCANTILES A NIVEL NACIONAL HASTA 

LA DESIGNACIÓN DE LOS TITULARES EN CADA REGISTRO, le otorga a la 

máxima autoridad administrativa (alcalde), la potestad para encargar a otro 

funcionario y por ende remover al Registrador de la Propiedad Municipal y 

Mercantil que ya cumplió con su periodo y aún no ha sido reemplazado, recordando 

que el mismo es de nombramiento de periodo fijo?”. 

 

1. Antecedentes. - 

 

1.1. Mediante oficios Nos. 17907 y 18134 de 4 y 22 de marzo de 2022, este organismo 

solicitó e insistió al Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Santa 

Clara (en adelante GADM Santa Clara), reformule los términos de su consulta 

inicialmente planteada con oficio No. 061-A-GADMSC-2022 de 15 de febrero de 2022, 

ingresado en la Dirección Regional de Chimborazo de la Procuraduría General del 

Estado en la ciudad de Riobamba el mismo día, y remitido por la mencionada regional 

con oficio No. PGE-DRCH-2022-00252 de 23 de los mismos mes y año, recibido en 

este Despacho el mismo día, de manera que trate sobre la aplicación general de normas 

jurídicas, así como remitir el informe jurídico del Procurador Síndico de esa 

municipalidad respecto al objeto de la consulta reformulada, según lo previsto en el 

segundo inciso del artículo 13 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado, 

lo que fue atendido por la entidad a su cargo con el oficio citado al inicio del presente. 

 

1.2. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender su consulta, 

mediante oficios Nos. 18265, 18266 y 18267 de 31 de marzo de 2022, este organismo 
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solicitó al Ministerio del Trabajo (en adelante MDT); a la Asociación de Municipalidades 

Ecuatorianas (en adelante AME); y a la Dirección Nacional de Registros Públicos (en 

adelante DINARP), respectivamente, que remitan sus criterios jurídicos institucionales 

sobre la materia objeto de la consulta. Con oficios Nos. 18430, 18431 y 18432 de 19 de 

abril de 2022 se insistió en dichos requerimientos a la DINARP, al MDT y a la AME, 

respectivamente. 

 

1.3. Los requerimientos de la Procuraduría General del Estado fueron atendidos 

mediante comunicaciones recibidas en el correo institucional único de este organismo, en 

su orden, por el Director Nacional de Asesoría Jurídica, encargado, de la AME con oficio 

No. AME-DNAJ-2022-023 de 7 de abril de 2022, recibido el 21 de los mismos mes y 

año; y, por la Subsecretaria Interinstitucional de Servicio Público Trabajo y Empleo del 

MDT a través de oficio No. MDT-SISPTE-2022-0312-O de 12 de mayo de 2022, 

ingresado el 17 de los mismos mes y año. Por  su parte, la DINARP no ha dado 

contestación al requerimiento realizado, hasta la presente fecha. 

1.4. El informe jurídico No. GADMSC-PS-2022-21 de 30 de marzo de 2022, suscrito 

por el Procurador Síndico del GADM Santa Clara citó los artículos 19 de la Ley Orgánica 

del Sistema Nacional de Registros Públicos1 (en adelante LOSNRP); 17 letra d) y 47 letra 

e) de la Ley Orgánica del Servicio Público2 (en adelante LOSEP); 105 numeral 4.1 letra 
a) de su Reglamento General3 (en adelante RGLOSEP); 3 de la Norma que Regula el 

Encargo de los Registradores de la Propiedad, Registradores de la Propiedad con 

Funciones y Facultades de Registro Mercantil y Registradores Mercantiles a Nivel 

Nacional hasta la Designación de los Titulares en cada Registro4 (en adelante Norma que 

Regula el Encargo de los Registradores de la Propiedad); y, el pronunciamiento de este 

organismo contenido en oficio No. 08737 de 1 de diciembre de 2016, relacionado con los 

concursos que los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales (en adelante los 

GAD) deben convocar para la selección y designación de los registradores de la 

propiedad, luego de lo cual manifestó y concluyó lo siguiente: 

 
“1.6. (…) por cuanto la Dirección Nacional de Datos Públicos menciona que en 

consecuencia de la no realización de concursos de méritos y oposición para la designación 

de Registradores Mercantiles, Registradores de la Propiedad y Registradores de la 

Propiedad con funciones y facultades de Registradores Mercantiles por algunos años es 

necesario la figura de los encargos, es por ello que expide la Resolución No. 00014-NG- 

DINARDAP-2021. 

 

(…) 
 

 

 
 

1 LOSNRP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 162 de 31 de marzo de 2010. 
2 LOSEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No 294 de 6 de octubre de 2010. 
3 RLOSEP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 418 de 1 de abril de 2010. 
4 Norma que Regula el Encargo de los Registradores de la Propiedad, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 586 de 

26 de noviembre de 2021. 
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VI. CRITERIO JURIDICO 

 
18. (…) esta Procuraduría Síndica considera que la máxima autoridad administrativa 

tiene la potestad en aplicación del artículo 3 de la NORMA QUE REGULA EL 

ENCARGO DE LOS REGISTRADORES DE LA PROPIEDAD, 

REGISTRADORES DE LA PROPIEDAD CON FUNCIONES Y FACULTADES DE 

REGISTRO MERCANTIL Y REGISTRADORES MERCANTILES A NIVEL 

NACIONAL HASTA LA DESIGNACIÓN DE LOS TITULARES EN CADA 

REGISTRO, y en aplicación a la letra a) numeral 4 del artículo 105 del Reglamento 

General a la Ley Orgánica del Servicio Público, para encargar a otro servidor 

público el Registro de la Propiedad Municipal y Mercantil, y por ende remover al 

Registrador de la Propiedad Municipal y Mercantil que ya cumplió con su periodo 

y aún no ha sido reemplazado” (el resaltado me corresponde). 

 

1.5. El criterio jurídico de la AME, además de las normas invocadas por el consultante, 

citó los artículos 83 y 265 de la Constitución de la República del Ecuador5 (en adelante 

CRE); 20 del Reglamento a la LOSNRP6 (en adelante RLOSNRP); 1 y 69 del Código 

Orgánico Administrativo (en adelante COA); y, la ratificación del oficio No. 08737 de 1 

de diciembre de 2016, contenida en oficio No. 09368 de 6 de febrero de 2017, sobre cuya 

base analizó y concluyó: 
 

“Del análisis correspondiente se desprende que los alcaldes y alcaldesas como máximas 

autoridades administrativas (art. 9 del COOTAD) tienen la potestad para encargar a 

otro funcionario y por ende remover al Registrador de la Propiedad Municipal que ya 

cumplió con su periodo y aún no ha sido reemplazado, en estricto cumplimiento a la 

Resolución Nro. 0014-NG-DINARDAP 2021 del 12 de noviembre de 2021, expedida por 

la Dirección Nacional de Registro de Datos Públicos, en pleno ejercicio de sus 

competencias, la misma que tiende a resolver por fuerza mayor una situación muy particular 

del ejercicio de las funciones de los registros de la propiedad y sus encargos, lo que no 

contraviene legislación infraconstitucional alguna” (el resaltado me corresponde). 

 

1.6. Finalmente, el MDT si bien remitió el oficio No. MDT-SISPTE-2022-0267-O de 

25 de abril de 2022, no expuso criterio sobre el tema materia de consulta. 

 

1.7. De lo expuesto se observa que, el informe jurídico de la entidad consultante y el 

criterio jurídico de la AME coinciden en precisar que los alcaldes, como máximas 

autoridades administrativas, tienen la potestad para encargar a otro servidor público el 

Registro de la Propiedad Municipal en el caso de que su titular haya cumplido con su 

periodo, según lo previsto en el artículo 3 de Norma que Regula el Encargo de los 

Registradores de la Propiedad. 

 

2. Análisis. – 
 
 

5 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
6 RLOSNRP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 718 de 23 de marzo de 2016. 
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Para facilitar el estudio de la consulta planteada, el análisis abordará los siguientes 

puntos: i) casos en los cuales, por excepción, no se produce la cesación de quienes ejercen 

funciones públicas sujetas a periodo fijo y la figura del encargo; y, ii) competencia de la 

DINARP para dictar normas para regular los procesos que se lleven a cabo en el sistema 

público de Registro de la Propiedad y competencia del Alcalde como máxima autoridad 

nominadora. 

2.1. Casos en los cuales, por excepción, no se produce la cesación de quienes ejercen 

funciones públicas sujetas a periodo fijo y la figura del encargo. - 

De acuerdo con el primer inciso del artículo 229 de la CRE, son servidores 

públicos “todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, 

presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector público”. 

Similar disposición consta en el artículo 4 del Código Orgánico de Organización 

Territorial (en adelante COOTAD). 

 

Por su parte, el inciso segundo del citado artículo 229 de la CRE dispone que la 

ley definirá el organismo rector en materia de recursos humanos y remuneraciones para 

todo el sector público y “regulará el ingreso, ascenso, promoción, incentivos, régimen 

disciplinario, estabilidad, sistema de remuneración y cesación de funciones de sus 

servidores” (el resaltado me pertenece). 

 

En tal contexto, el numeral 2 del artículo 3 de la LOSEP prevé que sus 

disposiciones son de aplicación obligatoria, en materia de recursos humanos y 

remuneraciones, en toda la administración pública, que comprende, entre otras, “Las 

entidades que integran el régimen autónomo descentralizado y regímenes especiales”. 

Concordante, el inciso primero del artículo 354 del COOTAD señala que los servidores 

públicos de cada GAD “se regirán por el marco general que establezca la ley que regule 

el servicio público y su propia normativa” (el resaltado me corresponde). 

 

Con tal antecedente, el artículo 16 de la LOSEP establece que, para desempeñar 

un puesto público se requiere de nombramiento o contrato legalmente expedido por la 

respectiva autoridad nominadora. El artículo 17 ibídem, en armonía con el artículo 17 de 

su reglamento general, precisa que para el ejercicio de la función pública los 

nombramientos pueden ser, entre otros, “De período fijo”, en aquellos casos “cuyos 

titulares son nombrados para ejercer un puesto en el servicio público por un período 

determinado por mandato legal” (el resaltado me corresponde). 

 

De conformidad con el inciso primero del artículo 65 de la LOSEP, el ingreso a 

un puesto público será mediante “concurso de merecimientos y oposición”, en 

concordancia con lo determinado en el artículo 66 de la LOSEP, según el cual, para 

“llenar los puestos vacantes se efectuará un concurso público de merecimientos y 

oposición”, los mismos que serán ejecutados por las respectivas Unidades de 

Administración del Talento Humano. 
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Con respecto a los servidores públicos designados para ejercer un puesto por 

período fijo, el numeral 4 del artículo 105, reformado, del RLOSEP contempla la forma 

en que se produce la cesación del servidor y los casos de excepción en los que, pese a la 

conclusión del periodo, el servidor debe continuar en funciones prorrogadas. La 

mencionada norma señala: 

 
“4.- Cesación de funciones por remoción de funcionarios de período fijo.- La o el servidor 

que hubiere sido designado para ejercer un puesto por período fijo, cesará en sus 

funciones en los siguientes casos: 

 

4.1.- De manera inmediata el día en que concluya el período para el cual fue designado, 

sin que se requiera para tal efecto, la formalización de acto administrativo alguno. 

 

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, a fin de garantizar la continuidad de la 

prestación de los servicios y actividades institucionales, los funcionarios de período fijo 

que formen parte del nivel jerárquico superior no podrán separarse del desempeño 

de su puesto, en la misma calidad que ostenten, hasta que sean legalmente 

reemplazados, conforme a lo siguiente: 

 

a.- Cuando la ley no haya previsto la existencia de un servidor que pueda asumir el 

puesto como suplente o encargado o a pesar de estar previsto el puesto de dicho 

servidor se encontrare vacante o ya no existiere otro suplente, se procederá de manera 

inmediata a iniciar el proceso respectivo para la designación del funcionario de período 

fijo y el que debiere haber sido removido continuará en ejercicio de sus funciones 

hasta que se posesione el servidor que resultare electo; y, 

 

b.- En caso de que el procedimiento de selección para la designación de los 

funcionarios públicos reemplazantes no hubiere concluido oportunamente, 

debiendo el servidor que debió ser removido continuar en ejercicio de sus funciones 

hasta que concluya el proceso de selección y se posesione el servidor que resultare 

electo. 

 

En estos casos se mantendrá la representación institucional que se hubiere 

establecido hasta que se produzca el reemplazo” (lo resaltado me corresponde). 

 
Sobre la aplicación de la norma previamente citada, cuyo texto conserva vigencia, 

en pronunciamiento contenido en oficio No. 12902 de 9 de noviembre de 2017, la 

Procuraduría General del Estado concluyó que: 

“Como excepciones a lo expuesto en el párrafo precedente y con el objetivo de garantizar 

la continuidad de la prestación de los servicios y actividades institucionales, la misma 

norma reglamentaria establece que los funcionarios de período fijo que formen parte del 

nivel jerárquico superior no podrán separarse del desempeño de su puesto, en la misma 

calidad que ostenten, hasta que sean legalmente reemplazados. 
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(…) en el evento de que el procedimiento de selección para la designación de los 

funcionarios públicos reemplazantes no hubiere concluido oportunamente, el servidor 

cuyo período feneció debe continuar en ejercicio de sus funciones hasta que concluya el 

proceso de selección y se posesione el nuevo titular”. 

De lo expuesto se observa que: i) para el ejercicio de la función pública, los 

nombramientos pueden ser de período fijo, en cuyo caso, el RLOSEP, que constituye 

norma general, prevé que a fin de mantener la representación institucional cuando la ley 

no haya previsto la existencia de un servidor que pueda asumir el puesto como encargado, 

quien hubiere concluido su periodo continuará en ejercicio de sus funciones hasta que se 

posesione el servidor que resultare elegido. 

2.2. Competencia de la DINARP para dictar normas para regular los procesos que 

se lleven a cabo en el sistema público de Registro de la Propiedad y competencia del 

Alcalde como máxima autoridad nominadora. - 

Respecto al sistema público de registro de la propiedad, el artículo 265 de la CRE 

establece que “será administrado de manera concurrente entre el Ejecutivo y las 

municipalidades”, en concordancia con lo determinado en el inciso primero del artículo 

142 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización7 

(en adelante COOTAD), según el cual la administración de los registros de la propiedad 

de cada cantón corresponde a los GAD municipales. Añade el segundo inciso del citado 

artículo que: “El sistema público nacional de registro de la propiedad corresponde al 

gobierno central”, y su administración se ejercerá de manera concurrente con los GAD, 

de acuerdo con lo que disponga la ley que organice este registro. 

 

En relación al Alcalde, el artículo 59 del COOTAD prevé que: “es la primera 

autoridad del ejecutivo del gobierno autónomo descentralizado municipal”, elegido por 

votación popular de acuerdo con los requisitos y regulaciones previstas en la ley de la 

materia electoral. De conformidad con las letras a) y b) del artículo 60 del citado código, 

al alcalde le corresponde ejercer la representación legal del GAD municipal, además de 

“Ejercer de manera exclusiva la facultad ejecutiva del gobierno autónomo 

descentralizado municipal”, en armonía con lo señalado en el artículo 356 ibídem. 

 

En el mismo sentido, el inciso primero del artículo 19 de la LOSNRP determina 

que el Registro de la Propiedad “será administrado conjuntamente entre las 

municipalidades y la Función Ejecutiva a través de la Dirección Nacional de Registro 

de Datos Públicos”, para lo cual especifica que: “el Municipio de cada cantón o Distrito 

Metropolitano se encargará de la estructuración administrativa del registro y su 

coordinación con el catastro”, en tanto que: “La Dirección Nacional dictará las normas 

que regularán su funcionamiento a nivel nacional” (el resaltado me corresponde). 
 

 
 

7 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010. 
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Para el caso de los cantones en los cuales no existan Registros Mercantiles, el 

segundo inciso del referido artículo 19 de la LOSNRP señala que: “Los Registros de la 

Propiedad asumirán las funciones y facultades del Registro Mercantil”, en tanto que el 

inciso tercero del mismo artículo se refiere a los requisitos para ser registrador de la 

propiedad, y a la organización del concurso de méritos y oposición por parte de la 

municipalidad respectiva, con la intervención de una veeduría ciudadana, precisando que 

una vez concluido el proceso, el “Alcalde procederá al nombramiento del postulante 

que mayor puntuación hubiere obtenido, por un período fijo de 4 años, quien podrá ser 

reelegida o reelegido por una sola vez” (el resaltado me corresponde). 

Según los numerales 2 y 4 del artículo 31 de la LOSNRP, la DINARP tiene entre 

sus atribuciones y facultades el “2. Dictar las resoluciones y normas necesarias para la 

organización y funcionamiento del sistema”, además de “4. Promover, dictar y ejecutar 

a través de los diferentes registros, las políticas públicas a las que se refiere esta Ley, así 

como normas generales para el seguimiento y control de las mismas” (el resaltado me 

corresponde). 

Por su parte, el artículo 29 del RLOSNRP distingue los casos de ausencia temporal 

o definitiva del titular del Registro de la Propiedad o Mercantil, e indica que: “En caso 

de ausencia temporal del titular de un Registro de la Propiedad o Mercantil, por un 

tiempo máximo de sesenta días, será reemplazado por la persona que decida la 

autoridad nominadora”, es decir, el alcalde o el Director Nacional de Registro Públicos, 

según corresponda, quien deberá cumplir con los requisitos previstos en el artículo 19 de 

la LOSNRP. Los incisos segundo y final del artículo 29 agregan que si la ausencia del 

Registrador “fuere definitiva o se extendiere por más de sesenta días calendario, la 

respectiva autoridad nominadora dará inicio inmediato al proceso para la designación 

del titular, debiendo encargar la dependencia registral hasta tal designación”, al efecto, 

“los Registradores de la Propiedad, de la Propiedad (sic) con funciones y facultades 

Mercantiles y Registradores Mercantiles encargados, continuarán en el ejercicio de sus 

encargos hasta ser legalmente reemplazados” (el resaltado me corresponde). 

 

En este contexto, la DINARP expidió la Norma que Regula el Encargo de los 

Registradores de la Propiedad, en cuyo antepenúltimo considerando se agrega el siguiente 

antecedente: 

 
“(…) como consecuencia de la no realización de concursos de méritos y oposición 

para la designación de Registradores Mercantiles, Registradores de la Propiedad y 

Registradores de la Propiedad con funciones y facultades de Registradores Mercantiles 

por algunos años es necesario regular la figura de los encargos” (el resaltado me 

corresponde). 

 

El artículo 1 de la Norma que Regula el Encargo de los Registradores de la 

Propiedad prevé que aquella tiene por objeto “regular los encargos de Registros de la 

Propiedad, Registros de la Propiedad con Funciones y Facultades de Registro 
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Mercantil y Registros Mercantiles hasta designación legal de su titular mediante el 

respetivo concurso de méritos y oposición”. El artículo 2 ibídem, al referirse a su ámbito, 

agrega que sus disposiciones se aplicarán a nivel nacional a todos los Registros de la 

Propiedad, Registros de la Propiedad con Funciones y Facultades de Registro Mercantil 

y Registros Mercantiles, en los casos en los que “hayan concluido los periodos de los 

titulares y aun no haya sido legalmente reemplazados mediante el respectivo concurso 

de méritos y oposición” (el resaltado me corresponde). 

 

Para el efecto, el artículo 3 de la Norma que Regula el Encargo de los 

Registradores de la Propiedad establece los casos en los cuales corresponde al Alcalde y 

al Director Nacional de Registros Públicos designar a la persona encargada de los 

Registros de la Propiedad, Registros de la Propiedad con función de Registro Mercantil 

y Registradores Mercantiles, en los casos en que el concurso para la designación de dichos 

funcionarios no se pueda llevar a cabo por razones de fuerza mayor o caso fortuito. El 

tenor del referido artículo es el siguiente: 

 
“Art. 3.- Encargos.- Corresponderá al Gobierno Autónomo Descentralizado y a la 

Dirección Nacional de Registros Públicos, según corresponda por Ley, planificar y 

ejecutar el concurso de méritos y oposición, conforme las disposiciones del instructivo 

que para el efecto emitió la Dirección Nacional de Registros Públicos. 

 

Cuando por causas de fuerza mayor o casos fortuitos no se pueda llevar a cabo el 

concurso de méritos y oposición, las máximas autoridades, es decir el Alcalde y el 

Director Nacional de Registros Públicos, según corresponda por ley, será quien proceda 

a designar a la persona encargada de los Registros de la Propiedad, Registros de la 

Propiedad con función de Registro Mercantil y Registradores Mercantiles. 

 

El encargo procederá cuando el titular del Registro haya cumplido su periodo y aun no 

haya sido legalmente reemplazado. 

 

Queda a potestad de las máximas autoridades de los Registros de la Propiedad, 

Registros de la Propiedad con Funciones y Facultades de Registros Mercantiles y 

Registros Mercantiles, prorrogar las funciones y encargar el Registro a los titulares 

salientes” (el resaltado me corresponde). 

En tal contexto, el artículo 5 de la citada norma establece los requisitos para que 

proceda el encargo de los registros, en los siguientes términos: 

 
“Art. 5.- Requisitos para el encargo.- Las máximas autoridades de los Registros 

deberán encargar dicha dignidad a la persona que cumpla con los requisitos 

mínimos para ser Registrador, determinados en la Ley Orgánica del Sistema Nacional 

de Registro de Datos Públicos. 

 

Queda a potestad de las máximas autoridades encargar el Registro, de acuerdo al 

banco de elegibles que para el efecto se creó. 
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Las máximas autoridades de los Registros deberán propender y dar preferencia 

para los encargos a los profesionales del Derecho que demuestren, 

documentadamente, experiencia en manejo de áreas, tales como Derecho Registral, 

Derecho Notarial, Derecho Civil y el Derecho Administrativo. Así también, deberán 

propender que en el proceso de transición entre el Registrador titular saliente y el 

Encargado, el servicio registral no se vea afectado y exista una correcta entrega de todos 

los archivos físicos y digitales del Registro” (el resaltado me corresponde). 

 

De lo manifestado se desprende que: i) los Registros de la Propiedad son 

administrados conjuntamente entre los GAD y la Función Ejecutiva, a través de la 

DINARP, a la cual le corresponde dictar las normas que regulen su funcionamiento; ii) 

compete a cada GAD planificar y realizar oportunamente el concurso de méritos y 

oposición para Registradores de la Propiedad, quienes son nombrados para un período 

fijo de 4 años; iii) la Norma que Regula el encargo de los Registradores de la Propiedad 

tiene por objeto regular, entre otros, los casos en los que hayan concluido los periodos de 

los titulares y no hubieren sido legalmente reemplazados mediante el respectivo concurso 

de méritos y oposición, por causas de fuerza mayor o caso fortuito; y, iv) en caso de que 

la ausencia del Registrador de la Propiedad fuere definitiva o se extendiere por más de 

sesenta días calendario, el RLOSNRP, que es la norma específica, prevé que el Alcalde, 

como autoridad nominadora, dará inicio inmediato al proceso para la designación del 

titular, quedando a su potestad “prorrogar las funciones y encargar el Registro a los 

titulares salientes”, o encargar la dependencia registral de acuerdo con el banco de 

elegibles, para lo cual dará preferencia a los profesionales del Derecho que 

documentadamente demuestren experiencia. 

En tal virtud, es responsabilidad de cada Gobierno Autónomo Descentralizado 

municipal planificar y ejecutar el concurso de méritos y oposición para Registradores de 

la Propiedad de forma oportuna, conforme las disposiciones del instructivo que para el 

efecto emita la Dirección Nacional de Registros Públicos, siendo que la Norma que 

Regula el Encargo de los Registradores de la Propiedad, Registradores de la Propiedad 

con Funciones y Facultades de Registro Mercantil y Registradores Mercantiles a Nivel 

Nacional hasta la Designación de los Titulares en cada Registro debe aplicarse 

únicamente cuando, por causas de fuerza mayor o casos fortuitos, no se pueda llevar a 

cabo el respectivo concurso de méritos y oposición. 

 

3. Pronunciamiento. - 

 

En atención a los términos de su consulta se concluye que, cuando por causas de 

fuerza mayor o caso fortuito no se pueda llevar a cabo el concurso de méritos y oposición 

para Registradores, los artículos 105 numeral 4.1, letra a) del Reglamento General a la 

Ley Orgánica del Servicio Público; 29 del Reglamento a la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Registro de Datos Públicos; 3 inciso final y 5 de la Norma que Regula el 

Encargo de los Registradores de la Propiedad, Registradores de la Propiedad con 
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Nacional hasta la Designación de los Titulares en cada Registro concuerdan en otorgar al 

alcalde potestad para prorrogar en funciones a los titulares salientes del Registro de la 

Propiedad, en los casos en que, concluido su periodo, su reemplazo no hubiere sido 

designado, o encargar dichas funciones a quien cumpla los requisitos previstos en el 

artículo 19 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Registro de Datos Públicos, de 

acuerdo al banco de elegibles. 

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad 

de la entidad consultante, su aplicación a casos institucionales específicos. 

Atentamente, 

IÑIGO FRANCISCO 

ALBERTO 
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Quito, D.M., 05 dejulio de 2022

Seilor doctor
Javier Virgilio Saquicela Espinoza,
PRESIDENTE,
ASAMBLDA NACIONAI
Cnrdad -

Seior Presidente:

Me refiero a su oficio No. AN-PR-2022-0030-O de 7 dejunio de 2022, ingresado en

la Procuraduria General del Estado el mismo dia. mediante el cual ustedformul6la sigui€ate

"/:Pwde o no la Asot blei Naciondl some,et a iuicio poinLo a los t riembns del

Consejo Nicitrhnl Electordl, en ruzdn o (sic) la oplicocinn del aniculo 19 de la Ley

Orydnica Electorul r de Oryanizociones Politictts de la Repiblica del Ecuado\ Cndigo

de la Democrucia r k, zxpuesto en el adicuk 2 de la rcsolu.iin Nto. CEPFCP-2021-
2023-00l5JP dc 0' le nnro del2022! .

l. Antecedentes.-

1.1. A lln dc contar con elemertos de analisis sobrc cl lcma materia de consulta, anies de

alenderla. esta Procuraduria solicit6 el crilcrio juridico instiiucional del Coffejo Nacional

Electoral {en adelante CNE), mediante oficio No. I 9026 de 8 de junio de 2022, dirigido a la

magisrer Shimm Diana Alamairt Wamputsar, Presidenla de djcho organismo.

1.2. Si bien el requerimienlo de esta Procuraduria fuc alcndido por el Direclor Nacional

de Ascsoria Juridica del CNE mediante memorando Nro. CNE-DNAJ-2022-0449-M d€ 15

dejunio de 2022, ingresado en la misma fecha, con oficio No. 19526 de l5 dejunio de 2022

csla procuraduria requiri6 su ampliaci6n, a fin de que se precisen los actos dc ifli.io y fin de

cada fase del ciclo elecloral y tas normas que los establecen.

1.3. Medianle oficio No. AN-PR'2022 0011 O de 17 de junio de 2022, ingresado el

mismodia al coneo irnico i.stitucional de este organismo, el seiior Presidente de la Asamblea

Nacional solicit6 que la consulta sea atendida de manem prioriiaria y urgent€. Al respecto,

mediante oficio No. 19175 de 20 de junio de 2022, sc hizo saber al sefror Presidente dc la

Asamblea NacioMl del tralo prioritario que se ha dado a su consulta. cuyo analisis concluid
tan prcnto sc rcciba la ampliacion del informe juridico del CNE, segUn lo previsto en el

articulo 8 de la Resoluci6nr No. 2,1, que contiene el prccedimienlo de alenci6n de consultas

por este organismo.

1.,{. Con oficio No. CNE-PRE-2022-0I9Gof de 29 de junio de 2022, ingresado al dia

siguienie en el coneo unico institucional de esta procuraduria, la seiora Presidenla del CNE

I R^.!L)nr \-. t24 pttbl|odn.t et Ream Iri.ial to.5lz tL l7 &ink n )t)tq
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contcnido en memorando No. CNE,
por el Director Nacional de Asesoria

remiti6 la ampliacion del inlbrme juridico solicitado.
DNAJ-2022 0485-M de 29 dcjunio de 2022. suscrito
Juridica de ese organismo.

1.5. El informe del Coordinador General Juridico de la Asamblea Nacional, contenido cn
memomndo No. AN-PR-CGAI-U-2022-001 M de 7 de junio de 2022, cita los adiculos I l.
61, 82, 83, 118, 120. 126,l3l,2l9 y 226 dc la Constituci6n de la Repnblica det Ecuadol
(en adelante CRE) que, en su orden. se refieren a los derechos y obligaciones de las peNonas,
y las competencias de la Asamblea Nac ional y del CNE; los articulos I , 2, g, 2t . 26, 1a. 79,
80, 81, 82, 83, 84, 85 dc la Ley Orgenica dc ta Funci6n Legislalivar (en adelante LOFL),
que establecen ei 6mbito de aplicaci6n de esa ley, las atribu€iones de la Asamblea Nacional
y sus Comisiones Esperializadas Permanentes, y el procedimiento de etj uiciamiento polirico;
1, 2. 8 y 24 del Reglamento de las Comisiones Especializadas permanentes y Ocasiol]ales; y
los articulos 16, 19,84.1 y la Disposi€i6n ceneralo€tava de Ia Ley Organica Electorat y de
Organizaciones Politicas de ]a Repriblica del Ecuador, Codigo de la Democraciaa (en adelarte
LOE),

Adicionalmente, el mencionado informe juridico de la Asamblea Nacional sc refiere
a las siguienles resoluciores, rclacionadas con la materia de la consulta, adoptadas por el
Consejo Administativo de la Legislalura (en adelantc CAI), et CNE y ta Comisjon de
Fiscalizaci6n y Control Politico de la Asamblea Nacional:

a) La Resoluci6n CAL-2021-2023-0208 de 26 de noviembre de 2021, por ta que el CAL
dispuso dar inicio al tr6mite de la solicirud dejuicio polliico, cn contra de los cinco vocales
del CNE, presentada por los Asambleistas Jocl Eduardo Abad Vcrdugo y Mario Femando
Ruiz Jecomc el 9 de noviembre de 2021;

b, La Resolucion Pl l- CNE-t-5-2-202) L.Xl 
j 

de 5 de tebrero de 2022. nor ta que el
PlenodelCNEaprob6ydeclafiel'iniciodeperiadoetectordt a parlir del5 de febrero de
2022, para las Elecciorcs Seccionales y de Consejeros y Conse.jeras del Consejo de
Panicipaci6n Ciudadana y Control Social (CPCCS) 2023.

c) La Resoluci6n PLE-CNE-I-7-2-2022,EXT de 7 de febrero de 2022, por ta que el
Plcno del CNE aprob6 el calendario electoral pam las elecciones seccionales 2023.

d) La Resoluci6n CEPFCP,202I-2023-0015,JP de ? de mayo de 2022, por la que Ia
Comisi6n Especializada Permanente de Fis€alizaci6n y Conrrol polilico avoc6 conocimienro
de la solicitud de juicio politico en contra de los vocales del CNE, presentada por los
Asambleistas Joel Eduardo Abad Verdugo y Mario Femando Ruiz Jncome y calificada por el
CAL. El articulo 2 de la Resoluci6n de la mcncionada Comisi6r, tmnscrila en el informc
juridico del Coordinador General Juridico de la Asamblea Nacional. dice:

: (RL. publnada at e] R?qitu Ofi.idt t-o 41e de 20 nc khthft de )0h\
t LAFI ptbli.otla en el S plcri a det Resi'to ot intND.61)de)7dcmio&2t)09
torp,Dtotit4t.1,,.pt4t,1ottptppeaaout,.t\-,.,a.ra,io.,-..-,,oo-,.,.",."t,

' Prbtt.4dtd d:;!sada sxpte .nto det R<kLnOn.d No 6J5 de N de rebrto d? )D)
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''An.2. Solicnaral Pro€urador Geneml delEstado por intermedio de laPresidencia de Ia

Asamblea Nacional una absoluci6n de consulta juridica sobre la aplicaci6n del afiiculo
19 de la Ley Orgnnica Electoral de Organizaciones Politicasde la Rcpfblica del Ecuador.

C6digo de la Denocra,ria .

Con tales anlcccdenles, el informe juridico de la Asamblea Nacional invoca los

principios de legalidad e independencia de las tunciores del Estado, y respecio al juicio
politico manifiesta que _e1 procedi ie to y plazos a obseflar pot los distintos 6rganos de la

Asa blea Nacional co,Lttan en la Constittlciti,l de la Reptiblica del Ecuador y la Ley

Gginicd dc ld Funcio Legislatirtl /...)'; ademis observa que, segirn el inciso final del

articulo S0 de la LOFL, "enndteriadee iicia ie to politica se debe aplic(r las garanti,ls

del de hLlo pro,:eso " .

Respecto al enjuiciamiento politico de los vooales del CNE, el acApite 7 del infome
juridico de la Asamblea Nacional cita el arliculo 19 de la LOE y expone:

'Los intega ter del Conseio Nacionol ElectotdL ) del Ttibunal Contencioso Electarul
son sen orus ) se i.lores pnblicos sujetos u cotuol ci da.la o y e4iui.iadie tt)

politico pot incunplihiento .le sus luncio es ! te .lfin las ftspo$abilidades
establecida\ en la Canstituci'n y Ia Ley; adends consta que la Funci;n Leqblatira no

r, Jtu J,naka, Rcnpla:a5 dt fi,n.i.hdtn^ ?lcranl?: des tuido, pat iui.ia rolrno)
estafi imoe.li.lt de iniciarlo una vez oue se hubierc efeetuado h conwcatorio ol
prcceso electoral v hasta oue este conchta con Ia oroclanaci1n de rcsultados lel
resakado r subrarado coffespondc al tdto .itado).

Luego, respecto a la Resoluci6n PLE-CNE- l -5-2-2022-EXT, de 5 de febrero de

2022. por la cual el CNE a$obo .l - inicio lel periado electarul , el Coordinador Juridico
de ta Asamblea Nacional cita defiriciones sobre los terminos nrrcio ', "periodo' proceso ,

r'eleccbnet ,asi como la siguiente conceptualizaci6n doctrinaria de-?/oceto electoral 6:

'' Desde Ia petspectila otginica, el pnceso electorul se despliega a ttvds de la
concatenacidn de un conjunro .lc etapo: y actos que v desnrolla,t, desd. la petspe.tiw
tedporul. en u periodo deterninddo f deln itulo, que por esd k1z6n tiene un ihicio f
necesaianente na conclusi,n" kl resaltado cotespo e al t6k) citado).

En ese orden de ideas, el inlbnne juridico de la Asamblea Nacional cita la Disposic i6n

General Octava de la LOE, que define al periodo o ciclo eleclo$l y sus fases y examina su

relaci6r con el fiiculo 19 de la misma ley, para concluir. en los numerales 9 y l0 de su

informe, lo siguiente:

'9- (...)

Eryo, se enrende a entonces on estn brcre descripci'n que Ia Asanblea Nacional ticne
la capaci.la.l legal de ejercer un prcceso Lle j ic io ?ol itico ahpatuda en dnictlo t 3 1 de

la Canstituciin en conLdterucl6n con el a b lo 78 de la Ley Otg,inica de la Furui'n
Legislatna, en conta dc lo: micmbbs del Consejo NdcionaL Electotul, hasto el iticio .le

-

-tilI c
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Ia ETAPA ELECTOML t la! connc.ttotiat t elecci.,nes, que onforme le desctibe et
Pleno del <:onsejo Nacional Electaral, en lo Resotlci6!l pLE-CNE-t 7 2-2A22-EXT. tte
7.lefebrclode 2A22 h nisna ificia en agosto delafio 2022_

10. Del atuilisis de ld notnatfia legal idocada, punt atmente existe lna di\yu,niya en
la c,plica.i6n enne lo dispue:to en el Art. 19 de la Le! OryIlnica Etectorat y de
Oryani:aciones Potiticds de la Repnhlica del ELaador. L'6digo de lo DemoLracia ), to
rusueho por el Consejo Nacianal Electaral, a tru.-is de Resotrci'n No. ?LE-CNE-t-5-
2-2022-ExT, de 5 de tebrcro rte 2022, public.t.ta d et Resistro Ofcial Sesundo
Snplene to Nto 635 de 08 de febrctu de 2A22, en enplea^e dos titminos de inicio:
pnceso electorul y periodo electotal, en ese or.len.

Pot Io qw el ctite,io jutidico de esta Coo inacinn Generat cte Asesoia hriljica.
rccalca lo dispuTto en ld Ditposicihn Genenl, Octaw de to Let Or4Anica Electorut y
.le Otganizrc ianes P allticns de la Rep bl ica del Ecuddot, L'6digo Lle tu De mocrac ia, e
la que nnniJieno que ls etapa electorul inicid con la conrocatoia a etecciones rnr pa e
del Consejo Nacional Electorul r se exnende hasta tu lecho de posesin de tas
aubidades electas, es dec tos Vo&les del Conseja Naci.,nal Electorul patrion ser
sujetos aj ici.t politico por pafie de Ia Asanbba Nacianal haiq el 20 de asosto det
2a22,confomealaResotuciinNo.PLE-CNE-t-722022-EXT,de7.let'ebrercdc2022,
don.le el Pleno del Co sejo Nacional Electorul, apnebd el calen latio ele.tordl paru tat
elecciones seccionales 2023, donde consta (ETAPA ELECTORAL-CONVOCATONA A
ELECCIONES), a partt de la rcfeillt) faha ( el resah.ldo coffespo rte al texto cita.lo)_

1.6. Por su parte, el informcjuridico del CNE cii6 los articulos 61, numeml 7, 62, 65, 131,
207,208, rumeral 12,210.217.218,219,224y23'7 delaCRE]6, 10, 16, 19,20,24,89,90
y las Disposiciones Generales Primera y Octava de la LOE, sobrc cuya base formulo un
analisis y€onclusi6n general, en los siguientes terminos:

'' L..) 1,1Funci6n Ele.torol prctege suautonomiade acue oaldLq Orgdniat Electoral
y de OrEankciones Polhicas de h Repnhlico del Ecuador. C6dieo de ld Denoqacid,
inpidiendo que una tubtAad extrufid a ella puedd inteoenir directa o iklirectanente
en el desanollo de los procesos ekctorules y t.t poco pue,la hacerlo en et

flL cio ahiento.le los 
'ryanos 

electorales.

Por Io ta to. la itulependcnckL de las Fuviones del Esktlo y lns atrihuciones de cada
u a busca inpedi que la capocidad de usa4 noiitizIr recursos o adoptur decisiones,
por parte.le autotitiades y seDidores, pueda set manipukda paru inlui de uM u ona
foma en una contie a electoral, aherat el calc daria.le las elecciones, no 6is ar los
.fondos que rcquiercn los prccesos eiectorales, idposibihat ldcontataci' del pe\onal

ecest)tio paru cunplt con qt iencid v efua?ia los objetiws preristos por lar
aubri.ld.l.s ek 16 elec.iones, ttuhsgrcdn li iategndad ! libetuad dc los sedidores
elecbrules, imadb el dnbito de aoibucione! del 6ryano adninistruti|o en noteria
electonl, afectt)t el desafto o de los procesos electorales o nenos.ahot el
tulciotktmieno de los i)ryanos .lectoralet.

Und re. que, se ha sertalado la co perencia e indepe tl.ncia que tiene el Consejo
Nacional Electo,al, para el desatollo .le las pftxesos electorules I que no puele habd
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inpierehcia de otrlts alroridades ajetds u n proceso electoral, constitqanrbse en

mrnima autotidad de m procetu electofttl; sie do necesario resaltar que, la Ler
Otgi ila Eledotutl !.le Organi.acio es Politicds de tu Rep blics del Ecrru.{or, C6di4o
de la De octdcia, en su disposici6n genetul ptinera (sic), cldranente establece que el
Consejo Nacional Electoral aprabard el inicia del periada electorul deJiniindoto de

ndncru .oncrcta que es el ciclo electorul que integru todas las acti|i lades )) opet iones

que se desarrollaa, de manera odenado, durane m Lpso de tienpo dentro de las etapas

prc electorul, electonl prcpianente dicho I post electoftl.

(...) cotespande sehdlat qrc la Lef OryAnica Ek.totul r de Otgu izatiane! Paliticds
de la Rep blica del Ectddot. Cidigo de la De ocftcia, e suarticulo 19 detemina rye
los inregruntcs del Consejo Nacionol Electoral y del Ttibu,tll Contencioso Electoralso
senitlorcs priblicos stietos a caturol ciudadano r enjuicianienb politito en c.L\o de

inc npli iento de sus futi.ioks. sin enbateo, en el misno a iculado se seiiala que, la
Fuaci' Lesislatiw no podni design rcenplans de rtncionatios electual6
destituidos por juicio politico r estoi impedida de iniciurlo wn w: q e, se hrbiete
gfuctuatlo l.t conto{ntolia al proceso clectoral r hasta que 6tte conclura con la
p t oc ldna. i6 n de rcsul ta.los.

De ac eftlo a lo nenciona.lo, ld nornati'a eleckral es clam ol indicar que, el Periodo
Elech,ml es aquel ciclo electoral que intega todus los actfiid&le: I operuciones que se

.lesarrolla , de a eru or.lenada, durunte un lapso de tienpo dentrc de las etapas p,e
electoral, eledoral propiahene dixha y post ?lectoral, et daiL el periodo electorul e\tl
constitui.lo .le rarios f6e' tenie .lo un tuicio que conesponde tt Ia to |ocatoria d
elec.iones rcalizalla pot patue del Conscjo Nticio al Electo,al .r se extiende ha:ta ]a

lecha.le posesi'hde I.$ autotidades electar que co,rcsporule a la tinafare.

(...) fiente a Ia consultl plante.kla por pdie de la Asdnblea Ndcional ( .) es nenester
co sidenr que, se .lehet tom las acciones petlinektes a electos de nantcnet la
institucionalidad del Consejo Nacional Electorul, eritando dc esta nanen que elte
6rgano colegiada debitlanente estflLtvado, pueda sufrn una a.eJatia il\tituciona|
definidd estd pot el Diccianarb de lo ME cona: Curen io de cahezo e inexistencit
de.iefe en aM socieddd o conuniddct .

(...) antc la posibilid.ld de inicidt ubJticio Politica qu,l po.tia canllerat o la po etiat
denituciin de los hienhros del Consejo Naciowl Electoml, ne per ito itidbar que hd!
noma erpresa que se na$greditla al rcspecto ), adentu que se disminuiria Ia ctlpdcidad
de mando en el contexro de los procesos electorales qre pot ditposici6n co stitucioMly
legal deben elect atse en el pais. sietu1a impo ante tondr las plecau.iones necesnns
paru garuntiw el derccho depdfticirykin de los ecuatotidnos; d.lends que, rcsultaria
e inprccetlente e ilegal cudlquict ikterto de ld Asanhl"a Na.ional e realizatM jui.io
politicoen este honento a los Co$ejercst Co^,ejeru\ Llel Conrejo Nacional Electo/al,
pues de dLuer.lo a la que estublece el a iculo 19 de Ia Lq Orgnnica Electoral y de

Otga izacianes Politkas de ld Rep|blica del Ecua.lot, C6digo de la Denocrucia, la
Flnci6n Legislaria esd inpedidd,le iniciatiicios politicos a fincionaios electotdles
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una rez que, se hara efechndo la coDMbria al proceso electorul, lo anl ite reatizd.to
et a5 .tu febrero de )a22, ediatue la ResoluLiin No. PLE-CNE t-5,2-2022-ExT r
nediante Resoluci'n No. PLE-CNE-2 30-5-2022, de 30 de mq,o de 2022 udoptatla por
el Pleno del Co sejo Nacional Electo l.

IY. CRLTERIO Y RECOMENDACION:

Los aticllos 89 y 90 de Lt Ley Orginica Elect(Nl y de Oryanizacio es Potiticas tle ta
Repnhlica (lel Ectktdo\ C6digo de la Denocracia, .leteminan que los Elecciones
Cenerales ), vct h al€s se realizardn cndd cuatro ahas, y considerdn.b que el Consejo
Nacional ElectoruL es el rcsponsable de elaborar y aprobar el plnn operutiw,
prcsupuesto odindrio I elextoral. actuatiraci1n I ciete del rcgistro eledoral e

insc/iryi'n de orga i.acio es politicas, que se deben ejecutat prc\)io a un proceso
electoral, es peiine te que se saru tice la continuidad de las fu cioner i stintcionales,
ante la posibili.lad de que lu Asanbla Nacional inicie un iticio politico etl contra de los
mienbros.lel Consejo Nkbnql Elertorul, pues el Cndiso de lo Denocrucia en st
a iculo 19, contempla que Ia Funci6n Legi ottuti no podrd designat reenpla.os.le
funcionalios electotules llestituidos pot juicio politico, e inclaso esta inpedida .]e
iniciat unjricio politico, una wz que s. hubierc efectuado la comocatotia al proceso
electorul v hasta qk iste concluyd co la prcclamaci4n de rcsuhado'

Asi nismo, consideranlo que el Pleno del Consejo Naciohal Electordl. nediante la
Resolltci6n PLE-CNE-l-5-2-2022 EXT, declqfi et inbia del proceso electoruL a pafiir
det 5 &lAhrcrc.le 2022, paru las Elecciones Seccionates; y, Elecci'n de Consejerus y
Co sejetus del Co sejode Pa icipaci'n Ciudariana ! Control Social2023, conloca llo
a la c irkladania t a lnt orydnizn:ion?a politicos para que parti.ipen en los distittos a.tos
que consftuyen paie delprcceso electolal.

ldendt, tonando en consideraci'n que nediante Resalaci6 No. PLE-CNE-2-30-5-
2022, de 30 de nato le 2022, el Pleno de este oryanismo electorul, .or oL6 al prcceso
electorul del Consej o de Paiic ipac i6n Ciudadana y Contrcl Social | rcsobii: "Articulo
l.- Aptubar el texto de la CONI/OCATORIA paru pastulafte al proceso de v4ficaci6n
de rcquisitos, ptohibiciones e ihhltbilidades paru delnt el listado de las .a didatds !-
Gtli.totosacoLtejerusfcn sejercs del Consejo de Pa i.ipdci6h Ciudadana ! Connol
Social paft el peiodo 2023 2A27; se dehe conclui que, considerunda lo sefiatado en el
alticulo 19 delC6.ligo de ltl Denocrucia, es i prcedentejuicio politico a los mienbrcs
del Co6ejo N@ional EIectu rol.

Por las o sideraciota e,"rcstas ! a ali rlas en su conjunto cot las disposicio es

co6tincionales ! legales, debi.lo a la ncesdad de intelige ciar a tas partes
inyol ctulat eh la aplicocidn.le las nornns legdles paru este caso concrelo, estd
Direcci6n Nacional de Asesotia Juti.lic, rcconienda se analicejuidicane te por paie
dela Procwu.lark Generat del Estddo !- te absuelu la@Buttapla eada po/ Asamblea
Nacional, toddndo en c enta las conti.leftcio es talizadas en el prclente infome
jutilico, a rtn cb q e el Pleno del Cahsejo Na.ioMt Ekctorut pueda co tinuu co el
cnnpli .nto de s$ attibucio es apegarlos a Derecho .

-
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En su infonne juridico amplialorio. el CNE, a Lo nunifestado en su inlbrme inicial,
respecto a las etapas del proceso electoml agrcga:

''El periodo electotdl, conforne lo deternino la DisPosici6n Generul Oclaa de la Lev

Orgdnico Electoral I de Organi:aciones Poliricds de la Repnblicu del Ecwdor Cidigo
de la Dmocrucia, et aquet ciclo electoral que integm todas las actirida.les y
operuciorcs que se desanollatl. de nanen ordesada, dun te un lapso de tienpo.lentro
de las etapas prc etectorul, electotdl propianente dicho r post electotol es decir. estd

cohstituido de varios Idses, actirirlades y operuciones que se dasatollat con la Jinalidad
de Earutuizal laejecuci6n de u prcceso electorul de noLnitico y truNPure te, en esticla
obse ,anciq delo ertahlecido en lt) C onstituc ii)n de laRep blicd.lel Ec a.lot-

La etapa PRE ELECTOR4L nlclure aprobdci6n .12 pLarcs operIti|os, presupuetto
electaruL dctuali:aci'n y cierre del r€Bktro electolal e inscripci6n de otganizkiones
politicas, esta etdpa culminat ia el .lia ) 9 lle agosto de 202 2.

h tal ittid, confome Io cletemi a.lo e el ule ddtio electoral, ld ETAP,1

ELECTOM L, inicia el 20 de ososto dc 202 2, con la Conrccatoria d Eleccn espolpa e

del Pleno del CNE. la c al .lebe ser ftdlizada con al enos ciento winte dias de

antlcipaci'n al d{a de hs |ottlcio es, at:o e a lo estipulado en el Let OrgA ica Electorul

!- de Oryanizaciones Politicas de la Repnblicd del Ectndor, Cidigo de la De ocrucia en

el atlculo85,Iac al culmina el dia 14 de maro de 2023, con la posesinn de autotidades
conlome lo estdblece la normativa electotul en el drtbulo 91, in isa tercero y siendo
ena una le las incio es que tiene el Conrejo N@iotal Ele.torul senalado en el artlculo
25 unelal I de la let' ibi.len-

Finulnente, la ETAPA POST ELECTOLAL inicia el l5 de nayo de 2023, y conprende
todas las actiridades postetioNs a ld posesinn Ltu uutoridades intlqenlo e! inforne de

incunplinknto rnesentaci6 de las ctent$ de cdnpdfra elextoftl l sta el 3l de
.licie bre .:le 2023, conforne lo estipala.lo en Ia Disposici6n Ce erul Octota de la Lef
orydnica Electaral y de Orga i.aciones Politicas de ta Repiblica drl Ecatulot, Cilig)
de la Denocracia'.

1.7. De lo expuesto se observa que los criterios j uridicos de la Asamblea Nacional y el CNE
difieren parcialmente respecto de la aplicaci6n del aaiculo 19 de la LOE.

Asi, la Asamblea NacioMI considem quc la prohibici6n dc iniciar juicio politico
respecto de los miembros del CNE, que establece el ariiculo 19 de la LOE, debe ser eirtendida

en a.monia con Ia '/.4r? ?lectoral" defrnida por la Disposici6n Ceneml Oclava de la LOE,
que se inicia con la corwocatoda a elecciones y concluye con la proclamaci6n de resultados.

Por su pane, el CNE enfaliza en la independencia de la Funci6n Electoral y la
necesidad de mantener str institucionalidad y evitar la acefalia de ese organismo- Soble el
tema materia de consulta considera que la prohibici6n que es.ablece el articulo 19 de la LOE
seaplicadesdeel iniciodel proceso electoral,lo que a su criierio incluye Ia fase pre electoral,
que empieza con las actividades de planificaci6n y presupuestaci6n del prcceso, aclualizaci6n
y cierre del registro electoral e inscripci6fl de organizaciones politicas, que se ejecuun anles

del proceso electoral, y coincide con la Asamblea Nacional en que la prohibici6n de iniciar
juicio polilico a los miembros del CNE se extiende hasta la proclamaci6n de resultados.



r-

TtI
FI]I:MANRIACNR,JE SAOO

^ Ed,tuo amJzonas praz.
V av. Amazonas N!er23 vanz,qa

PiPhG3

2. Anrlisis.-

El aftilisis del tema materia de consulta considerani lo siguiente: , la designaci6n y
renovacidn de los miembros del CNE; i, la tunci6n fiscalizadora de la Asamblea Nacional y
el procedimiento dejuicio politico que regula la LOFL; ii, el proceso electoral en la LOE y
sus fases; y, ir, la prohibici6n que establece el adculo 19 de la LOE de iniciarjuicio polirico
de furcionarios electorales al existir un proceso electoral en curso.

2.1. La designaci6n y r€novaci6n de los miembros del CNE.-

De acuerdo cor el articulo 218 de la CRE, el CNE se integm por circo consejeros
principales y cinco suplcnles, sujetos a un periodo de seis anos. La misma norma prev6 la
renovaci6n parcial dc los consejeros del CNE, cada tres afros. Al efecto, su primer inciso

seiala la forma en qne se realizarala renovaci6n parcial:

' El Conseio Nacional Electoral se integafti por cihco consejerus o conscieros

/incipales, que ejetcefin s sfunciones por seisartos,yse ftnorna parcialmekte c...la
tres ailos, dos mienbrcs ek la yimera o.usi6n, trcs en la segunda. y a:l sucesiro ente.

E\isti in ci co cansejelas o co$eieros suplentes que se reno'arAn de iguat.lbma que
los yincipales .

Similar prcvisi6n a la prevista por el articulo 218 de la CRE sobre la forma en que se
debe realizar la renovaci6n parcial de los consejeros del CNE consta en el primer irciso del
articulo 24 de la LOE. Las relormas introducidrs en febrero dc 2020 a la LOE incorpomron
al articulo 24 dc la LOE un quinto inciso, scgin el cual "Lu selecci6n de consejens o
co sejeros principales ! tuplentes respetard los pri cipios de paridad r altemdilidad de
honbrcs t mqeres .

Por su pane, el a$iculo 224 de la CRE confiere al Consejo de Participaci6n
Ciudadam y Control Social atribuci6n para designar a los miembros dcl CNE y del Tribunal
Contmcioso Electoral, ptetia telecci'n mediante concurso prihlico de oposici'n y miritos,
con ?oltulaci'n e imprqnaci6n de la ci dadania. I garunt{d de eEtidad t paridud entre
hombres f 4ercs, de dcuerdo con ld ler".

Al no haber concluido cl procedimiento para la renovacion parcial de los miembros
del CNE, sus actuales miembros ejercen funciones prorrogadas, de conformidad con la
excepci6n prevista en el numeral 4.1 del arliculo 105 reformado del Reglamento ceneral a la
Ley Orgenica del Servicio Publicor, sobre cuya aplicaci6n lralo el pronunciamienro
vinculantes contenido en oficio No. 12902 de 9 de noviembre de 2017, en el que esta
procuraduria concluy6:

' RAr.dtEP plbti.ado 
"tstlpk 

? todetR?E,jt oti.i.t No 113tu t t.rbntd.)1i . Etdn l,105e
tnk ae D{rtb EieatnD n tet. tilblko.ta ot.lstpl to.l?1Re(isno (nt ri. t09de)7t.atnbt.d.l2t)t/.\conoli.iaNot653tdct3lbtuti. btde2tzl s. tu nthi conllld d.|Pr.i<]lr? slbtoslnt. tttl( NE tseleknri.opjd.l2l

1 ) i (to.ro ln hN etpdare ni-ttr lt)i tttom.ntr t RtsLn.hto (n!!ru] 4 Lt ltt
trlLhn.r trt srnt.r l n!, 6 hndbtt d.l aons!jo ,\ad,NI Etedo t cu)rt p.tlodot ennhptnimso |2net, nopo.tait
septuos. d.I tlzse4xno d2 sur pu$tos hdtu w. el a^s.Jo d. Patuipad,, ciudadow I antul sociat desis e o s^
4dtlrs ! k! Din.s y posi tn htr rt Phao d. L lsdu.d !,trciotot. tz 4t ll rnnrdl th ) 4 \lLt.ttn .1. 16
karttrtrnr\ & tt^ urttuL\ tr.thn &l ao sr Natb tt r,lln,at ro tu u,khtlo: t 4n tu, .. t. t!!1.1r) o rhoan4 ne
Ithas tuNimrios 

'flnrunvtrtu 
t !,htavn&r|)Lr titulttttt rt. tu ltntttr t!4rtrulFttvtu.n tt

d it !1, 6lel t tnhp.1. ta Denim.ia
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'(--.) cle acuerla con las erepciones pretistat en el nunercl 1.1 del diittllo 105

refomado del ReBlam..ito Generulala L.'- orgihicudel Set,'icio Ptiblico.los ie brcs

tlel Consejo Nacio at Elecbrul cuyos periodos estdn pt6xinos a wnceL a poll n

sepaune del desenpeno de sus puestos hasta que et Consejo dc ParticiPaci'n
Cilkladan.t y Co tol Soci.ll designe o 6ree pltt:os I los hismos se posesione a tcel
Pleno rle Ia Asamblea NacioMl, lu qte el procaliniesto de selecci6n de los

rcemplo:antes de los acnales nienbros del Conseio Nacionil Elecbrul no ha co,lcluida;
y porr.ttto,la cesaci6n enfunciones de.lichosfu cio atios interrunpi'ialas dctiridades

i,lstitucionales, conh-aritiddo l41ina1i.l.1dde la Fu ci6n Ele.total prctistu en el u iculo

6 del Cndiga de laDemolacia-

Es .le erchtsiw responsabilitlatl del Conseio Nacio al Electorul, rctifcar el

cun?limie ta de los presupuesbs establecillos para la aplicaci6 de lds causales de

orcepi'n qrc la norna yeri, hasta que el Conseio le n dicipacidn Ciudadom r
Conttol Social, en el imbito .le sus cot petencias cons,itucionalzs r legales, efecnie los
prucedinientos necesatios r opo unos para desig or los ruenpla.os coftespondiedet
dc los nienbros lel Conseio Nacional Ele.toral quc €sten proximos a .orclrir ra
periodo" (el rcsahado nc corrcsponde).

El mencionado pronunciamiento se remiti6 al CNE, con olicio No. 16583 de 18 de

noviembre dc 2021. en atenci6n a la consulta formulada por el Presidente Subrogante de csc

organismo.

De )o expuesto se aprecia que: , los miembros del CNE estan sujetos a periodo fijo;
ir) la desigmcior y renovaci6n parcial del CNE se realiza mediante concurso; y ,i, hasla que

concluya el proceso de renovacion y a fin de mantener la continuidad inslitucional, los

actuales miembros dcl CNE ejercen funciones prorogadas, por la cxcepci6n prevista en

Reglamento Geneml a la Ley Orgerica del Senicio Piblico.

2.2. La funci6n fiscalizadora de la Asamble. Nacional y el procedimiento de juicio
pol(tico que regula la LOFL,-

De conformidad con el numeral 9 del articulo 120 ale la CRE. la Asamblea Nacional

tieneentresusatribucionesydebereselde'Fiscalizurlosfrctosdehtsfu ciones Eiecuti|a,

Electorul y rie Trunsp.ttencia y Control Sociol, !' los ottos titgdnos del podet ptiblko '. y
requerir a los servidor€s piblicos las infomaciones que considere necesarias (el resaltado me

corresponde).

En este contexto, el articulo 222 de la CRE establece que los intcgantes del CNE y
el Tribunal Contencioso Electoral "rsr.i, sujetos .le enjLicianiento polltico por el

i cunplimiento de sus funciones y rcspansabilidades establecidas en la Cotlttihrci6n y la
/e1 '. en cuyo caso, la Funci6n Leglslativa no podrd designar a los reemplazos de las

personas destituida: .

E de e.th6id es\httbilidn.l det adrejo Nncbul Ek.to l. t?tili.o'al ctrvlirtia o d? 10' pr?ntwlos estublri.los pa& ld

tl dnhh n( $ dn,p(t.ruu' !,^tutk,rtl^ ! n,lk\ tlldrr( h\ tlrl\hr r r^ 
"!.Nn.! 

t.Panna\ ?!u llrpu h^
aoryltoro tspd i? ertl.los icrhtu:d,l(ansejoNrcio al Ll?cball.lk dih r,ht\trn^atun.t r rru&)

-
TII
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De conformidad col1 el inciso primcro del ariiculo l3l de la CRI la Asamblea
Nacional puede proceder al enjuiciamiento politico, " a sol icihrl .te al menos una cnark! pane
de sut niembros J pot intumptimiento de las funcio es que les asisna la ConstihLi'ilr la
/er'', enre oras autoridades, de los miembros del CNE.

Por su pa(e, el articulo 7,1de la I,OFL derermina que les corresponde la fiscalizaci6n
y control politico a los asambleistas, a las comisiones especializadas y al Pleno dc la
Asamblea Nacional, de acuerdo a las disposiciones de la CRE, esta tey y los reglainentos
intemos correspondientes.

El articulo 78 de la LOFL prev6 que la Asamblea Nacional podii proceder al
enjuiciamiento politico de los tuncionarios detallados en el cilado adculo l3t de la CRE,
durante el €jercicio de su cargo y hasla un aio dcspues de terminado, por el incumplimienlo
de las firnciones queles asigna la constituci6n y la ley,

El procedimiento deljuicio politico consta en el arriculo 80 de la LOFL, que detalla
las competercias dc quien preside la Asamblca Nacional, del CAL, de 1a Comisi6n de
Fiscaiizaci6n y Control Politico y del Pleno dc la Asamblea Nacional, 6rganos que dcbcr.ln
respetar el debido proceso y las demas garantias y derechos conslitucionales de las
autoridades sujetas a edui€iamiento polilico.

De las normas ciradas se observa que: , la Asamblea Nacional tiene atribuci6n pam
fiscalizar los actos de las funciones del Estado, entre ellas la Electoral; i, los miembrm del
CNE pueden ser somctidos ajuicio politico; iii) la Asamblea Nacional no tiene arf,ibuci6n
para designar o reemplazar a los miembros del CNE; y ir, el enjuiciamicnro politico este
sujeto a las garantias del debido proceso-

2.3. El proc€so electornl en l! LOE y sus fases.-

De acuerdo con el arliculo 217 de la CRE, cofesponde a la Funci6n Electoral
ga,a\tizat "el ejercictu Lle bs .lerechos politicos q e se expresan a na|is del s$agio, as{
cono los rcfercntet a ld org i:aci6n politica de la citdadanid ' .

Al cfccto, segin el numeral I dcl articulo 219 de Ia CRE. el CNE tiene entre sus
tunciones la de (hea izar, dingn, \'igilar y garantizar, tle ma era trunsparente. los
procesos clectorales, cofiyocat a elecciones, reoli:dr los cdmpatos electottlet, ptoclamu
los rcsultados, y posesio ar a los ganadares de la\ eleccian€s" (el resaltado me

La duda sobrE la aplicaci6n del afliculo 19 de la LOE surse de ta oscuridad e
indefinici6r terminol6gica de esa ley, que utiliza indistintamente los l6rminos peliolo ",
''prcceso y ciclo' ele.toralt igual ocurre con las palabfas fose y "etapd". En tal virtud,
para alcnder la consulta es neccsario examinar si el uso dc dichos t6rminos es univoco en la
LOE, o si, por el contrario, tieren connotaciones direrentes.

Como anlccedente se observa qqc cl uso de la expresion yoceso eleckDal ya
conslaba en la LOE anles de ias refomas inl.oducidas en 2020. Asi, porejemplo, el articulo
I 73 de la LOE, al referine a la obscrvacion electoral sef,ala que '?ersr8?p 1d complensi't1 r
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e'rdltoci6n de todas l$ fases ,le u pr&eso electoruL atesriguando tos desempeiios .le h
Funcinn Elecbral, otientados d gara tizar el roto ciudo.lano y lu btuqueda de
pede?cionamie to del sis/cttd " (el resaltado me coresponde).

Por su parte, el numeral 5 del aniculo ll0 de la LOE, agegado por el articulo 139 de

la Ley OrsAnica Reformatoriaq a la LOE, gfianliza a las organizaciones politicas registradas

en el CNE el derecho a: "figilar los pncesos electorales en rodas sus fases. a trdvts de sui
delegarla: o delegados tlebidd e te acrcditadas o acrcdit&tos' (el resaltado me

Como se observa, t3nlo la CRE como la LOE, antes y despues de las reformas
introducidas en ese cuerpo legalen 2020, se referen al"procesa electorul compuesto por
"l^^ '.

De su lado,la Disposici6n Genenl Octava de la LOE, a$egada por el aticulo 159 de

la Ley OrgAnica Reformatoria a la LOE, no utiliza los terminos ?.acero ni'Irre.sinoque
conceptualia al "periodo electorul o cicla electorul" y seizla que se compone por las
''eldpds " pre electoral, electoral y post electoral. Dicha noma establece:

' OCTA|A.- El Peiodo Electoral es el ciclo electoral que i tegru todas L^ at:til,ilades
I operuciones que se desarnlldl, de ndnct.t odenadi, duftnte un ldpto de tiempo
.lentl o de hs etapL\ prc electotdl. electoral propiamente dicha )) post electoral.

Los dryanos electorales, en el dmbito de sus compe.encias, apruba n el inicio del
pe odo eleetorul ! peiodo contencioso electoml eh considerucitn t la fecha de lu
elzxtiti,t y a ld ptohibickin de tulizat refomar legalet e natcria electorul que entrcn
en ligencid durante el aiio dnteriot a Ia celebrdci6n de las elecciones. Este perio,lo

fi dliza en sede ad inistrtnira electoral con e! pronuncianiento que rulice sobrc l.t
p.esentdci6n.le cuent$ lle canpaiia par Nie de las aryani:aciones politicas q e

pdtti.ipatun en el prcceso electorul. Eh el cltso del nibLmal Contencioso Elextoril el
lto e to en que se resuelwt todos los rccutsos, @io"es I denurcias que prcvengan
del prcceso elecroruI prccedenre rcspecto a ld prcse ta.i6nJj zga ie to.lecuenhsde
campaiia e init?ciora eletorales.

La etapa prc electoral hclqe, e trc otn' Lt dptobdci'k de plaies operuti,os,
prcs ptesto o linatio .' electorol. actualizaLii)n y ciete del rcgistrc eleckrul e
inscr iryi,n de oryanizt)ciones pol iticas.

La etapd electorul iniciacon laconncatotia acleccion.s por pane del CoNejoNaciow!
Electoral j se 6tie e hastlt hleda de posesi,in.le 16 autariclodar elecbs.

La etapa post electorul canprende to.las la! actiti.ldles pL'steriores a la posesi6 de

dutotitfu.les iklutenno el infome d2 incunplinknto prcse taci6n.le las cuentas de

canpaiia electoral hasta la Jinali:aci6n del periodo electorul que ho po.lra supetut el
arto liscal coftspokdiente (el resalta.lo me co esponde).

La romla previamente citada establece un 'petbdo elecbrul coapuesto por hts
etapas delimitadas en el tiempo que determinan el momento en el que se deben eiecutar: pre

' L.r t)ryntLu Rtlotrnbn. o h I OE, prbli..t h.n el $Qlehato.t l R*ktu Olci to 13411.3d"teb'ttodel202a.
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electoml, electoral ypost electoml. [.a LOE desarrolla cada lmo de los actos que eI CNE y
el Tribunal Contencioso Electoral deben realizar en cada etapa.

El siguiente cuadro ilustrael momento de inicioyfirde las etapas del ciclo o periodo

Se obsena que el arliculo 8,{ reformado de la LOE si bier este ubicado en la Seccion
"Com ocatoria a Elea:iones I cale atio eletbtul , contiene regulaciones que corresponden
a la etapa pre electoral, en los teminos delinidos po. la Disposici6n General Octava, y preve

que, en coordinaci6n con el Tribunal Co encioso Electoral, el CNE debe aprobar el
calendario electoral " en bdos bs procesos de eleLci'n pop ar y de denocrucia.lireda .El
calerdario electoral debe considerar un cmnogama a ser aplicado por el CNE en las

difer€ntes Tnsrs 'del pro€eso electoral, asi como las tie pos F .lenciaLes nininas pdra
el cunAlimic to de todas las actividades admi i:trutit.ts, operuttuas t- idnliccionales
propnlr del Ttibu al Conte citto Electoral ?n el .inbito de su\ conpetencias '.

Cabe considerar que, de acuerdo con el articulo 88 de la LOE, quc tampoco fue
materia de refonna. si el CNE no cumplierc con la conrocatotia a electiones en el l\efipo
previsto, con la que se inicia la fase elecioral del respectivo proceso, la Corte Constitucional
le requerna para que lo obseNe. La misma rorma, pam el caso en que el CNE no efectte la
convocatoria oportunamente, confiere las siguientes atribuciones a la Co.te Constitucioml:

'(.. ) Si tu se rcali:urc ld cob-acabtut denrro del tilnino de .udrentd I ocho hort6
despuis .lel rcquetinie to, lo Cofie Constitucional hard la cowocabril\ desti ui i a los
consejens o cons.jerus det Consejo Nacionat Elec.oru.l rcsponsables det no
cutnplimieito y u,nord a los saple,rtes qrc conpletardn el perioda pa/a el cwl fueron
t)es i gnados los p rinc i pul es

DTAPA PR' F,I,F'TORAI. ETAPA f,LECTORAI, ETAPA POST ELECTORAL

l) Delaraton6 de inicio del

calendario el{tonl.
3) Aprobacion deplancs

optratlvos. Presuple{o
ordinano y elccloral.

Arti.uro! 1?.19 iumeer t(REl
31.35 y renr in.i$ Disnoric,6n

l) lniciacon Iaelaboracion y
aprobaci6n de la conlocaloria

2) Poclamaci6nde relullados y
,djudicdci6n de disnidades.

Arrlcdor:1q.3,1-3t r-3s. lr7 ) cuno
imi$ Dips,c6n Genedl axiava Lo[

r) Inicia con laverificacion y
control de cali.lad de
intbrroci6ndc base de dalos

{no suftasanres. mienbros de

.juntd rseptoras delvolo que
,sistiero!)i proccsdn ienro de
ce*ificados de vorei6n.

Adicuro:quinro in eDispo idi

eletoEl. con rcgistro dc
alianzas en eICNE 

'nafiz
provinchles elecrorals.

Articulo: l:lJ lOF r_ tercer in.is
Diioslci6nGmc6lOdava LOE

3) Fin de la etar,a electoral, conla
poscsion dc autoridades.

A icnlo: lr7 de h I OF y!u.no inrko
Dscnsi.idi ceneml o.h!i LoL..

2) Fin de la elapa pon elecroral.
con elaniilisk de cxpcdi.ntes
de cufltas de campana.

.{diculd: qdnb inci$ Disposicmn
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Si los suplentes na concutiercn o pesar .lel llarut iento de Ia Corte Constitucional,
isto designa vocdes In,erinos ) otilicard dl Co sejo ele Pdtuiripali6 Ci .radaka f
Controt Sacidl paru qrc ptucedu al coruutso de oposici'n y nititos paru nombrur los
Mews integrontes..lenlro del pla:o de treida di,is. Losrocales ati nombrcdos duru in
el tiempo que laConstituci'n estahlece kl resaltltdo ne @rrespon.b).

De lo expuesto se desprende que: , la LOE utiliza indistintamente y en sentido

univoco los t€rminos " periado". "pr@eso" o ".i./.," para ref'erirse al conjunio de fases que

se desarollan en forma secuencial y concatenada para desanollar ulra ele,rci6n; en virtud de

lo cual dichos tdrminos pucden ser entendidos €omo sin6nimos; ii) lo mismo ocune con las

palabras'fas?' o "etapa , que describen e; conjunto de actos individuales que los 6rganos

electorales deben realizar; ii, las elecciones son el resultado de unproceso compuesio por un

conjunto de fases que se desarrollan en orden secuencial, sin que una pueda iniciaNe sin que

la antcrior haya concluido, y que implicar la realizacion de una serie ordenada de actos por

los 6rgams electonles, conla finalidad de hacerefectiva la democmcia representativa; iv) el
periodo. ciclo o proceso electoml csl, compuestopor las fases o etapas pre electoral, electoral
y post electoral; y, 1, iniciado un proceso electoral concrero, [rnicamcnle la Corte
Constitucional, a fin de velar por el cabal y opoltuno cumplimiento de la convocatoria a

elecciones, Iiefle alribuci6n para hacer dicha convocato{ia, deslituira los consejeros del CNE
y llamar a sus suplentes y, si ellos no concufliercn, designar interinos;lodo cllo scgin cl
articulo 88 de la LOE, que no tue materia dc refoma en 2020.

2.4. La prohibici6n que establece el articulo l9 de la LOE de iniciar juicio politico d€

funcionados electorales al existir un proceso electoral en curso.

Es oportuno considerar como antecedente que, el aticulo 16 de la LOE prohibe

intervenir, directa o indireclamente, en el desanollo de los 'Plocer.rr el?./orales y en el
tuncionamiento de los 6rganos electorales a ioda autoridad ex.raiia a la organiza€i6n

Por su pate, el irciso nnal del aticulo 19 de la LOE, sobre cuya aplicacion trata la
consulla, prohibe a la Funci6n Lcgislativa el inicio de juicio politico en contra de los
tuncionarios electorales, en los siguientes terminos:

'' La Funciin Legislatiw no potlfli desienar rce,nplazos de Iu cionatios electorules

destituidos por juicio politico f estani irrrpedida de inicia ou av1.q eseh bierc
efectaulo la cont ocaloria al proceso electorul ), hosta rlue iste concluya con la
proclandLiin de resultahs (el rclahado ne cotespo de).

Sesin la norma transcrita, cuyo texto no tue modificado en las relbmas introducidas
a la LOE en 2020,laAsamblea Nacional esti impedida de iniciar un j uicio politico conaa los

tuncionarios electorales durante el periodo conprendido ente la conbcutorid at prcceso
electotdl y la-'proclanuci'n de resuka.los .

Al respeclo. se obser\ra quc los articulos 84. 84.1 y 85 dc la LOE. quc fucron
refomado, agregado y sustituido, respectivamente, en 2020, disponen en su order lo
sisuierte:

-
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El articulo 84 de la LOE, ubicado en la Secci6n Segunda "Conyacata u a elecciones

) cdlendaria electordl del capitulo scptimo "Del.irrdgi,r ", anres dc su refomra disponia:
'A todo acto electoral, precerlerd la carrespo die te convocdto a que serd publicdcla en et

Registt'o Of.ial , y adicionalmente ordenaba su ditusi6n por otros medios. Luego de la
refoma introducida en 2020, el aticulo 84 de la LOE confierc al CNE atribuci6n para, cn
todos los procesos de elecci6n popular, coordinar con el Tribunal Contencioso Electoral e1

cronograna d aplicat en las diferentesfqses altesde aprobar el calendario elecloral. Dicha

' En tdlos losprccesos dcelecci6n popuLt r de denocrucia directa, elConsejo Nacio dl
Eledoml prcio a lo apbbociin del calenturio electotol, coodinavi con el T bun
Contencioso Electoral la prop esto de ctu ograma a aplic e las diJercntes loses.
Co el fu .1. sarantizat los dercchos .le paticipacibn, el calenddtio elcctolal
conliderutd los tienpos pnkletrtules nininos pard el cunpliniento tle todas las
actitidad* addi,tistraties. operutit.ts ) jurisdi.cionales propias del Ttibunol
Co tencioso Eleck tul en el dnbito de sus competencias (el rcsalta.lo h. conesponde).

Por su pade, el articulo 84. I , agrcgado a la LOE por las reformas de 2020, que es Ia
normaqueactualmenteserefrereala'convocatoriu"estableceque6staserealizari'e todos
los procesos de elecci; popular y de democracia d,re.1r", y ordena su publicaci6n en el
Registro Oficial asi como su difusi6n en diversos medios; mienras que el articulo 85
sustituido de la LOE preve qtrc la"conwLdtoria pula /ar e/e.eior?er " se realice porel CNE
.on al menos ciento winte .lit$ de anlicip.t i6n al dia de las wtaciond, ercepto en kx
&so\ que la Canstituci'n t la ler prepan plazos ditintos .

Es pertinente observar que el conlcnido de la convocatoria a elecciones, segfrn cl
articulo 85 susrituido de la LOE debe incluir cl calendario electoral, que se aprob6 en la fasc
pre electoral, asi como la determiMcion de Ios cargos que deban elegirse; el periodo legal de
las funcioncs de quienes fueren electos; las pregunlas y malerias dc la consulta, referendum
o revocatoria. segiln sea el caso.

Al respecto se adviene que el articulo l9 de la LOE, que prohibe el enjui€iamiento
politico de los micmbros del CNE desde la "conrocLttorid dl poceso electorul ' hasr, la
-'prcchmdci' de rcsttrddor". conserva su texto pese a las reformas introducidas en ese

cueryo normativo en 2020, por lo que para que pueda ser aplicado debe ser entendido en
armonia con Ios aticulos 16 y 88 de la misma ley. que tampoco fueron modilicados en 2020
y que, segrin se cxamin6 al inicio de este ac6pite prohiben intervenir, directa o indiredamenie,
en el desaffoito de los procesos elcctorales a autoddades extraias a la Funci6n Elecloral, y
resewan a la Corc Constitucional la atribucion de destituira los consejeros del CNE y llamar
a sus suplenies o designar interinos, en caso de que los miembms del CNE incumplan con la
oportrma convmatoria a elecciones.

En tomo al tema, resulta opoduno considemr como antecedente que la prohibici6n de
interveni en las actividades de tos 6rganos electonles, queconsta actualmente en el arliculo
16 de la LOE, tambidn esflrvo prevista en el afticulo 134 de la Ley dc Elccciones y su
codifi caci6nro, que seialaba:

-
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''Ningwa adorillad extdfia a ld organizruink electarul podrn inkrwnjr diEcta o
indteciamente en el funciomnie to de los oryanismos eledorules. Pot Io tanto, la
Fuet:a Pnblicd salo podrA achtat en el crnplimiento de l^t 6nienes enana.las de las
preskientes ) de los rccales de los tibunales Supremo Ele.torul y pruvit iold
electorales y de los presidentes de las juntas r*eptotos del nr.".

De lo expuesto se observa que, el p€riodo o ciclo electoml, y cada proceso electoral,
esnin compuestos por tres fases: pre electoral, electoml propiamenlc dicha, y posl clccioral,
que se deben cunplir en forma secueflcial pero que estan vinculadas entre si. pues "(. . . ) .d../d
etapa es si lugar a dtdas n precedente intlispensable d? Iaque le sige y, asuvez, estaes
s necesaria consecuencie. .[e nodo q ? no se puerle etapd sin haber

fnalizado la que te precedett .

El verbo .ozro.dr" se define como: "1. (itat, llanor a una a ds ?ersonos pnra
que concurran a lugr o acto deteminado. 2. Anunciar, hacet plblico uh acto, coma un

oposicio es. tna hklga, ettateru. paru que puedd participar quieb esti
irrtlcsddo "/r (el resaltado me conesponde)

En esa linca de antilisis, la aprobacidn y declaratoria de inicio del periodo electoral y
del respeciivo proceso, hechas plblicas mediante las debidas nolificaciones a la Corte
Constitucional y a las FuDciones del Estado, publicadas en el Registro Oficial y ditundidas a

la ciudadania en los diarios de mayor circulaci6n nacional configuran un llamado o
convocatoria que da inicio al proceso electoral y garanliza los dcrechos de participaci6n de

En este orden de ideas es claro quc. cl proceso electoral esti ercurso una vez que ha
iniciado el periodo electoral definido por la Disposici6n General Octava de la LOE, lo que da
lugar a la aplicaci6n de la prohibici6n general de inlenrenir en al, que se dirise a todas las
autoridades exlraias a la Fmci6n Electoral segin el articulo 16 ibidem. Y es efl ese contexto
enel que debe serentendida Ia prohibici6n especifi€a que establece el aniculo l9 de la LOE,
que impide a la Funci6n Legislativa iniciar un enjuiciamiento politico de los miembros del
CNE,

De las normas rcvisadas en este acipite se aprecia que: i, la prohibici6n que establece
el articulo i9 de la LOE es de carictcr cspccifico, pucs se aplica tnicamelrte a la Funci6n
Legislativai y ii) dicha prchibici6n alude a la imposibilidad de que la Asamblea Nacional
enjuicie politicamcnte a los miembros del CNE durante el periodo comprendido enlrc Ia
'cotltocatoia al pfoceso electoruf' y h proclamaci;n de restttados", rctuiendose a actos
especificos que se desanollan en distirtas fases del proceso electoml.

Del anrlisj s j uridico efectuado en elpr€sente se concluye que:, eljuicio politicoesti
sujeto a las garantias del debido proceso; i, la LOE utiliza indistintamente pero en sentido
univoco los terminos "perioda , "pnceso" o' ci.lr" electoral. en virtud de lo cual dichos
t6rminos pueden ser entend;dos como sinonimos: lo mismo ocurre con las palabras "/are" o
'"lapd", que describen los aclos individuales que los drganos clectorales deben realizar; ,,,
las elecc,ones son el resultado de un proceso compuesto por un €onjunto de fases o ehpas:

1r $arada f.lloso ,1dott6 )00.t r t tl? h nrlL.r'ln ulenulio del d?rccho rtk?ilt s4tlo F.: Rfin,:at-att:o"i.
I: Di..io,atiade td R?ol L2 !14 t\Plrutu
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pre electoral, electoral y post electoral, que se desarrollan en orden secuencial, y que implican
la realizaci6r de una serie ordcnada de actos por los 6rganos elecloralcs, con la finalidad de

hacer efectiva la democracia rcpresentativa; n ) una vez declarado, noti ficado y diturdido por
el CNE el periodo electoral, el proceso se entiende convocado y en curso y queda sujeto al
calendario aprobado; ry' iniciado un proceso electoral. unicamente la Corte Consritucional
tierc aaibuci6n para hacer la convocaloria, deslituir a los consejeros dcl CNE y llamar a sus

suplertes y, si ellos no concurrieren, designar int€rinos; y r, la LOE establece una
prohibici6n gencral y otra especilica, en vifud de las cualcs ninguna autoridad extrana a la
Funci6n Electoml puedc inlervenir en un proceso electoral ni en el funcionamiento de los
6rgaros electorales, yque impide a la Funci6n Legislativa sustanciar unjuicio polilico contB
los miembros del CNE hasta la proclamaci6n de los resultados dcl respectivo proceso

3. Pronunci&miento.-

En atenci6n a los t€minos de su consulta se concluye que, de confomidad €on el
articulo l9 de la Lcy Orgrnica Electoml y de Organizaciones Polilicas de la Repriblca del
Ecuador, C6digo de la Dernocracia,la Asamblea Nacional no puede someter a.juicio polilico
a los miembros del Consejo Nacional Elecioml una vez que se encuentre en curso u1r proceso
electoral, hasta que se produzca la proclamaci6n de resultados, segin el tenor de esa norma.

EI presente pronunciamienlo debera ser entendido er su integ dad y se limita a la
inteligencia y aplicaci6n general de normasjuridicas, siendo de exclusiva rcsponsabilidad de

la entidad consultante, su aplicaci6n a casos institucionalcs cspecificos.

tNtco FRANCTSCO Fmle 6!ihtn-E F,
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Oficio Nº 19325 
 

Quito, D.M., 5 de julio de 2022 

 

Señor general de Brigada (SP) 

Luis Lara Jaramillo, 

MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. 

Ciudad. - 

 

De mi consideración: 

 

Me refiero a su oficio No. MDN-MDN-2022-0751-OF de 20 de mayo de 2022, ingresado 

en la Procuraduría General del Estado el 26 del mismo mes y año, mediante el cual usted 

formuló las siguientes consultas: 

 
“3.1.- El beneficio de la compensación para acogerse a la jubilación contemplado en 

el Mandato Constituyente No. 2, es aplicable a los trabajadores públicos (militares 

en servicio pasivo que reciben o no la pensión de retiro); que se hayan incorporado 

a una institución pública al amparo del Código del Trabajo; siempre y cuando 

cumplan los requisitos establecidos en el Mandato Constituyente No. 2. 

 

3.2.- El pago de las liquidaciones e indemnizaciones por retiro o renuncia voluntaria 

para acogerse a la jubilación de los trabajadores públicos (militares en servicio 

pasivo que reciben o no la pensión de retiro); contemplado en el Mandato 

Constituyente No. 2, puede realizarse en base a un contrato colectivo, acta 

transaccional, acta de finiquito entre otros.” 

 

1. Antecedentes. - 

 

1.1 En forma previa a atender su consulta, con oficio No. 19074 de 9 de junio de 2022, 

esta Procuraduría requirió el criterio jurídico institucional del Ministerio del Trabajo, en 

relación al tema objeto de la consulta, sin haber recibido respuesta hasta la presente fecha. 

 

1.2. El informe jurídico del Coordinador General de Asesoría Jurídica del Ministerio de 

Defensa Nacional (en adelante MIDENA), contenido oficio No. MDN-JUR-2022-0247- 

OF de 20 de mayo de 2022, cita entre otros los artículos 11 numerales 1 y 2, 76 numeral 

1, 82, 226 y 326 numeral 2 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante 

CRE); artículo 2 letra a) y 8 del Mandato Constituyente 2; 216 del Código del Trabajo2 

(en adelante CT); 1, 2, 176 y 185 de la Ley de Seguridad Social3 (en adelante LSS); 84 

de la Ley de Personal de las Fuerzas Armadas4 (en adelante LPFFAA); 72 de la Ley de 

Seguridad Social de las Fuerzas Armadas5 (en adelante LSSFFAA); 24 del Reglamento 

General a la Ley de Seguridad de las Fuerzas Armadas6 (en adelante RGLSSFFAA); y, 

numerales 5, 6 7, 8, 9 y 10 de las Directrices para los procesos del optimización del talento 
 

1CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 CT, CDF 17, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 167 de 16 de diciembre de 2005. 
3LSS, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 465 de 30 de noviembre de 2001. 
4LPFFAA, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 660 de 10 de abril de 1991. 
5LSSFFAA, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 995 de 7 de agosto de 1992. 
6RGLSFFAA, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 1007 de 18 de mayo de 2017. 
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humano sujeto al Código del Trabajo por concepto de jubilación, luego de lo cual 

manifiesta y concluye lo siguiente: 

 
“2.- Análisis: 

 

Este análisis normativo se ha generado desde tres premisas constitucionales: el beneficio 

a la compensación por retiro voluntario para acogerse a la jubilación que está sustentado 

en el Mandato Constituyente No. 2; el derecho a la seguridad jurídica y el derecho al 

debido proceso en la garantía del cumplimiento cabal de las normas por parte de las 

autoridades administrativas o judiciales. (…) 

 

Bajo las premisas analizadas, es preciso examinar que en el sector público el personal está 

sujeto a varias normas como: Ley de Personal de las Fuerzas Armadas, Ley Orgánica de 

Servicio Público; Código del Trabajo entre otras, en este contexto es preciso exhortar, 

que en la institución llamada Fuerzas Armadas el personal militar activo, no está sujeto a 

varios derechos y beneficios como es el de indemnización para acogerse a la jubilación 

al amparo del Mandato Constituyente No. 2 que protege al personal civil sujeto a la 

LOSEP y al Código del Trabajo. 

 

(…) 

 

El personal civil de la Fuerza Armadas es aquel personal que no tiene grado militar en 

servicio activo y que presta servicios laborales bajo el amparo de la LOSEP o del Código 

del Trabajo, por lo tanto, dicho personal puede estar constituido por personal netamente 

civil o militares en servicio pasivo. 

 

(…) es necesario indicar que para el pago de la compensación para la jubilación es 

necesario cumplir con requisitos esenciales de fondo y de forma establecidos en el 

Mandato Constituyente No. 2 y las Directrices para los procesos de optimización del 

Talento Humano sujeto al Código del Trabajo por concepto de jubilación, emitidas por el 

Ministerio del Trabajo. 

 

El Mandato Constituyente No. 2 en el Art. 8 de las liquidaciones e indemnizaciones, 

establece el monto de la indemnización, por supresión de partidas, renuncia voluntaria o 

retiro voluntario para acogerse a la jubilación, los empleadores velaran por el derecho 

a la estabilidad laboral, salvo el caso de terminación laboral acordadas en contratos 

colectivos, actas transaccionales, actas de finiquito y cualquier otro acuerdo bajo 

cualquier denominación, bajo ningún concepto podrá superar los montos máximos de 

hasta (7) salarios mínimos básicos unificados del trabajador privado por cada año de 

servicio y de doscientos diez (210) salarios mínimos básicos unificados del trabajador 

privado en total. 

 

3. Conclusión: 

 

El personal militar en servicio pasivo que reciba o no la pensión de retiro y que haya 

prestado sus servicios en calidad de trabajador público afiliado al Instituto Ecuatoriano 

de Seguridad Social, debe ser reconocido su beneficio a la compensación para la 
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jubilación contemplada en el Mandato Constituyente No. 2 Art. 8, en consideración de 

que la pensión de retiro es producto de su trayectoria militar, mientras que la 

compensación para acogerse a la jubilación es producto de la prestación de sus 

servicios en calidad de trabajador público (personal civil) sujeto al Código del 

Trabajo” (el resaltado me corresponde). 

 

2. Análisis. - 

 

Para atender su consulta se considera que el segundo inciso del artículo 160 de la 

CRE establece que: “Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional 

estarán sujetos a las leyes específicas que regulen sus derechos y obligaciones, y su 

sistema de ascensos y promociones con base en méritos y con criterios de equidad de 

género” (el resaltado me corresponde). 

 

En este contexto, el artículo 1 de la Ley de Personal de las Fuerzas Armadas7 (en 

adelante LPFFAA) establece que su objeto es “regular la carrera de los miembros de las 

Fuerzas Armadas para conseguir su selección, perfeccionamiento y garantizar su 

estabilidad profesional, en base a su capacidad y méritos”. 

 

Por su parte el artículo 84 ibídem manifiesta que el servicio pasivo “es la situación 

en la cual pasa el militar, mediante la baja, sin perder su grado dejando de pertenecer a 

los cuadros de las Fuerzas Armadas permanentes e ingresando a los escalafones de 

reserva de las respectivas Fuerzas”. El militar será dado de baja, entre otras causas, por 

“solicitud voluntaria”, según la letra a) del artículo 87 de esa ley. 

 

El artículo 21 de la LSSFFAA define al seguro de retiro como una prestación que 

consiste en “el pago de una pensión vitalicia en dinero al asegurado que se separa 

mediante la baja del servicio activo en las Fuerzas Armadas, habiendo acreditado un 

mínimo de veinticinco años de servicio activo y efectivo en la Institución, y cumplido con 

los requisitos establecidos en la Ley”, seguro que también recibirán aquellos servidores 

separados de manera forzosa mediante la baja del servicio activo en las Fuerzas Armadas, 

que acrediten un mínimo de veinte años de servicio activo y efectivo en la institución. 

 

En este sentido, el artículo 23 ibídem prevé que el asegurado que alcanzare el 

derecho a la pensión de retiro y hubiere acreditado en el IESS tiempos de servicio civiles 

antes de su afiliación al ISSFA tendrá derecho a una mejora de su pensión de retiro, 

siempre que tales aportes hayan sido transferidos por el IESS al ISSFA; y en su segundo 

inciso agrega que “Si los tiempos de servicio civiles los hubiere prestado con 

posterioridad a la obtención de la pensión de retiro, tendrá derecho a que el IESS le 

reconozca la mejora correspondiente”. En los dos casos, el valor de la mejora se calculará 

con sujeción al procedimiento establecido para el efecto, en los estatutos del IESS. 
 

 
 

7 LPFFAA, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 660 de 10 de abril de 1991. 
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Al respecto, mediante oficio No. 01768 de 12 de mayo de 2011, por el cual se 

aclaró el pronunciamiento contenido en oficio No. 00989 de 21 de marzo de 2011, con 

relación a una consulta del entonces Ministerio Coordinador de Seguridad Interna y 

Externa sobre el beneficio de jubilación a los ex miembros de las Fuerzas Armadas que 

reingresaron a laborar en dicho ministerio, este organismo manifestó: 

 
“El estímulo por jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 de la 

LOSEP, constituye un incentivo para que los servidores públicos opten por acogerse a la 

jubilación y retirarse del servicio público, por lo que se colige que es un beneficio distinto 

de la pensión de retiro que del tenor del artículo 21 de la Ley de Seguridad Social de las 

Fuerzas Armadas, es una prestación que consiste en el pago de una pensión vitalicia al 

asegurado que se separa del servicio activo de las Fuerzas Armadas mediante la baja y 

que acredita un mínimo de veinte años de servicio activo y efectivo en la Institución.” 

 

Cabe considerar que el inciso tercero del artículo 229 de la CRE determina que 

“Las obreras y obreros del sector público estarán sujetos al Código de Trabajo”. 

 

En tal contexto, el primer inciso del artículo 216 del CT establece la jubilación 

patronal como obligación del empleador respecto de los trabajadores que por veinte y 

cinco años o más hubieren prestado servicios, continuada o interrumpidamente, y señala 

que la jubilación patronal consiste en una pensión mensual, de tracto sucesivo, que tiene 

por finalidad asegurar que el jubilado, que al cesar deja de percibir remuneración por su 

trabajo, disponga a futuro de medios suficientes para atender sus necesidades. 

 

Por su parte, el beneficio del retiro para acogerse a la jubilación es una prestación 

que se paga por una sola vez y que constituye un estímulo para que el obrero público se 

jubile, y se rige por el segundo inciso del artículo 8 del Mandato Constituyente No. 2. 

Este beneficio es aplicable siempre y cuando el trabajador no haya recibido antes otra 

compensación económica por su cesación y se sujeta a los límites establecidos por el 

artículo 8 del Mandato Constituyente No. 2, reformado por el artículo 64 de la Ley 

Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento en el Trabajo del Hogar, que prevé 

que las indemnizaciones, bonificaciones o contribuciones por terminación de cualquier 

tipo de relación individual de trabajo serán de hasta siete salarios básicos unificados del 

trabajador privado, por cada año de servicio y hasta un monto máximo de doscientos diez 

salarios mínimos básicos unificados del trabajador privado en total. 

 

El Ministerio de Trabajo, mediante circular No. MDT-DM-2016-0003 de 14 de 

septiembre de 2016, emitió las Directrices para los procesos de optimización del Talento 

Humano sujeto al Código del Trabajo, por concepto de jubilación, cuyo numeral 10 

dispone que: 

 
“10.- Si una persona fue indemnizada y recibe pensión jubilar, y reingresa a otra Entidad 

bajo el Código del Trabajo y ha cumplido 25 años de servicio en esta Institución y cumple 
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con las leyes de seguridad social, es procedente recibir la jubilación patronal, desahucio 

y retiro voluntario”. 

 

Adicionalmente, es pertinente considerar que al personal militar activo de las 

Fuerzas Armadas no son aplicables los beneficios establecidos por el Mandato 

Constituyente No. 2, la LOSEP y el CT, que amparan únicamente al personal civil sujeto 

a cada uno de dichos cuerpos normativos. 

 

En este sentido el personal civil de las Fuerzas Armadas es aquel que actualmente 

presta servicios bajo amparo de la LOSEP o del CT, sea que perciba o no pensión militar. 

 

Por otro lado, el numeral 17 del artículo 74 del Código Orgánico de Planificación 

y Finanzas Públicas8 (en adelante COPLAFIP) dispone que el ente rector del SINFIP, 

tiene, entre otras, las siguientes atribuciones y deberes: 

 
“Dictaminar obligatoriamente y de manera vinculante sobre la disponibilidad de recursos 

financieros suficientes para cubrir los incrementos salariales y los demás beneficios 

económicos y sociales que signifiquen egresos, que se pacten en los contratos colectivos 

de trabajo y actas transaccionales” (el resaltado me corresponde). 

 

En este sentido, es pertinente considerar que el artículo 115 del COPLAFIP 

determina que ninguna entidad u organismo público podrá “contraer compromisos, 

celebrar contratos, ni autorizar o contraer obligaciones, sin la emisión de la respectiva 

certificación presupuestaria”. 

 

De lo expuesto se observa que: i) la jubilación patronal y el beneficio por 

jubilación son dos prestaciones distintas e independientes, por lo que el pago de la una no 

excluye el de la otra; ii) la jubilación patronal se debe cancelar a los obreros públicos 

que cumplan los requisitos previstos en el artículo 216 del CT; iii) el beneficio por retiro 

para acogerse a la jubilación se podrá cancelar por una sola vez a quien no hubiere 

percibido un beneficio por el mismo concepto, debiéndose observar los límites 

establecidos por el artículo 8 del Mandato Constituyente No. 2; y requiere ser planificado 

y presupuestado por las entidades públicas. 

 

3. Pronunciamiento. - 

 

En atención a su primera consulta se concluye que, la compensación para acogerse 

a la jubilación, contemplada en el Mandato Constituyente No. 2, es un estímulo para que 

el obrero se jubile y es aplicable a los obreros públicos, incluidos militares en servicio 

pasivo que reciban o no la pensión de retiro, siempre que se hayan incorporado a una 

institución pública con sujeción al Código del Trabajo y cumplan los requisitos para la 
 

 
 

8 COPLAFIP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 306 de 22 de octubre de 2010. 
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jubilación. Es obligación de las entidades públicas planificar y presupuestar anualmente 

el número de obreros que podrán acogerse a dicho beneficio. 

Respecto de su segunda consulta se concluye que, la compensación por retiro o 

renuncia voluntaria para acogerse a la jubilación que beneficia a los obreros públicos, 

inclusive militares en servicio pasivo que perciban o no pensión de retiro, según el 

Mandato Constituyente No. 2, se podría realizar en base a un contrato colectivo o acta 

transaccional legalmente celebrados. 

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad 

de la entidad consultante, su aplicación a casos institucionales específicos. 

Atentamente, 

IÑIGO FRANCISCO 

ALBERTO 

Firmado digitalmente por 

IÑIGO FRANCISCO ALBERTO 

SALVADOR CRESPO 

SALVADOR CRESPO 
Fecha: 2022.07.05 12:50:27

Dr. Íñigo Salvador Crespo 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

CC. Arq. Patricio Donoso Chiriboga

Ministro del Trabajo
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Oficio Nº 19326 
 

 

Quito, D.M., 5 de julio de 2022 

 

Señora doctora 

Diana Salazar Méndez, 

FISCAL GENERAL DEL ESTADO. 

Ciudad. - 

 

De mi consideración: 

 

Me refiero a su oficio No. FGE-DSP-2022-004022-O de 9 de junio de 2022, 

ingresado en el correo institucional único de la Procuraduría General del Estado el mismo 

día, mediante el cual usted formuló la siguiente consulta: 
 

“¿Es aplicable de manera subsidiaria y/o supletoria las normas contempladas en la 

LOSEP y su reglamento general, a los servidores de la carrera fiscal administrativa 

que pertenecen a la Fiscalía General del Estado, conforme lo dispone el segundo 

inciso del artículo 43 del Código Orgánico de la Función Judicial?”. 

 

1. Antecedentes. - 

 

1.1. El informe jurídico contenido en oficio FGE-DSP-2022-004022-O de 9 de junio de 

2022, suscrito por el Director de Asesoría Legal y Patrocinio de la Fiscalía General del 

Estado, ingresado al correo institucional único de este organismo el 13 de junio de 2022, 

cita los artículos 194, 195 y 229, de la Constitución de la República del Ecuador1 (en 

adelante CRE); 38, numerales 1, 2, 3 y 4; 42, numerales 1 , 2, 3, 4; 43, 102 y 120 del 

Código Orgánico de la Función Judicial2 (en adelante COFJ); 3, numeral 1 y 47 de la Ley 

Orgánica del Servicio Público3 (en adelante LOSEP); subnumeral 1.3.1.2.1 del Estatuto 

de Gestión Organizacional por Procesos de la Fiscalía General del Estado4 (en adelante 

Estatuto de la FGE), así como el pronunciamiento de esta procuraduría contenido en 

oficio No. 09338 de 24 de julio de 2020. Sobre dicha base analiza y concluye lo siguiente: 

 
“Del pronunciamiento emitido por el señor Procurador General del Estado constante en 

el Oficio Nro. 09338, de 24 de julio de 2020, se desprende que, en el caso de los servidores 

administrativos de los órganos jurisdiccionales y del Consejo de la Judicatura, la 

aplicación de la LOSEP es supletoria al COFJ, siempre que este último no contenga 

regulaciones específicas. 

 

Lo dicho, recoge o aclara la aplicación de lo contemplado en el segundo inciso del artículo 

43 del COFJ, que determina la ‘subsidiaridad’ de la LOSEP a dicho Código, en los casos 

que es necesaria su aplicación para los servidores de las carreras administrativas que 

pertenecen a los diversos órganos de la Función Judicial, excluyendo a los jueces, fiscales 
 

 

1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COFJ, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 544 de 9 de marzo de 2009. 
3 LOSEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 2010. 
4 Estatuto de la FGE publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 12 de 02 de marzo de 2022. 
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o defensores públicos. Aspecto que inclusive en temas de régimen disciplinario y 

prohibiciones se refleja conforme lo dispuesto en el artículo 102 ibídem. 

 

De la solicitud efectuada por el Director de Talento Humano de la Fiscalía General del 

Estado, con memorando Nro. FGE-CGGR-DTH-2022-02489-M, de 6 de junio de 2022, 

y de la revisión al Informe Técnico Nro. FGE-DTH-2022-00936, adjunto a la mencionada 

comunicación, se colige que la Fiscalía presentó ante las instancias correspondientes el 

proyecto de “Desvinculación de servidores de la Fiscalía General del Estado a Nivel 

Nacional” que comprende a los servidores con nombramiento permanente que decidieron 

acogerse al retiro por jubilación y que les correspondería una compensación monetaria, 

conforme lo determina la LOSEP y su reglamento general de aplicación. 

 

4. CRITERIO JURÍDICO. - 

 

De la normativa expuesta, pronunciamiento dado por la Procuraduría General del Estado 

con Oficio Nro. 09338, de 24 de julio de 2020 y análisis efectuado, es criterio de esta 

Dirección de Asesoría Legal y Patrocinio que, a los servidores judiciales de la carrera 

fiscal administrativa de la Fiscalía General del Estado, le son aplicables de manera 

subsidiaria las normas de la LOSEP, en los casos en que el COFJ no contemple 

regulaciones específicas”. 

 

2. Análisis. - 

 

Para atender su consulta se considera que el artículo 177 de la CRE establece que 

la Función Judicial se compone de “órganos jurisdiccionales, órganos administrativos, 

órganos auxiliares y órganos autónomos”, y precisa que la ley determinará su estructura, 

funciones, atribuciones, competencias y todo lo necesario para la adecuada 

administración de justicia. 

 

Respecto a la naturaleza de la Fiscalía General del Estado, el artículo 194 de la 

CRE dispone que “La Fiscalía General del Estado es un órgano autónomo de la Función 

Judicial, único e indivisible, funcionará de forma desconcentrada y tendrá autonomía 

administrativa, económica y financiera”. Similar previsión consta en el artículo 281 del 

COFJ, que agrega que la FGE tiene su sede en la capital de la República. 

 

De su parte, los numerales 3 y 4 del artículo 42 del COFJ5 determinan que son 

servidores de la Función Judicial, entre otros, quienes pertenecen a la carrera fiscal y a la 

carrera fiscal administrativa. Concordante, el segundo inciso del artículo 43 ibídem se 

refiere a la carrera administrativa, la cual comprende a todos los servidores que colaboran 

con los diversos órganos de la Función Judicial y que no desempeñan funciones como 

jueces, fiscales o defensores públicos, previendo que están sujetos a ese código y 

“subsidiariamente a la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa”, 

actualmente sustituida por la LOSEP. 
 

5 COFJ, “Art. 42.- CARRERAS DE LA FUNCION JUDICIAL. - Las servidoras y servidores de la Función Judicial pertenecen a la 
carrera judicial, de acuerdo a la siguiente clasificación: 3. Quienes prestan sus servicios como fiscales pertenecen a la carrera fiscal; 

4. Las demás servidoras y servidores de la Fiscalía pertenecen a la carrera fiscal administrativa;”. 
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En igual sentido, el artículo 102 del COFJ, al referirse al régimen general de los 

“servidores judiciales”, en su parte final expresa que quienes pertenezcan a las carreras 

“judicial administrativa, fiscal administrativa y defensorial administrativa, además de 

lo previsto expresamente en este Código, se aplicarán las normas de la Ley Orgánica de 

Servicio Civil y Carrera Administrativa”. Concordante, el tercer inciso del artículo 136 

del mismo señala que “La Carrera Administrativa estará regulada por este Código y 

subsidiariamente por la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa”, actual LOSEP 

(el resaltado me corresponde). 

 

Adicionalmente, la aplicación subsidiaria de la actual LOSEP a los servidores de 

carrera administrativa de la Función Judicial, entre ellos los de carrera fiscal 

administrativa, consta prevista en el inciso segundo del artículo 43 del COFJ, que dispone 

que aquellos servidores “que colaboran con los diversos órganos de la Función Judicial 

y que no desempeñan funciones como jueces, fiscales o defensores públicos, están sujetos 

a este Código y subsidiariamente a la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera 

Administrativa”. 

 

Concordante, el artículo 3 de la LOSEP prevé que sus disposiciones son de 

aplicación obligatoria, en materia de recursos humanos y remuneraciones, a toda la 

administración pública, que comprende a los “organismos y dependencias de las 

funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial y Justicia Indígena, Electoral, Transparencia 

y Control Social, Procuraduría General del Estado y la Corte Constitucional” (el 

resaltado me corresponde). 

 

Respecto a la aplicación subsidiaria de la LOSEP y su reglamento general a los 

servidores de carrera administrativa de la Función Judicial, en pronunciamiento contenido 

en oficio No. 09338 de 24 de julio de 2020, que cita el informe jurídico que acompaña su 

consulta, la Procuraduría General del Estado analizó y concluyó: 
 

“De lo expuesto se observa que: i) los servidores judiciales que colaboran con los diversos 

órganos de la Función Judicial y que no desempeñan funciones como jueces, fiscales o 

defensores públicos, pertenecen a la carrera administrativa y, por disposición expresa del 

COFJ, están sujetos al régimen jurídico previsto en ese código, siendo aplicable, de 

manera subsidiaria, las normas de la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera 

Administrativa, actualmente derogada y sustituida por la LOSEP; ii) el artículo 120 del 

COFJ es la norma específica que regula las causales de cesación de los servidores de la 

Función Judicial, entre ellos, los servidores administrativos, cuya estabilidad consta 

reconocida y garantizada por el artículo 35 ibídem; y, iii) el Consejo de la Judicatura tiene 

facultad para expedir, modificar, derogar e interpretar los reglamentos, manuales, 

instructivos o resoluciones de régimen interno, con sujeción a la CRE y la ley, para la 

organización, funcionamiento, responsabilidades, control y régimen disciplinario. 

 
(…) 
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En atención a los términos de su consulta, se concluye que los servidores administrativos 

de los órganos jurisdiccionales y del Consejo de la Judicatura están sujetos al COFJ y de 

manera supletoria a la LOSEP; en consecuencia, las causales de cesación previstas por el 

artículo 47 de la LOSEP se pueden aplicar a dichos servidores de manera subsidiaria, 

siempre que el COFJ no contenga regulaciones específicas, y sin perjuicio de la 

competencia regulatoria que el numeral 10 del artículo 264 del COFJ confiere al Consejo 

de la Judicatura”. 

 

En tal contexto, es oportuno considerar que, el numeral 8 del artículo 120 del 

COFJ prevé, en forma general, que los servidores de la Función Judicial podrán cesar 

definitivamente en su cargo y dejar de pertenecer a esa función “Por acogerse a los 

planes de retiro voluntario con indemnización”. 

 

El Reglamento para la Aplicación de la Compensación Económica en los Planes 

de Desvinculación Institucional del Consejo de la Judicatura6, en el artículo 2 dispone que 

sus disposiciones se aplicarán para las y los “servidores judiciales comprendidos en la 

carrera judicial jurisdiccional y judicial administrativa conforme lo previsto en el 

Código Orgánico de la Función Judicial” (el resaltado me corresponde). 

 

El artículo 9 del citado Reglamento dispone que los servidores judiciales que se 

acojan al beneficio de desvinculación por jubilación ordinaria por vejez; jubilación por 

edad avanzada y jubilación por invalidez “tendrán derecho a percibir lo establecido en 

la Ley Orgánica de Servicio Público”. Concordante, el artículo 10 ibídem prevé que los 

servidores judiciales que cesen en funciones por renuncia voluntaria legalmente 

presentada y aceptada y que “se encuentren dentro de plan de desvinculación 

institucional, estarán sujetos al pago de una compensación económica, establecida en la 

Ley Orgánica de Servicio Público” (el resaltado me corresponde). 

 

Respecto al beneficio por jubilación, al que alude expresamente el informe 

jurídico adjunto a su consulta, el artículo 129, reformado de la LOSEP establece: 

 
“Las y los servidoras o servidores, de las entidades y organismos comprendidos en el 

artículo 3 de esta ley, que se acojan a los beneficios de la jubilación, tendrán derecho a 

recibir por una sola vez cinco salarios básicos unificados del trabajador privado por cada 

año de servicio contados a partir del quinto año y hasta un monto máximo de ciento 

cincuenta salarios básicos unificados del trabajador privado en total, a partir del año 2015, 

de conformidad con el salario básico unificado vigente al 1 de enero del 2015 para cuyo 

efecto, se efectuarán las reformas presupuestarias correspondientes en función de la 

disponibilidad fiscal existente. Se podrá pagar este beneficio con bonos del Estado. Se 

exceptúan de esta disposición los miembros de las Fuerzas Armadas y la Policía 

Nacional” (el resaltado me corresponde). 

 

De acuerdo con el artículo 108 del RLOSEP, corresponde a la Unidad de 

Administración del Talento Humano (en adelante UATH) de cada entidad establecer 
 

6 
RACEPDICJ, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 567 de 18 de agosto de 2015. 
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anualmente los planes de retiro voluntario con indemnización, así como los planes de retiro 

para que los servidores de carrera que se acojan al beneficio por jubilación, los que deberán 

contar con la correspondiente disponibilidad presupuestaria y a los que podrán acogerse 

los servidores al manifestar su voluntad por escrito. 

Del análisis efectuado se observa que tanto el COFJ como el Reglamento de 

Compensación por Desvinculación del Consejo de la Judicatura prevén la aplicación 

subsidiaria de la LOSEP y su reglamento general a los servidores de carrera 

administrativa de la Función Judicial, según ha examinado este organismo en el 

pronunciamiento contenido en oficio No. 09338 de 24 de julio de 2020, que se refirió a 

los servidores administrativos de los órganos jurisdiccionales y del Consejo de la 

Judicatura, siendo aplicable la misma conclusión respecto de los servidores de carrera 

administrativa de todos los órganos de la Función Judicial. 

3.- Pronunciamiento. - 

En atención a los términos de su consulta se concluye que, de conformidad con el 

segundo inciso del artículo 43 del Código Orgánico de la Función Judicial, los servidores 

judiciales de carrera administrativa, entre ellos los de carrera fiscal administrativa, se 

rigen por las disposiciones de ese código, el Estatuto Orgánico Administrativo de la 

Función Judicial y los reglamentos respectivos, siendo aplicables de manera subsidiaria 

las normas de la Ley Orgánica del Servicio Público y su reglamento general. 

El presente pronunciamiento debe ser entendido en su integridad y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad 

de la entidad consultante, su aplicación a casos institucionales específicos. 

Atentamente, 

IÑIGO FRANCISCO 

ALBERTO 

SALVADOR 

CRESPO 

Firmado digitalmente por 

IÑIGO FRANCISCO ALBERTO 

SALVADOR CRESPO 

Fecha: 2022.07.05 12:52:49 
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Dr. Íñigo Salvador Crespo 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
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